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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (115)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aedo Ormeño, René
RN
III
5

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alinco Bustos, René
PPD
XI
59

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Cardemil Herrera, Alberto
IND
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Chahuán Chahuán, Francisco
RN
V
14

De Urresti Longton, Alfonso
PS
X
53

Delmastro Naso, Roberto
IND
X
53

Díaz Del Río, Eduardo
PDC
IX
51

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Duarte Leiva, Gonzalo
PDC
RM
26

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
15

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Enríquez-Ominami, Gumucio Marco
PS
V
10

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escobar Rufatt, Álvaro
PPD
RM
20

Espinosa Monaredes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Fuentealba Vildósola, Renán
PDC
IV
9

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Briere, Guido
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Herrera Silva, Amelia
RN
V
12

Insunza Gregorio De Las Heras, Jorge
PPD
RM
28 

Isasi Barbieri, Marta
PAR
I
2

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
IND
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Lobos Krause, Juan
UDI
VIII
47

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND
I
1

Pascal Allende Denise
PS
RM
31

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Rubilar Barahona, Carla
RN
RM
17

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sepúlveda Hermosilla, Roberto
RN
RM
20

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Soto González, Laura
PPD
V
13

Sule Fernando, Alejandro
PRSD
VI
33

Súnico Galdames, Raúl
PS
VIII
43

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valcarce Becerra, Ximena
RN
I
1

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3


-Concurrieron, también, la senadora señora Soledad Alvear, y el senador señor Guido Girardi.


-Asistieron, además, la ministra de la secretaría general de la Presidencia, señora Paulina Veloso, y el ministro de Educación, señor Martín Zilic.
-
II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.10 horas.


El señor LEAL (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor LEAL (Presidente).- El acta de la sesión 9ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 10ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor LEAL (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS.

El señor LEAL (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.


El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios, bajo la presidencia del señor Leal, adoptaron los siguientes acuerdos:

1.
Rendir homenaje al ex diputado, ex senador y ex ministro de Estado señor Narciso Irureta el miércoles 10 de mayo;

2.
Mantener como especial la Comisión de la Pequeña y Mediana Empresa, para lo cual los señores jefes de bancada deberán remitir los nombres de los integrantes, y

3.
Tratar sobre Tabla en la sesión de hoy dos proyectos de acuerdo. El primero relativo al atentado ocurrido en Israel, y el segundo, que apoya la participación de Taiwán como observador en la Asamblea Mundial de la Organización Mundial de la Salud.


El señor LEAL (Presidente).- En nombre de la Mesa y de todas las señoras y señores diputados quiero saludar a la diputada señora Karla Rubilar Barahona, que hoy se encuentra de cumpleaños.


Muchas felicidades.

V. ORDEN DEL DÍA

SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR. Tercer trámite constitucional. Integración de Comisión Mixta.


El señor LEAL (Presidente).- Corresponde conocer las modificaciones del Senado al proyecto de ley, originado en mensaje, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, con urgencia calificada de suma.


Diputado informante de la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación es el señor Maximiano Errázuriz.


Antecedentes:


-Modificaciones del Senado, boletín N° 3224-04, sesión 71ª, en 24 de enero de 2006. Documentos de la Cuenta N° 10.


-Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Deporte y Recreación. Documentos de la Cuenta N° 6.

El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco a la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, por darme la oportunidad de ser el diputado informante de este proyecto. Hace 42 años, cuando me encontraba en segundo año de Derecho, comencé a hacer clases en una universidad, por lo que es motivo de gran honor tratar un tema tan delicado como éste. 


En la Comisión de Educación participaron la señora Carolina Tohá, Presidenta; el señor Sergio Bobadilla, la señora Marcela Cubillos, los señores Marco Enríquez-Ominami, Rodrigo González, José Antonio Kast, Carlos Olivares, Iván Paredes, Manuel Rojas, Gabriel Silber, Germán Verdugo; la señora Ximena Vidal y quien habla. En la segunda parte de la sesión el diputado Carlos Montes reemplazó al señor Iván Paredes. 


La Comisión hizo una clasificación de los artículos: por un lado, los modificados por el Senado y que, por unanimidad, propone aprobar; por otro, los que, también por unanimidad, propone rechazar y, por último, aquéllos en que hubo votación dividida. Por cierto, son propuestas que la Comisión hace a la Sala. 


Muchos artículos fueron rechazados por adecuaciones formales, por referencias mal hechas o por alusión a organismos que no existen, como, por ejemplo, los consejos ejecutivos y otros. 


Recordemos que este proyecto, en tercer trámite constitucional, apunta a establecer un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que contempla, por un lado, el Consejo Superior de Educación para la acreditación de las instituciones de educación superior, como universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica y, por otro, organismos acreditadores de carreras. 


En la letra a) del artículo 1º hubo acuerdo unánime para eliminar la expresión “gestión institucional”, aprobada por la Cámara, por considerarla redundante y muy amplia. 


En la letra b) del mismo artículo 1º también se aprobó la modificación del Senado, en el sentido de que el proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior deberá hacerse en función de los propósitos declarados y de los criterios establecidos por “las respectivas comunidades académicas y profesionales”. Esta expresión fue agregada por el Senado para precisar mejor la idea. 


Los artículos 3°, 4° y 5° fueron eliminados por el Senado. Establecen que el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Ecuación Superior será coordinado por un comité integrado por el vicepresidente del Consejo Superior de Educación, por el Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación y por el jefe de la División de Educación Superior del Ministerio Educación; y se refieren a sus funciones y a la periodicidad de sus sesiones. La Comisión de Educación propone a la Sala, por 7 votos contra 6, rechazar su eliminación. 


El artículo 6º, que pasa a ser 3º, también fue modificado por el Senado, dándole a la Comisión Nacional de Acreditación el carácter de organismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, para lo cual requirió el patrocinio del Ejecutivo. La Comisión estuvo de acuerdo con esta modificación. 


En el artículo 7°, que pasa a ser artículo 4º, el Senado suprimió la expresión que indicaba el número de miembros que formarán la Comisión Nacional de Acreditación, estipulando en las letras a) y siguientes quiénes la integrarán. 


En la letra b) el Senado precisa -la Comisión lo aprobó en forma unánime- que los tres académicos universitarios deberán ser representativos de tres ámbitos: gestión institucional, docencia de pregrado y formación de posgrado.


El Senado eliminó de entre sus integrantes al jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, puesto que si la Comisión de Acreditación es un ente autónomo del Ministerio, dicho jefe no debería estar en ella.


La Comisión, por 7 votos contra 6, acordó proponer a la Sala rechazar la eliminación del Senado y llevar esta materia a Comisión Mixta, por considerar que no puede estar ausente de la Comisión de Acreditación un representante del Ministerio, por cuanto los otros 12 integrantes son académicos destacados o connotados miembros del sector productivo nacional o de una asociación profesional.


El Senado intercala una letra i), nueva, a fin de incorporar a la Comisión a dos representantes estudiantiles de educación superior autónomas acreditadas, los que deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5 por ciento de los alumnos de mejor rendimiento académico. Estos representantes durarán dos años en sus cargos y serán elegidos por las federaciones de estudiantes.


Respecto de esta modificación hubo votación dividida en la Comisión. Algunos estuvieron por rechazarla, por considerar que la intromisión de estudiantes en este organismo implicaba que los futuros acreditados formarían parte del organismo acreditador, que se daba paso al cogobierno y que no era lógico que estudiantes de pregrado acreditaran cursos de posgrado. 


Por otro lado, la mayoría de la Comisión estuvo por recomendar a la Sala la aprobación de la propuesta del Senado, por considerar que los estudiantes participan en el consejo superior e, incluso, en las juntas directivas de algunas universidades y porque su aporte es valioso. Además, son los mejores alumnos de los dos últimos años de su carrera y, por lo tanto, serán los más interesados en la rigurosidad del proceso de acreditación.


Estoy dando, por cierto, los argumentos esgrimidos en favor de las dos posiciones. 


Finalmente, la Comisión acordó recomendar a la Sala, por 7 votos contra 6, aprobar la letra i) introducida por el Senado.


En el inciso tercero de la letra i), que pasa a ser j), el Senado recomienda suprimir la referencia a los miembros de la Comisión de Acreditación señalados en las letras precedentes, quienes no actuarán en representación de las entidades que concurrieron a su designación. Así, para la historia fidedigna de la ley, en el evento de aprobarse la propuesta del Senado, se entiende que los representantes estudiantiles sí actuarán en representación de las federaciones que los nominaron.


La Comisión estuvo de acuerdo con la supresión de la referencia de los miembros de la Comisión señalados en las letras b), c), d), e), f) y h).


El Senado eliminó el inciso cuarto de la misma letra i) aprobada por la Cámara, y la Comisión recomienda a la Sala aprobar tal supresión. Dicho inciso se refería a que las dos figuras destacadas señaladas en la letra h) del inciso primero, una del sector productivo nacional y otra de una asociación profesional o disciplinaria, deberán contar con una efectiva vinculación en el ámbito de la educación superior. A juicio del Senado, ello implicaba una restricción a su nombramiento.


El Senado introdujo un inciso séptimo, que pasa a ser sexto, con el objeto de dirimir los empates en la Comisión. Señala que se tomará una segunda votación, y de persistir el empate, resolverá el presidente, y que la Comisión deberá celebrar, al menos, dos sesiones al mes. 


La Comisión estuvo de acuerdo en recomendar a la Sala su aprobación.


Otra modificación del Senado, con la cual la Comisión también estuvo de acuerdo es el reemplazo del inciso octavo -que pasa a ser séptimo- que dispone que los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.


La Comisión también recomienda a la Sala aprobar esta modificación. 


El Senado incorporó ocho incisos nuevos que nuestra Comisión recomienda a la Sala aprobar.


¿Qué ideas agrega el Senado en estos ocho incisos?


Primero, se prohíbe a los miembros de la Comisión realizar actividades laborales o participar en juntas directivas o consultivas de las instituciones de educación superior sujetas a proceso de acreditación. La incompatibilidad subsiste hasta seis meses después de dejar la Comisión.


Segundo, se establece que un miembro de esta Comisión tampoco podrá participar en una agencia acreditadora como propietario o donde tenga intereses patrimoniales.


Tercero, se dispone que todo miembro respecto del cual se configure alguna inhabilidad deberá informarlo al secretario, quien dejará constancia de ello en actas. También deberá informar al resto de los miembros, absteniéndose en el acto de conocer del asunto.


Cuarto, se exige a los miembros hacer una declaración anual de intereses. Y aquí hago la distinción entre intereses y patrimonio. En este caso, se exige una declaración de intereses, no patrimonial.


Quinto, se establece que la Comisión deberá revisar cualquier decisión en la que haya participado un miembro inhabilitado.


Sexto, se dispone que los miembros respecto de los cuales se haya verificado alguna incompatibilidad y que no se hayan inhabilitado para votar un asunto, serán sancionados con cinco años en los que no podrán cumplir funciones en la misma.


Séptimo, se obliga a guardar reserva de la información a los miembros de la Comisión, de la Secretaría Ejecutiva o de los Comités Consultivos.


En el artículo 8°, que pasa a ser 5°, el Senado introdujo diversas modificaciones al texto aprobado por la Cámara, algunas de las cuales la Comisión recomienda aprobar y otras, rechazar, según detallaré.


Previamente, quiero precisar que, dentro de una institución de educación superior, las carreras son acreditadas por agencias acreditadoras. En cambio, la acreditación institucional de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, sólo es realizada por la Comisión.


En la letra a), el Senado dispone que el pronunciamiento de la Comisión sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica recaerá únicamente respecto de aquellas en cuya verificación haya participado; no respecto de todas.


La Comisión acordó, por unanimidad, recomendar a la Sala la aprobación de esta modificación del Senado.


La Comisión propone aprobar también la sustitución de la letra b), que tiene por objeto extender el pronunciamiento de la Comisión de Acreditación sobre las solicitudes de autorización de los programas de magíster -no se mencionan los doctorados- y de especialidad en el área de la salud, materias que no estaban incluidas en el texto aprobado por la Cámara.


Respecto de las letras c) y d), el Senado sólo corrige los artículos que estaban mal citados.


A continuación, el Senado suprime la letra e), por considerar que “Servir de órgano consultivo del Ministerio de Educación” le resta autonomía a la Comisión. La Comisión propone a la Sala su aprobación.


Las nuevas letras e), f) y g) agregadas por el Senado -la Comisión propone aprobarlas- apuntan a entregar información pública sobre los procesos de acreditación, a dar respuesta a las consultas del Ministerio y a desarrollar otras actividades atingentes a sus funciones, respectivamente.


En el artículo 9°, que pasa a ser 6°, la Comisión propone aprobar las modificaciones del Senado.


Por un lado, se refuerza el carácter autónomo de la Comisión de Acreditación, al cambiar el texto aprobado por la Cámara, que disponía que ésta deberá proponer al Consejo Superior de Educación la designación del secretario Ejecutivo, por el de la designación directa de este funcionario por la misma Comisión.


Por otro lado, se sustituyen los comités ejecutivos por los comités consultivos, para que la Comisión pueda cumplir sus funciones.


En un artículo más adelante -que la Comisión propone rechazar-, el Senado omite referirse a los comités consultivos y vuelve a insistir en un comité ejecutivo que ya no existe.


Además, la Comisión a la Sala acoger la nueva letra c) del artículo 9°, que faculta a la Comisión de Acreditación para conocer de los reclamos de las instituciones de educación superior sobre el pronunciamiento de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y posgrado.


El Senado introdujo una importante modificación en la nueva letra f) aprobada por la Cámara de Diputados, que dice: “f) Percibir los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 11”;


Mediante la letra g), nueva, se faculta a la Comisión de Acreditación para celebrar contratos con personas naturales o jurídicas para el desempeño de las tareas o funciones que le encomienda la ley. La Comisión de Educación propone a la Sala su aprobación.


Asimismo, propone rechazar el nuevo artículo 10, que pasa a ser 7°, con el objeto de corregir ciertas discordancias. Por ejemplo, el Senado habla de comités ejecutivos, en circunstancias de que, como sabemos, son comités consultivos.


Propone, por unanimidad, sustituir el artículo 12, que pasa a ser artículo 9°, nuevo, por el cual se faculta a la Comisión para crear a lo menos 3 comités consultivos que tendrán por misión asesorarla en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de los criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de posgrado. 


Tales comités consultivos estarán formados por expertos e integrados por entre cinco y quince miembros designados por concurso público de antecedentes, durarán cuatro años en sus funciones y tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión. Sus proposiciones y recomendaciones sólo serán consideradas por la Comisión como un antecedente importante al momento de adoptar sus acuerdos. 


La Comisión propone a la Sala, por unanimidad, rechazar el nuevo artículo 10 incorporado por el Senado al proyecto, que se refiere al patrimonio de la Comisión, con el objeto de que pase a Comisión mixta, fundamentalmente, por las letras c), e) y f).


La letra c) se refiere a los aportes, transferencias y subvenciones que reciba de personas naturales y jurídicas de derecho público y privado. Así, por ejemplo, el dueño de una universidad que desea ser acreditada podría hacerle una donación.


La letra e) dice relación con los ingresos que perciba la Comisión por prestación de servicios. Como señaló el diputado Silva, si la Comisión no persigue fines de lucro, ¿es legítimo que cobre por los servicios que preste?


La letra f) se refiere a que las donaciones que se le hagan estarán exentas del trámite de insinuación y que las herencias y legados que acepte deberá ser con beneficio de inventario, pero la Comisión estimó que si se rechazan las letras c) y e), debe caer también la letra f).


El Senado sustituyó el artículo 13 por un artículo ll, nuevo, que modifica la forma de fijar los aranceles que se cobrarán por la acreditación de carreras. La Cámara había aprobado que los fijara el Consejo Superior de Educación, pero el Senado sugiere que sea el Ministerio de Hacienda.


En cuanto a la acreditación institucional, la Cámara aprobó que el arancel esté compuesto por el valor del honorario de la persona jurídica que lo solicita más un monto fijo por gastos de administración. El Senado, en cambio, precisa que los gastos de administración los determine anualmente la Comisión.


La Comisión recomienda a la Sala, por unanimidad, acoger el nuevo artículo 11 propuesto por el Senado.


El artículo 14, que se refiere a las funciones del Consejo Superior de Educación, relativas a la Comisión, tales como dar apoyo administrativo, celebrar contrato, pagar dietas y otros, fue eliminado por el Senado por considerar que la Comisión es autónoma.


También hubo acuerdo para sugerir a la Sala aprobar la eliminación de este artículo.


El Senado agrega un artículo 13, que establece las etapas que debe considerar el proceso de acreditación institucional: autoevaluación interna, evaluación externa, pronunciamiento de la Comisión. La Comisión de Educación propone, por unanimidad, aprobar este nuevo artículo.


El artículo 17, que el Senado modifica y pasa a ser 15, fue rechazado por 7 votos a 6 y por esa mayoría la Comisión de Acreditación propone a la Sala su rechazo.


El Senado acota a la Comisión los criterios que debe tener para fijar y revisar las pautas de evaluación para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación institucional.


El Senado propone los aspectos que se deben considerar en la acreditación, sin que se puedan exigir requisitos adicionales. La Comisión, en votación dividida, propone a la Sala rechazar la propuesta, por estimarla muy restrictiva.


El inciso primero del artículo 18, que pasa a ser 16, modificado por el Senado, se refiere a la designación de los pares evaluadores. Puede ser la Comisión, como aprobó la Cámara, o la propia institución que se acredita, como propone el Senado en artículos posteriores, la que sólo puede elegirlos de un registro que se forma con las exigencias y requisitos establecidos por el Senado.


El registro público se forma con comités de pares evaluadores, los que deben presentar antecedentes ante la propia Comisión, la que, a su vez, debe hacer llamados públicos al menos cada dos años.


También, la Comisión debe abrir un registro de agencias de evaluación institucional, con el mismo procedimiento.


El Senado añade que para inscribirse en el registro, los pares evaluadores que sean personas naturales deben tener, al menos, diez años de ejercicio académico o profesional en el país o en el extranjero.


En cuanto a las agencias de evaluación institucional, deben ser idóneas, constituidas en Chile o en el extranjero, y destinadas a realizar estudios, investigación o servicios de consultoría sobre temas educacionales. Deben tener cinco años de experiencia e indicar quiénes forman la nómina de sus pares evaluadores, con diez años de ejercicio académico o profesional.


El Senado agrega que la propia Comisión puede inscribir directamente a los pares evaluadores o agencias de acreditación institucional, por los dos tercios de los miembros de la Comisión.


El diputado señor Montes presentó una indicación a este artículo, en el sentido de que no es lógico que las entidades que serán evaluadas sean las que elijan a quién las evaluará. No obstante, la posición contraria sostiene que dado que la lista de evaluadores será muy exigente, que se deberá cumplir con tantos requisitos y que la propia Comisión podrá colocar evaluadores, no habría inconvenientes en que los pares evaluadores se puedan elegir.


La Comisión, por 7 votos contra 6, rechazó esta modificación del Senado.


Los incisos quinto y sexto fueron reemplazados por un inciso séptimo, que permite a las institución designar a los pares evaluadores, en un proceso de acreditación institucional, de entre quienes figuren en el registro.


La Comisión, en votación divida, propone rechazar la propuesta del Senado, a fin de que este artículo sea tratado en Comisión mixta.


Los incisos primero y segundo del artículo 19 fueron sustituidos por el Senado.


En el primero se propone reemplazar “íntegramente” por “sustancialmente”. Así, mientras la Cámara aprobó que la acreditación institucional se otorgue a las instituciones que cumplan “íntegramente” con los criterios de evaluación, el Senado propone que los cumplan “sustancialmente”.


En el inciso segundo, la Cámara aprobó que la Comisión pueda acreditar a la institución evaluada, aunque no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación, si presenta un nivel de cumplimiento “aceptable”. El Senado sustituyó esta palabra por “bueno o muy bueno”.


Cabe señalar que si la Cámara desecha la propuesta del Senado hecha en los artículos anteriores, en el sentido de acotar los criterios de evaluación, será difícil verificar el cumplimiento íntegro de los criterios de evaluación para los acreditadores institucionales. Ahora bien, el Senado acotó el criterio y propuso acreditar si se cumplía “sustancialmente” con ellos.


La Comisión, en votación dividida, propone a la Sala rechazar la propuesta del Senado.


Con posterioridad, me referiré a este punto con más detalle, no como diputado informante.


En el inciso tercero del artículo 17, ex artículo 19, hay una adecuación casi formal del Senado que la Comisión de Educación propone unánimemente aprobar.


El artículo 20, que pasa a ser 18, fue modificado por el Senado, en el sentido de establecer la facultad de pedir una nueva evaluación si la Comisión rechaza el informe presentado por los pares evaluadores, extendiendo dicha solicitud respecto no sólo al Comité de pares evaluadores, sino también a una agencia de acreditación institucional.


La Comisión de propone rechazar la modificación.


El artículo 22, que pasa a ser 20, fue reemplazado por el Senado. La Comisión propone, unánimemente, acoger la proposición. Ésta consiste en permitir a la institución de educación superior reclamar de las decisiones de la Comisión ante ella misma y apelar ante el Consejo Superior de Educación. La Cámara consideraba sólo el reclamo ante el Consejo Superior de Educación. De manera que, ahora, si se aprueba la sugerencia del Senado, habría dos instancias: una, ante el propio organismo que resolvió y, la otra, ante el Consejo Superior de Educación.


En los incisos segundo y tercero del mismo artículo, el Senado reemplaza la expresión “el reclamo” por “la apelación”, para armonizarlos con el inciso primero, lo que nuestra Comisión propone acoger.


El Senado elimina el artículo 23, puesto que la Cámara aprobó que si la Comisión detectaba situaciones que infringieran la ley orgánica constitucional de Enseñanza, debía poner los antecedentes en conocimiento del Ministerio del Educación. 


Esta eliminación fue rechazada por la Comisión de Educación en votación dividida. La mayoría la estimó bien, y la minoría consideró que esta materia no es de competencia de la Comisión, sino del Ministerio. 


El artículo 24, aprobado por la Cámara, fue complementado por el Senado, proponiendo que las instituciones que deseen ser acreditadas, acompañen a la Comisión un informe de autoevaluación respecto de los cambios significativos que se produzcan en su estructura o funcionamiento. Ese informe no estaba contemplado en el texto que aprobó la Cámara de Diputados. La Comisión propone a la Sala aceptar la modificación del Senado.


En el título III, el Senado propone reemplazar el epígrafe “De la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado”, por “De la acreditación de carreras y programas de pregrado y posgrado”. La Comisión propone rechazar la modificación.


El Senado propone agregar un nuevo artículo 24, que fija los parámetros para evaluar a los acreditadores de carrera y programas de pre y posgrado. Estos son: el perfil de egreso de la respectiva carrera o programa, que fija la propia institución. El Senado establece que la definición del perfil de egreso deberá considerar el estado de desarrollo y actualización de los fundamentos científicos, disciplinarios o tecnológicos que subyacen en la formación que se propone entregar, y, por otra parte, las orientaciones fundamentales provenientes de la declaración de la misión y los propósitos y fines de la institución.


El segundo parámetro, que propone el Senado es determinar los recursos y procesos mínimos que permiten asegurar el cumplimiento del perfil de egreso definido para la respetiva carrera o programa. Es decir, no basta definir el perfil de egreso, sino cuáles van a ser los recursos para alcanzarlo y cuáles van a ser los procesos mínimos. 


La Comisión estimó que la propia institución no podía fijar su perfil, y limitarse a verificar si se cumple o no. La minoría, en cambio, estimó que en eso está en juego la autonomía universitaria y cada universidad tiene el legítimo derecho de fijar su propio objetivo y perfil.


La Comisión, en votación dividida, recomienda a la Sala rechazar este artículo.


Se propuso, por mayoría de votos, que este artículo vaya a comisión mixta.


El Senado propone eliminar el artículo 27 que aprobó la Cámara para que las agencias acreditadoras, en el cumplimiento de sus funciones, tomen conocimiento de que en una determinada carrera o programa se han producido situaciones que pueden ser constitutivas de alguna de las causales señaladas en los artículos 53, 63 y 70 de ley orgánica constitucional de Enseñanza -materia que probablemente nos va a ocupar algunos minutos de discusión- deberán poner estos antecedentes en conocimiento del Ministerio de Educación.


En votación dividida, la Comisión propone insistir en el texto de la Cámara y rechazar la supresión del Senado.


En el artículo 25, ex 28, referente a las apelaciones que hagan las instituciones de educación superior ante la Comisión por las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas, el Senado agregó un párrafo final que recomendamos aprobar.


La Comisión establece un plazo de treinta días, contado desde la presentación del recurso, para pronunciarse por resolución fundada.


El artículo 29, aprobado por la Cámara, fue eliminado por el Senado, y la Comisión, en votación dividida, propone mantenerlo. Establece que en los casos en que no exista ninguna agencia autorizada para acreditar carreras profesionales o técnicas o programas de pregrado en una determinada área del conocimiento, a solicitud de una institución de educación superior, corresponderá a la Comisión a desarrollar directamente tales procesos de acreditación. Para tal efecto, deberá dictar un reglamento que incluya los respectivos criterios de evaluación. 


La Cámara plantea la posibilidad de apelar de las decisiones de acreditación de la Comisión ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de treinta días. 


La eliminación de este artículo fue rechazado por nuestra Comisión, y en votación dividida, sugiere a la Sala insistir en el planteamiento original.


Para el nuevo artículo 26, agregado por el Senado, la Comisión, también en votación dividida, recomienda a la Sala rechazarlo y remitirlo a comisión mixta.


El citado artículo dispone que la acreditación de programas o carreras de pregrado y postgrado estará precedida de una autoevaluación que la institución solicitante pondrá a disposición de la agencia acreditadora antes de que ésta inicie su labor.


El Senado ha sustituido el artículo 30 por el siguiente, que ha pasado a ser artículo 27: “La acreditación en la que no tenga participación la Comisión, no comprometerá la responsabilidad de la misma.”

La Cámara establece que la acreditación efectuada por una agencia autorizada, en ningún caso comprometerá la responsabilidad de la Comisión.


El Senado es más amplio y la Comisión propone a la Sala, por unanimidad, acoger su propuesta.


En cuanto al artículo 28, ex 31, recomendamos a la Sala, por unanimidad, rechazar su inciso primero para hacer una adecuación formal. Dice relación con un comité ejecutivo de acreditación de pregrado y postgrado que, como ya se vió, no es ejecutivo sino consultivo.


Sugerimos a la Sala aprobar la redacción propuesta por el Senado al resto del artículo, desde la letra a) hasta la j). 


En el artículo 29, ex 32, el Senado propone agregar los programas de postgrado a las autorizaciones de agencias acreditadoras de carreras y programas de pregrado y que el reglamento determinará las condiciones y requisitos que deben cumplirse para el desarrollo de los procesos de autorización de dichas agencias. 


La Comisión recomienda a la Sala rechazar el inciso segundo, modificado por el Senado, porque, por unanimidad, estima que un reglamento de la Comisión para regular la autorización de agencias de acreditación de carreras y programas de postgrado, es muy delicado.


Los artículos 33 y 34, a través de los cuales Senado propone agregar los postgrados y, en el caso del plazo de la autorización, sugiere reducirlo de siete a cinco años, la Comisión propone rechazarlos y llevarlos a comisión mixta.


En la letra b) del artículo 33, ex 36, el Senado señala que las agencias acreditadoras, una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión, deberán acreditar carreras y programas de pregrado y agregar los de postgrado. 


Nuestra Comisión propone rechazar la extensión de las carreras y programas de postgrado que plantea el Senado.


En el artículo 35, ex 38, el Senado propone dos cambios que la Comisión sugiere a la Sala acoger. 


El primero es formal y hace referencia a un artículo; el segundo, a complementar el texto aprobado por la Cámara de Diputados, en el sentido de que, para los efectos de la aplicación de sanciones a una agencia acreditadora, la Comisión considerará especialmente los requisitos y condiciones de operación establecidos, así como de las obligaciones dispuestas en el artículo 36. Una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión, ésta debe levantar de inmediato la suspensión.


El artículo 36, ex 39, se refiere a tres aspectos de una misma materia. 


En su inciso primero, el Senado agrega que la agencia acreditadora podrá presentar sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles. Se agrega la palabra “hábiles” para dejar fuera los días festivos. Dicha modificación fue compartida por la Comisión. 


En el inciso segundo, el Senado sustituye el término “reclamar” por “apelar” ante el Consejo Superior de Educación. Asimismo, amplía de cinco a diez días el plazo para apelar.


Por último, el Senado faculta a la parte afectada para recurrir de protección ante los tribunales ordinarios de justicia.


Proponemos llevar a la comisión mixta este inciso segundo para estudiar una redacción que permita hacer efectivo el recurso de protección. Al respecto, la Corte Suprema dictó un auto acordado que restringe las garantías constitucionales respecto de las cuales se puede recurrir de protección y, además, estableció un plazo de quince días para hacerlo, desde que el derecho se ve afectado. Pero, muchas veces, la prueba en ese plazo resulta difícil de determinar. Entonces, ¿qué sentido tiene establecer la posibilidad de recurrir de protección si un auto acordado de la Corte Suprema restringe la posibilidad de presentar ese recurso? El 80 por ciento de los recursos de protección que se presentan ante las cortes de apelaciones son rechazados sin siquiera ser estudiados.


De manera que la Comisión pide, por unanimidad, que el inciso segundo del artículo 36 vaya a comisión mixta, con el objeto de estudiar una redacción -reitero- que haga aplicable el recurso de protección.


El inciso tercero, referido al lugar donde se paga la multa y al plazo, no se modificó.


En el artículo 37, ex 40, el Senado intercala la palabra “hábil”, entre las expresiones “quinto día” y “de aquel”. En consecuencia, las notiificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día hábil de aquel en que sean expedidas.


En el inciso primero del artículo 38, ex 41, el Senado precisa a qué programa de postgrado se refiere la acreditación que debe dar garantía de calidad de los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior aprobados por la Cámara. Dice que son los programas “correspondientes a magíster, doctorado y especialidades en el área de la salud y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación”.


La Comisión propone acoger la modificación del Senado.


En el artículo 40, ex 43, el Senado propone que si la institución lo prefiere, la Comisión -no sólo las agencias acreditadoras autorizadas, nacionales o extranjeras- podrá acreditar programas de postgrado.


En el inciso tercero, la Cámara aprobó el siguiente texto: “Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la agencia o Comisión no acreditará el respectivo programa”.


El Senado reemplaza el vocablo “aceptable” por el término “bueno”.


El Senado también modifica el inciso cuarto del artículo 40. La Cámara estableció que “La acreditación de programas de postgrado se extenderá por un plazo de hasta 6 años”. El Senado limita ese plazo únicamente a los programas de magíster. Respecto de los demás programas de postgrado, como el de doctorado, sugiere que la acreditación pueda ser por un plazo de diez años.


La Comisión está de acuerdo con la propuesta del Senado.


En lo que también hubo acuerdo unánime, pero para rechazar y, por lo tanto, llevar la materia a comisión mixta, fue en el último inciso agregado por el Senado a este artículo, que establece: “Las instituciones de educación superior podrán, en caso de rechazo de una solicitud de acreditación de un programa de postgrado, apelar ante el Consejo Superior de Educación...”. La Comisión está de acuerdo en esta parte, pero luego, el Senado añade: “Lo anterior, será sin perjuicio de la interposición del recurso de reposición ante la misma Comisión.” Entonces, la Comisión se pregunta: si el programa de postgrado se somete a una agencia acreditadora y no a la Comisión, ¿se puede reponer ante esa agencia? Le pareció que la respuesta es afirmativa; pero propone rechazar el inciso para hacer la adecuación correspondiente.


El Senado eliminó el artículo 44 de la Cámara que hace aplicable el procedimiento indicado anteriormente a los procesos de acreditación de los programas de especialidades en el área de salud. La Comisión coincide con ese criterio.


En el inciso primero del artículo 41, ex 45, que señala que corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones más relevantes que adopte en materias de su competencia y en la acreditación de programas de postgrado, el Senado propone suprimir la expresión “más relevantes”, de modo que la Comisión deba mantener un completo sistema de información pública de todas sus actuaciones; no sólo de las más relevantes.


Asimismo, el Senado sugiere agregar, luego de la palabra “pregrado”, la expresión “y postgrado”, modificación que, por unanimidad, nuestra Comisión propone acoger.


En relación con el artículo 43, ex 47, la Cámara aprobó: “Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de su División de Educación Superior o de la entidad que ésta determine, desarrollar y mantener un Sistema Nacional de Información de la Educación Superior.”.


El Senado propone suprimir la frase “o de la entidad que ésta determine”, de modo que sea la División de Educación Superior del Ministerio de Educación la que desarrolle y mantenga el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior. La Comisión recomienda, por unanimidad, acoger la modificación del Senado.


Respecto del artículo 53, que pasa a ser 49, el Senado aprueba los cambios formales que proponemos. Además, agrega un nuevo inciso, que expresa: “Será responsabilidad del Ministerio velar por el adecuado resguardo de la información acerca de los procesos de acreditación iniciados en virtud de este artículo hasta que se haya dictado la resolución definitiva y no queden recursos pendientes por parte de la entidad afectada.”. La Comisión propone acogerlo.


Los números 10, 11, 12 y 13 del citado artículo fueron objeto de cambios formales por el Senado, los que compartimos. 


Los números 24, 25 y 26 están referidos a una materia muy delicada, cual es la facultad del Ministerio de Educación para revocar el reconocimiento oficial a una institución que incurra en graves infracciones. La Cámara de Diputados aprobó que si existen irregularidades -éste también será un tema que va a ocupar parte de nuestra discusión en los próximos minutos- en una o más carreras o sedes de una universidad, el Ministerio podrá revocar el reconocimiento oficial de la carrera o sede afectada, subsistiendo la personalidad jurídica y el reconocimiento oficial de la institución. 


En el Senado se propuso rechazar dicha norma, pero no se logró el quórum necesario para ello. Sobre este punto hay posiciones encontradas, por lo que informaré sobre ambas.


Algunos se inclinan por insistir en lo que, en su momento, aprobó la Cámara de Diputados a propuesta del Ministerio de Educación, en el sentido de facultar a dicha cartera para revocar el reconocimiento oficial a una carrera o sede que haya incurrido en graves infracciones, porque no es justo cerrar toda la universidad si es sólo una carrera o una sede la afectada. 


Otros prefieren suprimir esa facultad, aduciendo que, de mantenerse, sería entrometerse en la autonomía universitaria. Agregan que los padres saben en qué carreras y en qué universidad matriculan a sus hijos. En contrapartida, los primeros señalaron que muchos estudiantes provienen de hogares muy sencillos, por lo que no cuentan con la debida información.


Como señalé, existen dos posiciones y la Sala deberá resolver esa discrepancia.


Reitero que el Senado no pudo rechazarlo por falta de quórum.


En cuanto a los artículos transitorios, en el 1º, el Senado hizo una adecuación formal y reemplazó el guarismo “7°” por “4°”. Respecto del 2º, que expresaba que corresponderá al Consejo Superior de Educación arbitrar las medidas conducentes para la puesta en marcha de la Comisión Nacional de Acreditación, lo eliminó en razón de la autonomía de que gozará.


En el artículo 3º transitorio, el Senado hizo adecuaciones de guarismos y de redacción.


Respecto del artículo 4º transitorio, que pasaría a ser 3º transitorio, la Comisión propone llevar su discusión a comisión mixta, pues en el texto de la Cámara de Diputados se alude al decreto Nº 55 y, en el del Senado, al decreto Nº 51, ambos de Educación, de 1999.


Asimismo, la Comisión propone llevar a comisión mixta la discusión del nuevo artículo 4º transitorio, anterior artículo 5º transitorio, para resolver la discrepancia entre ambas ramas. Ésta fue una propuesta del diputado Marco Enríquez-Ominami, a fin de resolver en qué situación quedarán las entidades en proceso de acreditación cuando se apruebe el proyecto y comience a regir la ley.


El artículo 6º transitorio, que expresaba que corresponderá a la Comisión Nacional de Acreditación desarrollar una propuesta para el establecimiento de un Sistema Nacional de Certificación y Habilitación Profesional, con participación de los distintos actores involucrados, para ser presentada al Presidente de la República dentro del plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de la ley, fue suprimido por el Senado. 


La Comisión, en votación dividida, propone rechazar esa propuesta del Senado y llevar su discusión a comisión mixta. 


He preparado un documento que agrupa los artículos modificados por el Senado y que la Comisión de Educación, por unanimidad, propone a la Sala acogerlos. También agrupo los artículos modificados por el Senado y que la Comisión de Educación, por unanimidad, propone a la Sala rechazarlos para que vayan a comisión mixta.


Un tercer grupo de artículos son los aprobados por la Comisión de Educación en votación dividida. Por lo tanto, queremos que esos artículos modificados por el Senado se voten en forma separada.


Por último, consigno en el documento aquel artículo, aprobado por la Cámara, que faculta al Ministerio de Educación para cerrar una sede o una carrera determinada y que fue rechazado por el Senado, pero sin lograr los dos tercios. Puse este artículo aparte, porque para aprobar el texto de la Cámara se requieren los dos tercios de los diputados en ejercicio.


Propongo que durante la discusión del proyecto se cite a reunión de Comités para ver qué artículos se votarán en conjunto y cuáles en forma separada.


He dicho. 


-La Mesa saluda a la delegación de parlamentarios de Indonesia y miembros del grupo de amistad indonesio-chileno, encabezada por el señor Athis Bughandi, y le desea mucho éxito en el programa que deberá cumplir en Chile.


El señor LEAL (Presidente).- ¿Habría acuerdo para autorizar el ingreso a la Sala del jefe de la División de Educación Superior, señor Julio Castro?


No hay acuerdo. 


Tiene la palabra el diputado señor Germán Verdugo.


El señor VERDUGO.- Señor Presidente, quiero referirme a algunas de las modificaciones propuestas por el Senado al texto aprobado por esta Cámara.


El Senado propone eliminar el Comité de Coordinación -artículos 3°, 4° y 5° del proyecto-, por cuanto considera innecesario establecerlo en la ley, dado que no tendría una función clara que cumplir. Al Comité le correspondería velar por la coordinación de los distintos organismos que componen el sistema. Pero ¿qué organismos? No se señalan expresamente en el proyecto.


Entiendo que el sistema lo componen la Comisión Nacional de Acreditación, los pares evaluadores y las agencias respectivas, y como la relación de estas instituciones está perfectamente regulada en la legislación, pareciera ser que no se justificaría establecer el Comité de Coordinación en la ley.


Pero aquí me asalta una duda, porque si hablamos de sistema, necesariamente debiéramos referirnos a los organismos que lo componen; desgraciadamente, el proyecto no los señala. 


Por otro lado, valoro la propuesta del Senado, en cuanto la autonomía que otorga al sistema, cuando señala que la Comisión de Acreditación, la que, desde mi punto de vista, se confunde con el sistema, tendrá personalidad jurídica y patrimonio propio y gozará de autonomía para su desempeño, aspecto que el proyecto original no consideró. Valoro el fortalecimiento de la autonomía de este sistema, que provoca cierto rechazo o temor en algunos sectores, porque el proyecto da garantías suficientes para su aplicación, lo que considero de extraordinaria importancia.


También celebro las modificaciones del Senado relativas a la independencia del sistema y a la forma cómo la garantiza, al señalar, de manera muy precisa y explícita las incompatibilidades e inhabilidades y las consecuencias que se derivan de las mismas. 


Eliminar la instancia burocrática del Comité Coordinador y fortalecer la autonomía e independencia del sistema me parecen aportes muy importantes del Senado.


Respecto de la forma de integrar el patrimonio de la Comisión, tengo algunas dudas. Los aportes, las transferencias, las subvenciones y las donaciones me parecen inconvenientes, por cuanto su independencia y autonomía podrían, de alguna forma, verse cuestionadas, lo que perjudicaría al sistema. Por lo tanto, la Sala debiera rechazar esta modalidad.


Por último, respecto de la facultad que se le estaría otorgando al ministerio para cerrar carreras o sedes, he llegado a la conclusión -no sé si equivocada o no- que no es conveniente, porque para resolver un mal estaríamos ocasionando otro, cual es dejar en la indefensión a los alumnos de esas carreras, porque el proyecto no les soluciona el problema.


En general, las modificaciones son un aporte sustantivo y mejoran la iniciativa, con las salvedades que he mencionado.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Silber.


El señor SILBER.- Señor Presidente, felicito al diputado informante por lo macizo y pormenorizado de su informe, que recoge fielmente los acuerdos adoptados por la Comisión de Educación.


Aprovecho esta oportunidad para proponer, en nombre de la bancada demócrata cristiana, que se vote y se apruebe la propuesta de la Comisión de Educación sobre las modificaciones del Senado en relación con el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


Hoy, de cada diez alumnos que estudian en distintos centros de educación superior, siete lo hacen por primera vez. El 70 por ciento del total de alumnos de educación superior estudia en centros de formación técnica, institutos profesionales o universidades privadas, lo cual demuestra que la educación superior ha cambiado de manera explosiva y diametralmente importante en los últimos años. Por ello, el proyecto es de vital importancia y de alta prioridad, pues crea un sistema que asegurará y velará por el cumplimiento de los estándares y condiciones con los cuales debe impartirse la educación superior no sólo en las universidades, sino también en los centros de formación técnica e institutos profesionales.


La Comisión de Educación recogió muchas de las propuestas del Senado, porque perfeccionan el proyecto desde el punto de vista de la técnica legislativa. No obstante, estimó que algunas desnaturalizan las ideas matrices de la iniciativa, que se orientan a la creación de la Comisión Nacional de Acreditación. Recordemos que dicho organismo será un ente autónomo, con patrimonio propio y personalidad jurídica de derecho público, lo cual garantizará a todas las instituciones de educación superior, públicas y privadas, que actuará con imparcialidad. El hecho de que sea un órgano absolutamente separado del gobierno de turno implica que no está en juego la libertad de enseñanza ni que existirán presiones hacia el sector privado. En ese sentido, se ha buscado dar transparencia y equidad al desempeño de ese importante organismo. 


Quiero referirme a algunos aspectos señalados en el informe entregado por el diputado Errázuriz.


El primero de ellos dice relación con atribuir facultades de coordinación a la Comisión Nacional de Acreditación. No podemos entender que dicha Comisión no se articule con el Ministerio de Educación o con otros entes que velan por la calidad de la educación. Por ello, el proyecto debe dotarla de facultades de coordinación y hacer posible que el jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación forme parte de ella. Si se estudia con precisión su composición, se comprobará que la participación del Ejecutivo en ella no es hegemónica, sino, por el contrario, bastante minoritaria. Por lo tanto, es importante asegurar que el Ejecutivo, que es el encargado de aplicar las políticas públicas en materia de educación, conforme esa Comisión.


El segundo se relaciona con la participación de representantes de los alumnos en la Comisión de Acreditación. Hubo disenso al respecto. Sin embargo, creo importante que se acoja la propuesta del Ejecutivo, de que a lo menos dos representantes de los alumnos, elegidos por ellos a través de sus federaciones estudiantiles, formen parte del diseño y del mecanismo de acreditación y aseguramiento de la calidad de educación superior, pues son los destinatarios de las políticas que se quiere implementar y, por ende, hay que hacer un acto de fe en nuestras instituciones. Cuando hablamos del respeto de los cuerpos intermedios y de la libertad de asociación, también debemos incluir la posibilidad de que integren órganos de esta naturaleza.


El tercero tiene que ver con reponer y confiar en el objetivo de la Comisión. El Senado de alguna manera desnaturalizó sus atribuciones al darle un montón de facultades que para nada competen a una institución sin fines de lucro, como la posibilidad de realizar prestaciones con terceros y donaciones. Aquí buscamos su transparencia e independencia. No debemos desnaturalizar esta institución, para lo cual debemos cuidar que su patrimonio esté compuesto sólo por aranceles y por los recursos que le asegure el presupuesto general de la nación. Por eso llamo a tener cuidado en este punto que el Senado quiso introducir.


El cuarto se refiere a la propuesta del Senado respecto de las facultades evaluadoras que le competen a este órgano independiente y con patrimonio propio. En esta materia, la sugerencia fue extremadamente prolija. Tenemos que determinar sus fines y objetivos, pero caer en el detalle es partir desconfiando de ese órgano que en su mayor parte lo conforman destacados docentes y profesionales de la educación, que son independientes, incluso del gobierno, a la hora de tomar decisiones. Por ello, extremar el detalle de sus facultades, sin que siquiera haya comenzado a funcionar, de alguna manera cercena el seguimiento que se puede hacer a la Comisión de Acreditación.


El quinto punto importante tiene que ver con la designación de los pares evaluadores para la acreditación de cada ente de educación superior, llámese centro de formación técnica, instituto o universidad.


El Senado quiso dar la posibilidad de elegir al propio centro de educación superior. Creo que eso le resta imparcialidad al sistema, más aún cuando lo apertrechamos con una suerte de tachas respecto de esos órganos, ya que una universidad o centro de formación técnica puede excusarse hasta por tres oportunidades de ser evaluado por determinado par evaluador. Además, si el centro de educación superior paga el proceso y tiene la posibilidad de elegir al par evaluador, es obvio que optará por el evaluador más feble o menos riguroso. Esto le resta imparcialidad al sistema, por lo que recalco la importancia de no otorgar esa facultad a la universidad o centro de formación técnica, sino que debemos establecer que la Comisión Nacional de Acreditación designe al ente llamado a evaluar.


El sexto punto se relaciona con la propuesta del Senado que quitó a la Comisión Nacional de Acreditación la obligación de denunciar al Ministerio de Educación cuando, como resultado del proceso de acreditación, concluya que la institución superior evaluada ha cometido eventuales anormalidades, irregularidades o faltas al orden público. Si eliminamos esta atribución de este órgano, que tiene una posición ventajosa en cuanto a que es un agente público transparente e independiente, que participa del proceso de evaluación y acreditación de las universidades, de los institutos profesionales y centros de formación técnica, estamos cercenando facultades que legítimamente le corresponden, más aún cuando hablamos de un interés macrosocial, como es la educación pública. Aquí no está en juego ser garantes de las universidades, de los centros de formación técnica o de los institutos profesionales, sino de los estudiantes y de los padres, quienes, con mucho esfuerzo, pagan los elevados aranceles. Hacia ellos debe apuntar la garantía, no hacia los establecimientos privados que operan en el sector.


Finalmente, en la Comisión se acordó proponer la creación de un sistema nacional de certificación y acreditación profesional. Debemos preocuparnos de las universidades, de los centros de formación técnica y de los institutos profesionales; y el siguiente paso deben ser los alumnos.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, estamos convencidos de que éste es un proyecto de extraordinaria importancia.


Como consecuencia de los resultados del Simce, todos hemos presenciado el debate que se suscitó en torno a la necesidad de avanzar en la calidad de la educación básica y media. Lo mismo sucederá cuando estudiemos el tema de la educación parvularia. En la educación superior esto es fundamental por varias razones, entre ellas, porque tiene que ver con el tipo de profesional o técnico que se está entregando a la sociedad y por la necesidad de transparentar un sistema, de tal manera que los estudiantes realicen la mejor elección. Además, porque la iniciativa está profundamente vinculada al proyecto de crédito con aval del Estado, que incorporó a los establecimientos privados de educación superior para ofrecer esta posibilidad de financiamiento.


Me parece que el Senado introdujo modificaciones positivas, como robustecer la Comisión Nacional de Acreditación, que será autónoma y con personalidad jurídica. También me parece importante que haya incorporado a los estudiantes a dicha Comisión.


Sin embargo, los cambios introducidos respecto de la acreditación podrían poner en jaque la aplicación del proyecto, pues con ellos se transforma a la entidad que busca ser acreditada en juez y parte, al pretender que sea ella misma la que elija al par evaluador. Es más, el hecho de que esa misma institución financie a los pares evaluadores, le resta transparencia, objetividad y credibilidad al proceso. Esta modificación no tiene mucho sentido, pues en la Cámara de Diputados se tomaron todos los resguardos para dar la máxima certeza de transparencia a las entidades que serán acreditadas.


Al respecto, debo recordar que el proyecto establece que la entidad de educación superior que pide ser acreditada puede vetar hasta por tres veces a los pares evaluadores designados por la Comisión Nacional de Acreditación. Adicionalmente, si los rechazaba por tercera vez, pasaba al Consejo Superior de Educación.


Por lo tanto, éste es un tema central, por lo que debemos rechazar la modificación del Senado, al igual que otras, para que sean discutidas en comisión mixta, porque aquí está en juego el leit motiv del proyecto de ley y se está poniendo en jaque la credibilidad, transparencia y objetividad del proceso de acreditación.


Respecto de la composición de la Comisión Nacional de Acreditación, si bien valoré que el Senado incorporara a dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas que se encuentren dentro del 5 por ciento de los estudiantes de mejor rendimiento de su generación, elegidos por las federaciones de estudiantes, no estoy de acuerdo con que se elimine al jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación. 


La Comisión Nacional de Acreditación es autónoma y, por el rol que tiene el Poder Ejecutivo, es importante que la integre; pero el Senado sacó al Ejecutivo de dicha Comisión. No sé por qué en el ámbito de la educación algunos le tienen tanto miedo al Estado. 


A mi juicio, esa modificación también debe rechazarse y enviarse a comisión mixta.


Finalmente -éste es un tema que, a la larga, será muy malo para las universidades, los centros de formación técnica y los institutos profesionales-, el Senado eliminó algunos artículos que tenían relación con la posibilidad de que el Ministerio de Educación cerrara una carrera o una sede infractora. El tema no es menor, porque puede darse el caso de que una institución, una sede o una carrera determinada tenga serios problemas para su acreditación. En ese caso, al quitar esa posibilidad de sanción parcial por parte del Ministerio de Educación, se obliga a la Comisión de Acreditación, a cerrar la institución completa. Ello no tiene sentido, no es práctico ni justo. A mi juicio, ésas son algunas materias importantes. 


El Senado introdujo modificaciones que robustecen a la Comisión, que mejoran la participación, etcétera, pero eliminó temas muy relevantes.


En dos años se presentaron 800 indicaciones en el Senado. Me quedo con el punto central: no es posible que la entidad a ser acreditada se transforme en juez y parte; no es posible que sea la que financie y, además, elija a los pares evaluadores. 


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, quiero dar cuenta -como lo hizo en su informe el diputado Errázuriz- del debate y la revisión acuciosa de las modificaciones del Senado.


Las diferencias expresadas en la Comisión de Educación tienen que ver con las distintas visiones que planteamos para mejorar la educación superior en Chile. 


En términos generales, estamos convencidos de que la educación no es una materia que se pueda dejar al arbitrio de las leyes del mercado, lo que ha sido una de las razones por las cuales la educación superior se ha convertido en un espacio de oferta y demanda sin una regulación adecuada que garantice calidad. 


Con las modificaciones introducidas por el Senado, el proyecto sobre aseguramiento de la calidad de la educación superior pierde su sentido debido a la eliminación de algunos artículos, que restituimos en la Comisión, como lo expresó el diputado informante.


Es importante contar con un sistema nacional que garantice a todos los protagonistas de la educación superior -los estudiantes, sobre todo los educadores, y sus familias- la promoción y verificación de la calidad de la educación en universidades, institutos profesionales, centros de formación técnica autónomos y de sus carreras y programas de pre y postgrado. 


En consecuencia, proponemos enviar el proyecto a comisión mixta, para que se repongan definitivamente los artículos que permiten que el proyecto de acreditación cumpla la función requerida y no se desnaturalice. 


Quiero revisar sólo dos aspectos. Respecto del título “Del Comité de Coordinación”, el Senado eliminó los artículos 3°, 4° y 5°. 


Con dicha eliminación se termina con la función principal de este proyecto, pues el artículo 3° de la Cámara señala que el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por el vicepresidente del Consejo Superior de Educación, el presidente de la Comisión Nacional de Acreditación y el jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación. Todos esos académicos, profesionales quedan eliminados de intervenir en este aseguramiento de la educación. Por lo tanto, no serviría de nada aprobar un proyecto sin esa participación. Estamos ante una gran contradicción.


Por otra parte, en el Senado a la letra g) del artículo 7°, elimina al jefe de la División de Educación del Ministerio de Educación.


Como señaló el diputado Rossi, existe temor de que haya representación de personas técnicamente formadas y probadas del Ministerio de Educación en la Comisión Nacional de Acreditación, en la cual habrá representantes de universidades, docentes y académicos de la Conicyt. O sea, se garantiza una autonomía regulada para que no surjan los problemas que hemos advertido en la educación superior y que tanto nos preocupan.

En nuestra opinión, las diferencias de fondo dicen relación con que hay una autonomía garantizada, además del objetivo mayor del proyecto, cual es una mejor calidad de la educación superior. La UDI, por ejemplo, defiende la evaluación interna de acuerdo con los propósitos de las instituciones. ¿Cómo vamos a garantizar una mejora de los estándares nacionales e internacionales dentro del actual mundo globalizado, si cada uno se evalúa a su arbitrio?


Ahí están las respuestas que debemos dar en la comisión mixta. Debemos ser capaces de volver al proyecto en la forma en que se votó en la Cámara de Diputados, cuyos artículos fueron incorporados para garantizar lo que todos andamos buscando: mejor calidad de la educación superior en Chile.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra la ministra Paulina Veloso.


La señora VELOSO, doña Paulina (ministra secretaria general de la Presidencia).- Señor Presidente, el ministro de Educación me ha solicitado intervenir en la Cámara de Diputados para expresar la opinión del Gobierno en el tercer trámite constitucional del proyecto sobre aseguramiento de la calidad de la educación superior.


En vista de que la iniciativa ha sido largamente debatida en el Congreso, sólo me cabe hacer algunas formulaciones generales.


En primer lugar, quiero subrayar que en Chile estamos frente a un serio problema, porque no se ha establecido ningún método que permita asegurar el mejoramiento interno de las universidades en la calidad de la educación. Tampoco existe un sistema adecuado de información para los padres, los alumnos y la sociedad respecto de las universidades que se encuentran en los niveles adecuados para cumplir las funciones propuestas. No sólo es un grave problema para el país, sino también para el intercambio entre universidades chilenas y extranjeras y entre los propios alumnos, que, como sabemos, tienen cada día más la intención, los medios y las posibilidades para realizar intercambios estudiantiles y terminar sus estudios superiores en planteles universitarios extranjeros. Éste es uno de los principales problemas que se observan en el área científica. 

Por eso, una de las primeras carreras universitarias que impulsó el proceso de acreditación en Chile fue medicina, porque los profesores de las facultades que la imparten no tenían la posibilidad de adquirir fondos de universidades extranjeras en la medida en que no existiera un proceso que, desde el extranjero, les permitiera tener seguridad sobre el nivel académico de determinada universidad. No quiero ahondar en eso, pero desde el ámbito universitario se observa como un grave problema.


En segundo lugar, esta propuesta -quisiera volver a un tema original- se empezó a trabajar en la Comisión de Acreditación Universitaria, creada por decreto en el gobierno del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle. Allí, trabajaron ad honorem representantes del ámbito universitario -distinguidos académicos, varios de ellos rectores o candidatos a dicho cargo- y del Congreso Nacional, porque hasta hoy participa, entre otros, el ex senador Eugenio Cantuarias.


A la Comisión se le plantearon dos requerimientos: Primero, elaborar un proyecto que planteara este tema, el que, con las modificaciones que le introdujo el Ministerio de Educación, la Cámara de Diputados está discutiendo.


Segundo -tema muy importante-, elaborar un proceso voluntario de acreditación universitaria, que se inició de manera muy modesta, tímida, porque no se sabía, hasta ese momento, cuál era el ánimo de las universidades para someterse a esta acreditación de manera voluntaria.


Todas las universidades, tanto las del Consejo de Rectores como las privadas, se han presentado voluntariamente al proceso de acreditación, y puedo asegurar que el proceso ha sido extraordinario por los distintos aspectos que están planteados en el proyecto. En este proceso -reitero- han participado universidades públicas y privadas.


Asimismo, quiero plantear los principios que están detrás del proyecto y que han formado parte de la discusión central en el Senado y en la Cámara de Diputados. Por una parte, se intentó respetar la libertad de enseñanza y la autonomía universitaria. Las universidades deben ser evaluadas en función de sus objetivos, de sus propuestas, porque hay algunas que se plantean de manera más compleja que otras. Se ha tratado de cautelar ese principio, pero también el de responsabilidad del Estado, de la sociedad, y de las propias universidades, en cuanto a que lo que ofrecen a la sociedad y a sus alumnos sea real. Por ejemplo, las carreras deben cumplir con sus objetivos, a fin de que los estudiantes no se encuentren al término de la carrera, o en la mitad de ella, con que lo propuesto no tiene nada que ver con esos objetivos.


Es muy importante para un país en vías de desarrollo contar con un sistema universitario que asegure la calidad, para que quienes postulen, efectivamente puedan obtener lo que se les ha ofrecido.


Otro principio presente es la transparencia. Por eso es tan importante la información. Hoy, la información que se entrega a través de revistas no especializadas no permite comparar a las universidades. Por ejemplo, una universidad señala que el último alumno que ingresó a la carrera de medicina lo hizo con 715 puntos, pero otra puede decir que su puntaje más bajo fue 730 puntos. Esos puntajes no son comparables, pues en muchos casos los postulantes obtienen un puntaje agregado porque son de la región de la universidad o porque la eligieron como primera opción. La verdad es que no hay cómo comparar esos índices de medición.


Por otra parte, hay que agregar el hecho de que las universidades, en su conjunto, gastan mucho más en publicidad que varios ámbitos del comercio, lo que hace muy difícil que los padres, alumnos y aquellos que quieren hacer intercambio científico puedan medir realmente los distintos índices que muestra la calidad de una universidad. 


Por eso, entonces, el sistema universitario tiende a la transparencia, que es fundamental no sólo en el comercio, sino que es muy importante también en el medio universitario.


En definitiva, estimamos que la experiencia realizada es altamente positiva y que el proyecto de ley la recoge; se atiende a objetivos importantes, que entendemos compartidos por amplios sectores de la ciudadanía y también por la Cámara de Diputados. 


Por ello, estamos más de acuerdo con la iniciativa que originalmente aprobó la Cámara de Diputados. De ahí que pensamos que es un buen resorte jurídico resolver las diferencias suscitadas entre la Cámara de Diputados y el Senado en una comisión mixta. Nos parece pertinente que las modificaciones que la Comisión de Educación recomienda rechazar puedan ser resueltas en esa instancia legislativa. 


En la discusión se ha planteado si es necesaria o no la evaluación externa y sus características. Hasta el momento, las universidades han funcionado voluntariamente con una evaluación interna, muy provechosa e importante, mucho más de lo que se ve probablemente desde afuera, dado que les permite mejorar sus sistemas y procesos. La evaluación externa, desde luego, no puede hacerse sobre la base de que las propias universidades elijan a las personas que las avalúan, en un mercado -llamémosle así- tan amplio como el que existe actualmente. 


Pero, en definitiva, estimamos que la evaluación interna y la evaluación externa -que conjugan ciertos estándares de calidad que las propias universidades fijan y, a su vez, miden la forma en que resuelven lo que han propuesto en sus objetivos y en sus planteamientos de propósitos generales-, constituyen el mejor procedimiento para asegurar, no necesariamente la calidad de la educación de un establecimiento en ese minuto, sino que efectivamente mejore la calidad del sistema universitario chileno, que es finalmente el gran propósito del proyecto. 


He dicho. 


El señor LEAL (Presidente).- Gracias, señora ministra. 


Señores diputados, hay varios inscritos para hacer uso de la palabra y el Orden del Día termina a las 13.15. Posteriormente, tenemos que considerar el proyecto que renueva la vigencia de la ley Nº 20.049, que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, con urgencia calificada de discusión inmediata. Por lo tanto, propongo a la Sala extender el Orden del Día hasta las 14 horas. 


¿Habría acuerdo? 


Acordado. 


Tiene la palabra el diputado Sergio Correa. 


El señor CORREA.- Señor Presidente, sin duda el proyecto en análisis, en tercer trámite constitucional, tiene una tremenda importancia porque dice relación con nuestra educación superior y con el desarrollo social y económico del país, por su impacto en la productividad y la competitividad de la mano de obra. Se refleja en numerosas cosas, por ejemplo, en la equidad de la promoción de los alumnos. En el desarrollo de una ciudadanía moderna es importantísimo que la calidad de la educación sea preocupación de las autoridades. 


Rechazamos algunos aspecto de este proyecto -que lleva casi dos años en el Congreso, que se analizó en la Comisión de Educación de la Cámara durante los años 2003 y 2004- porque estimamos que la acreditación que se proponía se estaba ligando, de alguna manera, al tema del financiamiento, lo que consideramos inadecuado porque se producía una especie de chantaje al relacionar directamente el financiamiento de las universidades, de los institutos superiores y de los centros de formación técnica con el otorgamiento de la acreditación.


También consideramos necesario aclarar qué se entiende por calidad de la educación superior, porque resulta altamente inconveniente que se diseñe toda una institucionalidad orientada a garantizar la calidad de la educación, sin definirla. 


Al respecto, nos parece que el concepto de calidad debería estar ligado tanto a los procesos que desarrollan las instituciones como a sus resultados.


Es importante poner énfasis en el grado de adecuación de los egresados a los perfiles establecidos por las universidades. Es decir, para la educación del siglo XXI la calidad tiene que estar en directa relación con los conceptos de competencias laborales, “empleabilidad”, eficiencia económica, competencia técnica, etcétera.


Por eso, en la Comisión de Educación rechazamos algunos artículos y aprobamos otros. Ahora, el Senado ha introducido una serie de modificaciones, algunas van en el camino correcto y otras no, lo que se reflejará en la votación.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el honorable diputado René Aedo.


El señor AEDO.- Señor Presidente, hoy me referiré a la educación superior por considerar que se trata de un tema de vital importancia tanto para el desarrollo de nuestro país como también para la misma educación.


En este proyecto, por primera vez, se permite realizar en la educación superior un proceso de acreditación de las universidades que permitan verificar con calidad las posibilidades de que puedan efectuar las labores de educación pertinente.


En nuestro país las universidades se han desarrollado ampliamente, fenómeno que ha permitido la existencia de una masa crítica de profesionales que ha ido en directo beneficio del desarrollo de Chile.


Lo anterior ha sido gracias a la autonomía de las universidades para impartir diferentes carreras, sin restricción del Estado o las autoridades.


A mi juicio, la acreditación de las universidades por sus pares, es la que mejor puede llevarse a cabo.


Pero uno de los aspectos importantes en la educación superior es la competitividad, que nos permite tener universidades cada día mejores. Dicha competitividad se expresa en la matrícula y en el establecimiento donde ingresan los alumnos más destacados. Para que esta competitividad sea efectiva, es necesario que sea informada. En este sentido, la acreditación de las universidades es un aspecto muy importante, porque permite una real competencia.


Creo que la acreditación tiene que ser voluntaria, porque de otra forma se podría llegar a acciones coercitivas que podrían ser manejadas políticamente o por intereses corporativos. Por eso es muy beneficiosa la decisión de realizar una acreditación en estas condiciones.


Lo que más me preocupa es la facultad que pudieran tener las autoridades para cerrar carreras. Hoy se permite cerrar universidades cuando hay razones fundadas y argumentos suficientes, como ya se ha hecho, pero no es posible que también exista esta misma facultad respecto de las carreras, pues eso afecta gravemente la autonomía de las universidades y la libre competencia. Además, es innecesario porque es suficiente con la información y acreditación, lo que permitirá a los alumnos elegir libremente la carrera y la universidad que desean.


En definitiva, al facultar a las autoridades para cerrar carreras se haría un grave daño al futuro de la educación superior.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Carolina Tohá.


La señora TOHÁ (doña Carolina).- Señor Presidente, estamos llegando a la fase final de la tramitación de este proyecto complejísimo, que aborda una materia respecto de la cual nos ha costado tanto lograr acuerdos y avanzar.


La Cámara discutió alrededor de un año la propuesta original del Ejecutivo. Se modificó sustantivamente y sobre esa base se llegó a acuerdo entre quienes respaldamos al Gobierno y parte importante de la Oposición. Eso le dio sustento a un proyecto coherente, que fue enviado al Senado.


Lamentablemente, allí no se mantuvieron las condiciones básicas de ese acuerdo. Se rediscutió todo, se partió de cero. Se mejoró el proyecto en algunos aspectos, pero en muchos otros se debilitó, incluso se desarticuló bastante. Volver la discusión a fojas cero, no sobre la base de un acuerdo, sino de la iniciativa múltiple de los senadores -ochocientas indicaciones- hizo perder la coherencia del proyecto, pues ciertas cosas se aprobaron en algunos artículos y en otros se rechazaron. En definitiva, hoy tenemos no sólo un sistema distinto al acordado en la Cámara, sino, además, con bastante incoherencias.


No obstante, tiene algunas fortalezas. La más importante es que, desde el punto de vista institucional, se vitalizan las distintas instancias a cargo de llevar adelante este procedimiento. Eso es positivo y, en general, en la Comisión estuvimos por respaldar ese aspecto para que no fuera a comisión mixta.


Sin embargo, estamos por rechazar lo sustantivo de los cambios introducidos por el Senado al procedimiento de acreditación, por las siguientes razones:


En primer lugar, el Senado propone eliminar la instancia de coordinación entre las distintas partes que componen nuestro sistema de educación superior, la que nos parecía muy importante. En esta instancia, se coordinarían el jefe de la División de Educación Superior del Ministerio, el presidente de la Comisión de Acreditación y el vicepresidente del Consejo Superior de Educación.


Esto busca hacernos cargo de algo que muchas veces hemos dicho en esta Sala: criterios comunes o, al menos, el intercambio de información periódica entre las distintas autoridades y organismos que dicen relación con una actividad del país, en este caso, con la educación superior.


Es bastante incomprensible la eliminación de esta instancia. Por eso, proponemos rechazar esa modificación del Senado.


En segundo lugar, proponemos recuperar la participación del jefe de la División de Educación Superior en la Comisión de Acreditación.


Es esencial que en una instancia compuesta sustantivamente por personas que representan el sistema de la educación superior, es decir, por académicos designados por los rectores, tanto de las universidades estatales como de las privadas, con o sin aporte público, de los institutos profesionales y de los centros de formación técnica, haya al menos un miembro que sea representante de las políticas del gobierno de Chile en materia de educación superior. Esta persona debe tener voz y hacerse parte de las decisiones que se tomen en dicha Comisión.


Nos parece grave eliminar su participación en esa instancia, por lo cual proponemos el rechazo de esa modificación.


También nos parece bastante incomprensible la modificación del Senado a la definición de la acreditación institucional. En la Cámara, precisamente, debido a la existencia de desconfianzas respecto de los criterios para establecer esta acreditación institucional, avanzamos en una definición que fuera compartida por todos. Pero el Senado fue más allá, Hizo una enumeración taxativa de las cosas que se pueden considerar en la acreditación institucional y de las que no se pueden, lo cual equivale a que en el proyecto de ley de la educación docente hubiéramos puesto cada uno de los puntos del marco de la buena enseñanza, que es, en el fondo, la evaluación que se hace de los docentes. Al contrario, en ese proyecto, del cual los profesores desconfiaban y tenían sobrada razón para decir que no les gustaría ser evaluados el día de mañana por una cosa u otra, le entregamos a un órgano competente, el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, Cpeip, en este caso, donde el marco de la buena enseñanza, elaborado con criterios técnicos y de acuerdo con la experiencia de otros países, pudiera ser revisado, modificado y perfeccionado periódicamente, para evitar que eso quedara estancado por dos años en ambas Cámaras del Congreso Nacional, como ha sucedido con esta iniciativa. 


En la acreditación de la educación superior, tema tanto o más complejo que la evaluación en la educación docente, se pretende dejar enumerado en la ley, de manera taxativa, lo que se puede considerar o no en la acreditación institucional.


Nos parece incomprensible que exista esta desconfianza, sobre todo, porque le estamos entregando a la Comisión Nacional de Acreditación la posibilidad de revisar y acordar estas pautas, la cual está integrada por representantes de rectores, de directores de los, Centros de Formación Técnica, CFT, y por académicos de alto nivel. ¿Por qué podríamos pensar que ahí se fijarán pautas arbitrarias y abusivas o que pasarán a llevar a una u otra institución? 


En tercer lugar, el Senado modificó el mecanismo para designar los acreditadores, pasando a llevar el acuerdo que con tanta dificultad logramos en la Cámara de Diputados respecto de la acreditación institucional, que es como la madre de las acreditaciones, dado que siempre hay que pasar por ella para postular a las demás.


El proyecto original contenía una fórmula que esta Corporación modificó complementamente, atendiendo las dudas, las desconfianzas y los temores que tenían al respecto las universidades y los organismos de educación superior que serán acreditados. Se llegó a un acuerdo en el sentido de que la acreditación institucional se podría hacer por pares evaluadores o por agencias acreditadas, pero con la siguiente modalidad. Si eran pares evaluadores, la Comisión de Acreditación propondría los nombres y la institución acreditada los podría vetar hasta tres veces. Si a la tercera vez a la institución no le gustaban los nombres, resolvería el Consejo Superior de Educación.


Esta propuesta, acordada en la Cámara de Diputados, que garantiza a las instituciones que nunca serán acreditadas por una persona que nos les inspira confianza o que sienten animadversión contra la universidad, CFT o instituto, según sea de que se trate, fue modificada en el Senado donde se puso que, simplemente, la institución a ser acreditada deberá designar los pares evaluadores, o la agencia de acreditación institucional, si así lo prefiere. Esto de nuevo, comparado con el sistema de evaluación docente, es como decir a los profesores que ellos designarán a los colegas que los evaluarán.


Quisiera entender el criterio de la Oposición, porque francamente no lo comprendo. ¿Qué hubiera sucedido en esta Sala o qué risas hubiera provocado si hubiéramos dicho que los profesores tienen que elegir qué profesor los va a evaluar? ¿Para alguien habría tenido alguna credibilidad? Habrían preguntado si se trata de un sistema de evaluación o es sólo maquillaje. 


Hay que buscar un mecanismo que permita al acreditado plantear sus dudas cuando siente que le están asignando un ente que no le inspira confianza, pero lo que no es posible es pasar a un sistema en que cada uno se acredita por quien quiere, porque sólo vamos a lograr una acreditación a la medida de los interesados, es decir, de las instituciones de educación superior.


En cuarto lugar, en el proyecto incluimos una cosa que aun cuando es menor, se considera importante, atendidos los problemas que hay en nuestra educación superior. En todo este proceso de acreditación, dado que los pares, las agencias o la misma Comisión tendrán la posibilidad de conocer por dentro a las instituciones, cada vez que descubran irregularidades y faltas a la ley, se lo hagan saber al Ministerio de Educación. No podemos pedir a los pares evaluadores ni a las agencias que estén preocupadas, además, de perseguir las faltas a la ley, pero si las identifican, que se las hagan saber al ministerio para iniciar las acciones que correspondan. 


El Senado eliminó esta disposición, pero hemos propuesto su reposición.


La Comisión escuchó la opinión de académicos, rectores, estudiantes y representantes de instituciones que elaboran estudios sobre el sistema de educación superior, lo que permitió aclarar que el Ministerio de Educación tiene la facultad de cerrar las universidades que presenten irregularidades en una carrera o sede. Al respecto, la Cámara propuso que cuando haya dificultades en alguna de ellas se faculte al Ministerio para cerrar la carrera o sede pertinente, sin necesidad de cerrar la universidad.

Normalmente, quien puede lo más, puede lo menos, pero en este caso no es así. Curiosamente, esta disposición se eliminó en el Senado, de manera que hemos propuesto su reposición.


Por último, la Cámara mandató a la Comisión para proponer un sistema de certificación de acreditación profesional en un plazo de dos años. El Senado eliminó esa disposición, de manera que pediremos su reposición, porque es muy importante, dado que es la pieza que falta para ponernos a nivel con la legislación internacional en esta materia.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, me referiré a un aspecto del proyecto que considero muy importante y que probablemente pueda ser quizás uno de los más controvertidos.


En el artículo 53, de la ley orgánica de Enseñanza, la Cámara de Diputados agregó el siguiente inciso tercero: “En los casos en que la causal respectiva -de irregularidad o mal funcionamiento- se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de una determinada universidad, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo la personalidad jurídica y el reconocimiento oficial de la institución”.


El Senado estuvo por rechazar dicho texto, pero no se reunió el quórum necesario.


He dedicado casi mi vida entera a la docencia universitaria, desde que tenía 20 años. Estudié derecho y periodismo en la Universidad Católica. Actualmente, en Santiago, soy profesor en la Universidad Gabriela Mistral; en Temuco, en la Universidad Autónoma del Sur, y en Valdivia, en la Universidad Austral de Chile.


¿Por qué soy partidario de votar favorablemente lo que aprobó la Cámara de Diputados?


Hace algún tiempo la Universidad Arturo Prat, de Iquique, abrió la carrera de derecho en Temuco, cuyos cursos se impartieron en forma tan deficiente que finalmente la carrera tuvo que cerrarse y los alumnos fueron a dar a distintas universidades, algunos de los cuales recibí en la Universidad Autónoma.


Se ha señalado que los padres conocen la calidad de los establecimientos de educación superior en los que colocan a sus hijos. Tal vez hace veinte o treinta años era así, pero hoy, cuando son muchas las familias que con enorme esfuerzo logran que sus hijos puedan continuar estudios superiores -lo que es muy positivo-, sólo se fijan en el costo de la universidad y en quiénes son los profesores.


Soy partidario de la economía social de mercado, pero me pregunto si podemos dejar que el mercado regule, por ejemplo, dejando que un joven de familia modesta ingrese a estudiar una carrera que se imparte de manera deficiente, y después de uno, dos o tres años, se de cuenta que esa carrera no satisface sus expectativas o simplemente no puede seguir en ella. ¿Podemos simplemente decir?: “¡Bueno, mala suerte para él!” ¿Podemos hacer eso? 


El asunto es extraordinariamente delicado, porque lo más probable es que si el Ministerio hubiera tenido la facultad de cerrar esa carrera de derecho en Victoria, no se habría esperado todo ese tiempo, y a los alumnos no se les habría causado daño. 


Por ejemplo, la Universidad Federico Santa María tiene una excelente sede en Rancagua, a la cual asisten muchachos a estudiar los dos primeros años de una carrera. Si les gustó la carrera y se habituaron, continúan sus estudios en Valparaíso. Si les fue mal, tienen un costo menor que el que habrían tenido si hubieran estado en Valparaíso desde el primer año. 


Esta norma es buena, porque el proyecto que aprobó la Cámara señala: “si concurren las causales...”.


El Ministerio de Educación no puede cerrar una facultad o una sede en forma arbitraria: tienen que concurrir las causales. Si la universidad considera que no concurren las causales, puede recurrir a los tribunales de justicia. 


Pero alguien me señalaba hace unos días que si el Ministerio de Educación anuncia que va a cerrar una carrera, esa universidad va a quedar en un ala y la gente no va a seguir estudiando en ella. Pero sucede que si el Ministerio de Educación persigue a una universidad o a una carrera en forma arbitraria, y los tribunales de justicia no le dan la razón, la indemnización de perjuicios que va a tener que pagar a la universidad afectada y el descrédito van a ser tremendos. 


No creo que el Ministerio de Educación, en forma arbitraria, ilegal, injusta o ilegítima, cierre una carrera o una sede sólo porque no le gustó. Muchas sedes funcionan bien y no tienen ningún problema; otras, lamentablemente, funcionan mal. 


Es bueno que el Ministerio de Educación, si concurren las causales legales pertinentes, tenga la facultad de cerrar una sede o una carrera, subsistiendo la personalidad jurídica de esa universidad.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor José Antonio Kast.


El señor KAST.- Señor Presidente, este proyecto lleva un par de años en esta Cámara. Si hubiese tenido las prioridades que solicitamos en algún momento, no habríamos tenido que enfrentar todos los problemas que sufrieron los jóvenes con la asignación de créditos.


Debemos recordar que esta iniciativa estaba amarrada con el proyecto de financiamiento, que incluía al Estado como aval de los estudiantes. Todo eso se habría evitado con nuestra propuesta inicial.


Me voy a remitir a lo planteado por el diputado Germán Verdugo en su intervención y que nos interpreta casi por completo. 


Discrepo de lo señalado por mi colega Maximiano Errázuriz, con quien en la Comisión concordamos en casi todas las votaciones, salvo respecto de la facultad que se otorgaría eventualmente al Ministerio de Educación para cerrar carreras. 


¿Por qué discrepamos en este punto? Porque no confiamos en el Ministerio de Educación, ni en su independencia para ejercer el poder con una facultad tan grande. La facultad que hoy tiene el Ministerio de Educación le permite llamar al orden a las universidades que lo hacen mal. Casi todas las universidades reciben del Estado un aporte fiscal directo, que no deja de ser importante. En concreto, la Universidad Arturo Prat, de Iquique, recibe este aporte. Además, existe una norma que señala que se puede restringir ese aporte año a año. No se puede eliminar por completo, pero cada año se puede restringir. 


Si el Ministerio de Educación hubiese tenido la valentía de decir tal universidad lo están haciendo mal, todos lo sabríamos. Además, como son universidades que pertenecen al Consejo de Rectores, habrían enmendado el rumbo hace mucho tiempo. 


Ahí está la facultad del Ministerio de Educación para intervenir ante la mala gestión académica de esas universidades. Eso se puede hacer y está en la ley; de manera que el Ministerio no requiere una facultad adicional, a nuestro juicio, demasiado peligrosa, para ir cerrando universidades, carrera tras carrera.


¿Y por qué no confiamos? Porque en la Comisión de Educación algunos diputados manifestaron que algunas distinguidas universidades no eran tales y que impartían carreras que a ellos no les gustaban. Sin ir más lejos, la directora de Educación Superior del Ministerio de Educación, Pilar Armanet, se refirió a una prestigiosa universidad, diciendo que no era tal. Eso es lo que han dicho en el Ministerio respecto de una universidad que ha invertido y que ha sido, lejos, una de las mejores, incluso, en la carrera de medicina, cuyos alumnos obtienen mejores resultados que los de la Universidad de Chile. Me refiero a la Universidad de Los Andes, a la que ella denostó públicamente.


Ese es nuestro temor; que igual que la señora Pilar Armanet, alguien vuelva a decir que va a cerrar, carrera tras carrera, una universidad, porque no le satisface la educación superior que imparte, no obstante ser una institución de reconocido prestigio, cuyos alumnos de medicina obtienen mejores resultados que los de las universidades del Consejo de Rectores en los exámenes nacionales.


Por lo tanto, en este punto concreto, creemos que es una facultad que extralimitaría el poder del Ministerio de Educación, razón por la cual no corresponde que la tenga.


Respecto de lo demás, creemos que durante su tramitación, el proyecto ha sido mejorado considerablemente. Cuando se votó la idea de legislar, dijimos que era un mal proyecto, que era absolutamente estatista, porque todos los miembros de la Comisión eran nombrados por el Presidente de la República, y nos parecía que no debía ser así. Esto se ha mejorado ostensiblemente, puesto que ahora son designados por las agrupaciones pertinentes, y al Presidente de la República le corresponde designar sólo a un miembro, lo que nos parece correcto.


El proyecto ha mejorado. En términos generales, vamos a aprobar una serie de artículos que vienen del Senado, y hemos pedido votación separada para otros tantos que nos parece que deben corregirse.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Cerrado el debate.


Se insertarán las intervenciones del diputado señor Rosauro Martínez y de la diputada señora Marta Isasi.


-Las intervenciones son del siguiente tenor:


El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, estamos llegando a la etapa final de un trabajo que ha sido intenso, lleno de ideas y propuestas destinadas a encontrar el mejor sistema que nos garantice una educación superior de calidad, que por cierto, más allá de las visiones que cada colega tiene, atraviesa, en mi opinión, por momentos complejos que nos van a exigir, como país, una mirada más profunda a lo que está ocurriendo, y no solo respecto de la educación terciaria, sino que del conjunto de la educación chilena. Las cifras e indicadores están a la vista. Podemos extraer diferentes conclusiones de ellas, pero en un aspecto coincidiremos: Hay problemas muy serios de calidad y también de pertinencia.


Personalmente me interesa mucho el tema de la educación técnico profesional, que es vital para nuestro desarrollo y no lo estamos haciendo. No ha crecido ni en cantidad, calidad y pertinencia. Desde esta perspectiva podríamos sacar innumerables conclusiones. Solo digo que hay que estudiar en profundidad y con visión de Estado lo que necesitamos en el conjunto del sistema educacional chileno, fundamentalmente desde la enseñanza media. Y esto hay que hacerlo urgente. Ojala la actual administración asuma el desafío de convocar al país a este debate: Su importancia está fuera de toda discusión. El economista Robert Barro, expresa, con sabiduría, que el crecimiento de los países está vinculado, en el fondo, con la calidad de la enseñanza, con el capital humano. En similares términos se refiere respecto de la justicia social, ideal que anhelamos, pero que cada vez se torna más difícil de alcanzar. Barro sostiene que si Chile tuviera la calidad educacional que le corresponde de acuerdo a su desarrollo económico y social, debería crecer dos puntos, como mínimo, todos los años.


Creo que con esta iniciativa, que la califico como un paso importante, vamos caminando por el sendero correcto. Es evidente que tenemos visiones distintas sobre los diferentes aspectos que contiene el proyecto. Por cierto que es así. Lo interesante es que hemos llegado a un punto donde creo se resguardan los derechos de las instituciones y su libertad para emprender, entregar docencia, hacer investigación, pero bajo ciertas condiciones que el Estado debe resguardar en aras del bien común.


Me gusta la libertad, la defiendo y la propago, pero dentro de un esquema que garantice el ejercicio de la misma a los ciudadanos, en este caso a los jóvenes, que esperanzados ponen toda su fuerzas, confianza y recursos en una carrera y en una institución que los prepare y los forme para insertarse en la vida laboral con reales posibilidades de éxito. Sin duda, y hay que reconocerlo, la mayoría de nuestras instituciones, públicas y privadas, cumplen con eficacia y eficiencia su labor formadora. No obstante y también hay que decirlo, existen otras que se abren con la inspiración, no de hacer docencia de calidad, sino como un medio para incorporar recursos económicos a su patrimonio. Todos las conocemos y periódicamente recibimos a estudiantes decepcionados, porque tal o cual casa de estudios o sede cerró y la carrera hay que terminarla en otro lado o definitivamente quebró y nadie se responsabiliza. Eso no puede seguir ocurriendo. Las instituciones educacionales tienen un rol social que cumplir y el Estado debe garantizarlo y promoverlo.


Señor Presidente, del contenido del proyecto quiero destacar algunos aspectos que me parecen importantes. La letra d) del artículo 8°, que ha pasado a ser 5°, al decir, “pronunciarse, en el área de la salud, sobre la acreditación de los programas de postgrado y programas de especialidad de las instituciones autónomas”, está dando un paso muy significativo en el ámbito de la fe pública, ya que es muy usual encontrarse con facultativos especialistas en áreas distintas, pero que nadie controla ni siquiera existe certeza que sea cierto. No solo es muy necesaria esta norma, sino que debiéramos avanzar más rápidamente en términos de aplicar mecanismos como los utilizados en Estados Unidos, donde se realizan exámenes periódicos para evaluar la renovación de los conocimientos. Si queremos abordar en serio nuestra salud debemos estar ciertos de la actualización y el perfeccionamiento constante de nuestros profesionales, de modo que esta disposición me parece relevante y en consonancia con lo establecido en la Ley de la Autoridad Sanitaria.


Las etapas contempladas en el desarrollo del proceso de acreditación institucional, listadas en el artículo 15, que ha pasado a ser 12, recogen la visión moderna de la evaluación de sistemas, al incluir aspectos de la autoevaluación y la evaluación externa, como medios sustentadores de una visión integral de la institución que deberá ser zanjada por la Comisión, a través, como lo concibe, como un “juicio en base a la ponderación de los antecedentes recabados”.


En ese orden de ideas y como una forma de dar garantías a las casas de estudios de la objetividad del trabajo a realizar, el Senado ha zanjado lo que ya habíamos planteado en esta misma Sala, respecto de los criterios que debía fijar la Comisión, los cuales a mi juicio, debieran quedar muy claramente establecidos y no sujetos a eventuales interpretaciones de los comisionados en un momento determinado. Pues bien, el Senado, al cambiar, en el artículo 17 que pasa a ser 15, “criterios” por “pautas” otorga esa garantía y la refuerza al decir, “dichas pautas sólo podrán considerar los siguientes aspectos, y no se podrán exigir requisitos adicionales”.


Dentro de los tres aspectos que contempla, cito el tercero, porque me parece relevante, al decir que la “gestión de la docencia de pregrado debe realizarse mediante políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida”, los que “deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza, a las calificaciones y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes y al seguimiento de egresados.


Y no se queda ahí, sino que agrega, “adicionalmente, la institución podrá acreditar también que cuenta con políticas y mecanismos para asegurar el cumplimiento de sus propósitos en otras funciones institucionales, tales como la investigación, el postgrado, la vinculación con el medio o la infraestructura y recursos, entre otras. Para tales efectos, debe garantizar que cuenta con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación académica suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y, finalmente, demostrar que el desarrollo de las funciones sometidas a la acreditación conducen a resultados de calidad.” Esto constituye un avance notable.


Muy relacionado con la objetivad y transparencia del sistema está el inciso quinto, que ha pasado a ser séptimo del artículo 18 que ha pasado a ser 16, al establecer que la “institución que se acredita designará a las personas naturales jurídicas que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo”, vale decir, provistas mediante concurso públicos a los que la Comisión está obligada a llamar a lo menos una vez cada dos años. Con este alcance se reduce el problema de la subjetividad que pudiera originarse.


En el artículo 26, que se ha agregado como 24 nuevo, si bien comparto los parámetros allí consignados, me preocupa la letra a) del mismo que dice, “el perfil de egreso de la respectiva carrera o programa”. La inquietud que me surge y que no se explicita, es quién determina ese perfil terminal, dada además la variedad de concepciones que naturalmente existen sobre una misma carrera según sea la característica de la institución. Quiero entender y así tiene que ser, pero es bueno precisarlo, que es la propia institución la que lo define, al decir, en la última frase del inciso segundo de la letra a), “y por otra, las orientaciones fundamentales provenientes de la declaración de misión y propósitos y fines de la institución”.

Aludía al inicio por la situación que se ha venido dando en prácticamente todo el país con instituciones que no cumplen los compromisos adquiridos y dejan a sus alumnos en el camino.


Un avance significativo en el ámbito de la información y la transparencia es lo contemplado en el artículo 48 que ha pasado a ser 44, al señalar, respecto de los antecedentes requeridos a las instituciones, “así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado, y a la individualización de sus socios y directivos”. Así los jóvenes, sus familias y la comunidad, conocen la realidad de la institución, pública o privada, y esto es vital para evitar problemas futuros.


Asimismo, no comparto las modificaciones introducidas por el Senado a los siguientes artículos:


Primero, la eliminación de los artículos 3, 4 y 5, del título II del capítulo I, pues me parece y me quedo con el criterio de mayoría de nuestra Comisión de Educación, en el sentido que es necesaria la existencia de una instancia de coordinación entre los participantes del sistema.


Segundo, la supresión, en el artículo 7, de la letra g), pues si bien existe un fuerte y mayoritario componente académico de sus miembros, es de toda lógica que esté el jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, por un tema de respaldo, coordinación y eventual materialización de los acuerdos.


Tercero, la sustitución, en el artículo 8 de la letra c), por estimar que la ampliación que realiza el Senado puede, tal como está, llevar a confusiones por la duplicidad de funciones que se originan. En igual sentido, respecto del reemplazo de la letra d), pero en relación a los programas de pregrado.


Cuarto, la sustitución, en el artículo 10 de las letras b), c) y d), al establecer a los comités como consultivos, que en el proyecto nuestro eran ejecutivos; al secretario ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación la función de “cumplir los acuerdos que ésta adopte, en reemplazo de “hacer cumplir tales acuerdos” y la atribución al citado funcionario para “contratar personal”, que a lo menos debiera estar acotada y muy claramente definida.


Quinto, la incorporación en el artículo 19 nuevo, de las letras c), d), e) y f), referido al Patrimonio de la Comisión Nacional de Acreditación, constituido por aportes o donaciones de variadas fuentes, nacionales y extranjeras, así como percibir ingresos por prestación de servicios; puede, respecto de los primeros dar origen a eventuales presiones y, en relación a lo segundo, por no estar dentro de sus atribuciones.


Sexto, la modificación, en el artículo 39 del inciso segundo, por una cuestión de armonización de las disposiciones para hacer efectivos los plazos de apelación, garantizados de mejor forma en la redacción aprobada por ésta Cámara.


Séptimo, las enmiendas introducidas en el artículo 43, por estar en conformidad al criterio aplicado al artículo 8º, letra c).


Octavo, la sustitución propuesta en el artículo 53, que no consideró las modificaciones propuestas por esta Cámara, en particular los artículo 24 al 26, en lo relativo a entregarle al Ministerio de Educación facultades precisas para cerrar sedes con funcionamiento inadecuado, sin afectar a la institución toda como existe en la ley orgánica constitucional de Enseñanza.


Por lo tanto, voy a votar favorablemente el Informe de nuestra Comisión de Educación, con excepción de los artículos 17, 18 y 24 nuevo.


He dicho.


La señora ISASI (doña Marta).- Señor Presidente, hoy con la educación en la UTI en Chile, en general, se requiere con urgencia regular, a través del Ministerio de Educación, las carreras universitarias toda vez que existen muchas que hoy no cumplen con los requisitos mínimos, como, por ejemplo, contar con la implementación acorde, laboratorios, etc.


Se hace necesario revisar la Loce ya que no puede ser posible que hoy se estudie a distancia pedagogía. ¿Cómo vamos a mejorar la calidad de la educación en Chile con estas tendencias?


He dicho.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:


El señor LEAL (Presidente).- Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


Hay muchas peticiones de votación separada; por tanto, ruego a las señoras diputadas y señores diputados seguir atentamente la votación.


En votación las propuestas contenidas en el informe de la Comisión de Educación, con excepción de aquellas recaídas en los siguientes artículos -los cuales se van a votar por separado-: Supresión de los artículos 3°, 4° y 5°; artículo 7°, letras g) e i); artículo 8°, letras a), c) y d); artículo 10; artículo 10, nuevo, letras c), d), e) y f); artículo 17; artículo 18; artículo 19, incisos primero y segundo; artículo 20; artículo 23; epígrafe del Título III; artículo 24, nuevo; artículo 25, incisos primero y tercero; artículo 27; artículo 29; artículo 26, nuevo; artículo 31; artículo 32, inciso segundo; artículo 33; artículo 34; artículo 36, letra b); artículo 39, inciso segundo; artículo 43; artículo 48; artículo 53, y los artículos 1°, 4°, 5° y 6° transitorios.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 111 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Aprobadas.

Se deja constancia de haberse alcanzado los quórum constitucionales requeridos.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; 
Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; 
Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la supresión de los artículos 3°, 4° y 5° de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 49 votos; por la negativa, 56 votos. Hubo una abstención.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Forni Lobos Marcelo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Verdugo Soto Germán; Von 
Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; 
Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Eugenio; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

-Se abstuvo el diputado señor Leal Labrín Antonio.

El señor LEAL (Presidente).- En votación


En votación la supresión de la letra g) del artículo 7°.



-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 40 votos; por la negativa, 62 votos. Hubo 1 abstención.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn 
Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Salaberry Soto Felipe; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Verdugo Soto Germán; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Becker Alvear Germán; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; 



Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca 
Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud 
Daccarett Jorge; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.


-Se abstuvo el diputado señor Leal Labrín Antonio.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la incorporación de una letra i), nueva, en el artículo 7°, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 diputados en ejercicio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 62 votos; por la negativa, 47 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz 
Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina 
Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán 
Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la enmienda recaída en la letra a) del artículo 8°, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 diputados en ejercicio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 57 votos. Hubo 1 abstención.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von 
Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud 
Daccarett Jorge; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.


-Se abstuvo el diputado señor Leal Labrín Antonio.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la modificación recaída en la letra c) del artículo 8°, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 diputados en ejercicio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 0 voto; por la negativa, 105 votos. Hubo 1 abstención.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi 
Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; 
Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Se abstuvo el diputado señor Leal Labrín Antonio.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la enmienda recaída en la letra d) del artículo 8°, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 diputados en ejercicio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 1 voto; por la negativa, 111 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votó por la afirmativa el diputado señor Aedo Ormeño René.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo 
Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; 
Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la modificación al artículo 10.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 57 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn 
Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Masferrer Pellizzari Juan; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

El señor LEAL (Presidente).- En votación las letras c), d), e) y f) del artículo 10, nuevo, propuesto por el Senado.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 1 voto; por la negativa, 105 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votó por la afirmativa el diputado señor Forni Lobos Marcelo.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; 



García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo 
Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; 
Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; 
Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi 
Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la enmienda al artículo 17 del texto aprobado por la Cámara.



-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 61 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos 
Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; 
Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

El señor LEAL (Presidente).- En votación todas las modificaciones al artículo 18 del texto aprobado por la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 42 votos; por la negativa, 68 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Salaberry Soto Felipe; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Martínez 
Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

El señor LEAL (Presidente).- En votación las enmiendas a los incisos primero y segundo del artículo 19 del texto aprobado por la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 48 votos; por la negativa, 56 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; 
Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Masferrer Pellizzari Juan; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; 
Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

El señor LEAL (Presidente).- En votación las modificaciones al artículo 20 del texto aprobado por la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 59 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von 
Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca 
Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; 
Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la supresión del artículo 23 del texto de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 44 votos; por la negativa, 64 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Lobos 
Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von 
Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Becker Alvear Germán; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; 
Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

El señor LEAL (Presidente).- En votación el epígrafe del Título III propuesto por el Senado.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 0 voto; por la negativa, 102 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos 
Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi 
Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


El señor LEAL (Presidente).- En votación el artículo 24, nuevo, propuesto por el Senado.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 47 votos; por la negativa, 52 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazado.

En votación las enmiendas a los incisos primero y tercero del artículo 25 propuesto por la Cámara.


El señor KAST.- Señor Presidente, quiero plantear un asunto de Reglamento.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.


El señor KAST.- Señor Presidente, el artículo 24, nuevo, que acabamos de votar, se encuentra en la página 43 del comparado y, el 25, que ahora vamos a votar, en las páginas 41 y 42.


Esa distribución nos confundió a muchos diputados. Por esa razón, solicito repetir la votación del artículo 24 nuevo.


El señor LEAL (Presidente).- Se repite la votación.


En votación el artículo 24, nuevo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 61 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira 
Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von 
Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; 
Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio

El señor LEAL (Presidente).- En votación las enmiendas recaídas en los incisos primero y tercero del artículo 25 de la Cámara de Diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 1 voto; por la negativa, 112 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votó por la afirmativa la diputada señora Isasi Barbieri Marta.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; 
Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; 
Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la supresión del artículo 27 de la Cámara de Diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 43 votos; por la negativa, 66 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Becker Alvear Germán; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca 
Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; 
Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la supresión del artículo 29 de la Cámara de Diputados. 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos; por la negativa, 64 votos. No hubo abstenciones. 


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada. 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn 
Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Becker Alvear Germán; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; 
Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

El señor LEAL (Presidente).- En votación el artículo 26 nuevo, propuesto por el Senado.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 59 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos 
Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio.

El señor LEAL (Presidente).- En votación las enmiendas recaídas en el artículo 31 de la Cámara de Diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 59 votos. No hubo abstenciones. 


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi 
Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud 
Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la modificación recaída en el inciso segundo del artículo 32 de la Cámara de Diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 1 voto; por la negativa, 112 votos. No hubo abstenciones. 


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votó por la afirmativa el diputado señor Monckeberg Díaz Nicolás.



-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; 
Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; No-



_gueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la enmienda recaída en el artículo 33 de la Cámara de Diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 0 voto; por la negativa, 110 votos. No hubo abstenciones. 


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; 
Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Vicepresidente).- En votación la modificación al artículo 34 de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 0 voto; por la negativa, 112 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; 
Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi 
Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.


El señor LEAL (Presidente).- En votación la enmienda a la letra b) del artículo 36 de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 2 votos; por la negativa, 110 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Cardemil Herrera Alberto; Valenzuela Van Treek Esteban.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la sustitución del artículo 39 de la Cámara. 


Hago presente que para la aprobación de este artículo se requiere el voto favorable de 69 diputados en ejercicio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 1 voto; por la negativa, 110 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votó por la afirmativa el diputado señor Errázuriz Eguiguren Maximiano.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi 
Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; 
Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von 
Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación las enmiendas recaídas en el artículo 43 de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 0 voto; por la negativa, 111 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; 
Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Leal Labrín Anto-



nio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda 
Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.


El señor LEAL (Presidente).- En votación la enmienda al artículo 48 de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 59 votos; por la negativa, 52 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Aprobada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear 



Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos 
Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la sustitución del artículo 53 de la Cámara. 


Debo hacer presente que se requiere del voto afirmativo de 69 diputados en ejercicio para su aprobación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 41 votos; por la negativa, 69 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la enmienda al artículo 1° transitorio de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 61 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos 
Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca 
Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; 
Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la modificación al artículo 4° transitorio de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 61 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos 
Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; 
Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la sustitución del artículo 5° transitorio de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 1 voto; por la negativa, 111 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votó por la afirmativa el diputado señor Errázuriz Eguiguren Maximiano.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn 
Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; 
Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación la supresión del artículo 6° transitorio de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 49 votos; por la negativa, 61 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos 
Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez 
Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Palma Flores Osvaldo; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Verdugo Soto Germán; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Rossi Ciocca Fulvio; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; 
Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio.

El señor LEAL (Presidente).- Despachado el proyecto.


Propongo integrar la Comisión mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación de este proyecto con el señor José Antonio Kast, la señora Carolina Tohá, los señores Maximiano Errázuriz, Carlos Olivares y Carlos Montes.


Acordado.

RENOVACIÓN DE VIGENCIA DE LEY 
N° 20.049, QUE SUSPENDE REEMPLAZO DE INSCRIPCIONES EN EL REGISTRO PESQUERO ARTESANAL. Primer trámite constitucional.


El señor LEAL (Presidente).- En segundo lugar, corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que renueva la vigencia de la ley N° 20.049, que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal.


Diputada informante de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos es la señora Clemira Pacheco.


Antecedentes:


-Moción, boletín N° 4147-21, sesión 11ª, en 11 de abril de 2006. Documentos de la Cuenta N° 9.


-Primer informe de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos. Documentos de la Cuenta N° 5, de esta sesión.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra la diputada informante.


La señora PACHECO (doña Clemira).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, originado en una moción de las diputadas señoras Clemira Pacheco y Carolina Goic y de los diputados señores Gabriel Ascencio, Alfonso De Urresti, Iván Norambuena, Carlos Recondo, Jorge Ulloa y Patricio Vallespín.


Durante el estudio de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del señor Carlos Hernández, subsecretario de Pesca, de la señorita Jessica Fuentes, jefa del Departamento Jurídico y de la abogada de esa subsecretaría, señora Georgina Lembeye.


Antecedentes legales conocidos y considerados por la Comisión:


Decreto Supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, de 1989, y sus modificaciones, ley General de Pesca y Acuicultura.


Ley N° 19.849, que prorroga la vigencia de la ley N° 19.713, que establece un nuevo nivel de patente pesquera industrial e introduce modificaciones en la ley general de Pesca, incorporando el mecanismo de reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal.


Leyes N°s 19.922, 20.037 y 20.049 que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero artesanal.


Asimismo, la Comisión consideró como antecedente general la ley N° 19.849, que incorporó -en lo pertinente- en la ley General de Pesca y Acuicultura, un artículo 50 A, que permite el reemplazo de la inscripción pesquera artesanal en pesquerías con acceso cerrado. Este reemplazo consiste en la posibilidad de transferir las citadas inscripciones.


Teniendo en cuenta estos antecedentes, la Comisión consideró que cuando se tramitó la llamada “ley corta de pesca”, no se adoptaron los resguardos necesarios para garantizar que la transferencia se verificara entre pescadores artesanales. Por lo cual, quedó abierta la posibilidad de que ingresaran a la actividad pesquera artesanal personas ajenas a dicho sector, incluyendo a quienes provenían del sector pesquero industrial, a través de terceras personas, burlándose así del espíritu de la norma.


En virtud de lo expuesto, se tramitó un proyecto de ley, que culminó con la promulgación de ley Nº 19.922, que suspendió por 18 meses la entrada en vigencia del mecanismo del reemplazo, en espera de que se regularan o establecieran restricciones para que éste operase en las condiciones en que fue concebido. 


Tales restricciones apuntan, en consecuencia, a que la transferencia pueda y deba efectuarse sólo entre pescadores artesanales. Para cautelar esto, se exige que quienes quieran optar a una de estas inscripciones hayan tenido habitualidad en actividad pesquera artesanal por un período determinado de tiempo.


Esta regulación también alcanza a los buzos. En caso de fallecimiento, la inscripción podrá ser traspasada a sus herederos.


Respecto de la moción, ésta precisa que el mecanismo de reemplazo de la inscripción pesquera artesanal, además de ser beneficioso para los pescadores artesanales, requiere previamente el cumplimiento de determinadas exigencias para garantizar que los reemplazantes sean efectivamente pescadores artesanales, materia que se espera tendrá una regulación más específica en el proyecto de ley sobre modificaciones a la ley General de Pesca y Acuicultura, la llamada “ley larga”, en actual tramitación, en primer trámite constitucional, en el Senado.


Agrega que la institución del reemplazo permite dar un valor económico a la inscripción, sea ésta de armador, de buzo o de pescador. La persona podrá transferir la inscripción al título que estime conveniente, sea éste oneroso o gratuito.


Refiere que la ley N° 19.922, publicada el 23 de diciembre de 2003, suspendió el mecanismo de reemplazo por el plazo de dieciocho meses, a la espera de que se dictaran las disposiciones que garantizaran la continuidad de la actividad artesanal por personas de ese mismo oficio. Dicho plazo venció el 23 de junio de 2005. Por su parte, la ley N° 20.037, publicada el 6 de julio de 2005, suspendió el mecanismo por el plazo de 30 días corridos, que venció el 6 de agosto del año pasado.


Señala que la ley N° 20.049, publicada el 6 de septiembre de 2005, suspendió el citado mecanismo hasta el 30 de abril del año en curso, inclusive, y suspende, también, la tramitación de las solicitudes de reemplazo presentadas entre la fecha de publicación de la ley N° 19.849 y la de la citada ley. Este cuerpo legal vigente, asimismo, suspende por igual plazo, la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales de una eslora igual o superior a doce metros inscrita en pesquerías pelágicas pequeñas, con excepción de las que sufran un siniestro con resultado de pérdida total.


Concluye que, aunque importante y necesario, el tiempo de vigencia concedido por la ley N° 20.049 aparece como insuficiente para establecer un adecuado procedimiento que permita la sustitución de embarcaciones artesanales, así como también de un mecanismo de reemplazo en los casos en que se produzcan vacantes en el número de pescadores inscritos durante el período de suspensión de inscripciones en el registro artesanal.


Agrega que se hace del todo necesario prorrogar, una vez más, el plazo para que entre en vigencia el artículo 50 A de la ley General de Pesca y Acuicultura -por un plazo de dos años-, hasta el 30 de abril de 2008, de manera que tanto el debate parlamentario como la acción reglamentaria de la autoridad competente, en este caso la Subsecretaría de Pesca, se realicen sin la presión del cumplimiento de aquel plazo y permita la revisión y adecuación de los aspectos administrativos que exija esta norma. Del mismo modo, la extensión de este plazo debería permitir la revisión o inclusión de otros contenidos a la legislación del sector y que surjan en el curso de la discusión. 


Respecto de la votación en general de la moción, la Comisión aprobó por unanimidad la idea de legislar sobre la materia. 


En cuanto a su discusión en particular, el artículo único de la iniciativa fue objeto de una indicación, para reemplazar la palabra “prorrógase”, por la palabra “suspéndese” y el guarismo “2008” por “2007”.


En virtud de las consideraciones expuestas, la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos recomienda a la Sala la aprobación del siguiente proyecto de ley:


“Artículo único. Suspéndese la vigencia del artículo 50 A de la ley General de Pesca y Acuicultura, que establece el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, hasta el 30 de abril del año 2007 inclusive. Suspéndese, asimismo, la tramitación de las solicitudes de reemplazo presentadas entre la fecha de publicación de la ley N° 19.849 y la de esta ley.”.


Es cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Antes de iniciar el debate, quiero aclarar que la Mesa y la Comisión declararon admisible esta moción presentada por diversos señores diputados y señoras diputadas, entre otros, la señora Clemira Pacheco, porque consideramos que no era materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, no obstante que, con posterioridad éste presentó una indicación al respecto.


Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, existen dos interpretaciones respecto de las atribuciones de esta Corporación y las que son privativas del Ejecutivo.


En todo caso, vale la pena señalar que este proyecto de ley es de iniciativa parlamentaria y que se originó en una inquietud planteada inicialmente por la diputada señora Clemira Pacheco, que contó con el concurso y la aprobación, con algunas correcciones, de todos los diputados presentes en la Comisión.


En primer lugar, es justo que el Ejecutivo revea o reinterprete la visión equívoca que ha tenido hasta el momento.


Conversé con la ministra Secretaria General de la Presidencia, quien me señaló que la división jurídica de ese Ministerio hizo esa interpretación que, a según la Secretaría de la Cámara, que se abocó al estudio de esta materia por instrucciones expresas del Presidente de la Cámara, es a todas luces equivocada, por cuanto se trata de una atribución exclusiva de nuestra Corporación. En ese sentido, no vamos a renunciar a nuestras escasas prerrogativas.


En segundo lugar, estamos ante un proyecto que busca solucionar un problema que el Ejecutivo no ha enfrentado como corresponde. Inicialmente, el proyecto suspendía por un breve período la entrada en vigencia de una disposición, aprobada por el Congreso Nacional, que disponía que existe la posibilidad de reemplazar inscripciones de naves. Naturalmente, esa facultad le reportaba un beneficio económico al dueño de tal inscripción.


En esa perspectiva, el gobierno anterior fue ineficiente, al no solucionar un problema generado por una ley vigente. Es así como hemos tenido que suspender la aplicación del artículo 50 A, porque al parecer, en esta materia existieron compromisos de orden más bien electoral, lo que le hace mal al sector y al país.


Por eso, conversamos con el nuevo subsecretario de Pesca, quien nos señaló -la idea inicial del proyecto era suspender la aplicación de esta norma por dos años- que se pretendía establecer un plazo menor.


Desde esa perspectiva, si bien es necesario que la norma entre en vigencia, hemos dado nuestro entusiasta apoyo a la suspensión de la vigencia del artículo 50 A, básicamente, porque queremos que exista concordancia y coherencia con la ley general de Pesca y Acuicultura, a pesar de que todos sabemos que la nueva normativa aún no ve la luz, porque todavía se encuentra en tramitación en el Senado. Es más, el subsecretario de Pesca nos ha señalado su interés en desagregar ese proyecto en, a los menos, tres partes, una de las cuales debiera estar vinculada a la pesca artesanal, materia que, por lo demás, resulta altamente conveniente ordenar.


Por tanto, en virtud de que nos invitaron a participar en el estudio de este proyecto y modificamos la idea planteada inicialmente, consideramos necesario que sea aprobado, pero ello no puede significar otorgar un nuevo plazo. 


Como partido, queremos señalar que no estamos disponibles para dar un plazo adicional y, en consecuencia, la responsabilidad de que la institución del reemplazo tenga la eficiencia que se buscó cuando se concibió es del Ejecutivo. 


Aprobaremos el proyecto en discusión. Sin embargo, queremos resaltar la ineficiencia del Ejecutivo que, por motivos electorales, no ha hecho su trabajo.


En segundo lugar, instamos al Gobierno para que resuelva el problema en el plazo que se señala en el proyecto, que es de un año.


Por último, sólo quiero agregar que, desde que se aprobó el proyecto, que después se transformó en ley, de la cual ahora estamos suspendiendo la vigencia del artículo 50 A, exactamente veinte naves han tramitado su reemplazo. En consecuencia, esas embarcaciones se encuentran en una verdadera incertidumbre, por cuanto iniciaron la tramitación para ejercer ese derecho durante la vigencia de una ley, pero, por otro lado, hemos suspendido ese ejercicio, lo que ha significado que esas veinte naves tengan problemas.


El compromiso del subsecretario ante la Comisión fue que esos barcos van a mantener el orden de prelación, el lugar en que ingresaron, una vez que la iniciativa esté debidamente reglamentada y comience su ejercicio definitivo.


Reitero que aprobaremos el proyecto, con las prevenciones que he señalado.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Vallespín.


El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, son de plena validez los comentarios formulados por el diputado Ulloa respecto del origen de la presentación. En la Comisión -espero que lo mismo ocurra en la Sala- el espíritu que nos animó fue siempre pensar en los beneficiarios, en los pescadores artesanales que, de una u otra manera, sin esta modificación, podrían ser perjudicados. La bancada democrata cristiana apoyará esta iniciativa, porque creemos que responde a esa inspiración.


Esta materia ha sido objeto de sucesivas suspensiones. Reconocemos que estamos ante un tema complejo y que, quizás, el tiempo ha sido excesivo. 


El hecho de que ésta sea la última oportunidad en que se suspende la entrada en vigencia del artículo 50 A de la ley general de Pesca y Acuicultura no sólo se ha debido al interés de la UDI -en este caso, representada por el diputado Jorge Ulloa-, sino también a la solicitud en esos términos del propio subsecretario de Pesca, lo cual indica la voluntad de avanzar con el máximo de prolijidad y -esperamos- eficiencia en esta medida. Conviene resaltar este detalle, porque involucra un compromiso personal de esa autoridad. 


Inicialmente, en la discusión realizada en la Comisión, pensamos en dos años. Pero fruto del compromiso asumido por el subsecretario -él fue quien más apeló al período de un año-, se redujo el tiempo de suspensión. 


También hago mío el planteamiento de la Comisión, en el sentido de que ésta sea la última suspensión, porque estamos convencidos de que la Subsecretaría de Pesca resolverá el problema con la justicia que esto requiere, con la habitualidad del oficio de quienes sean beneficiarios y respetando la prelación de aquellos que esperan.


Por último, quiero destacar que toda iniciativa orientada a beneficiar a los pescadores artesanales va a ser especialmente acogida en la Comisión. En ese sentido, creemos que es fundamental que la Subsecretaría de Pesca propenda a la ley de desarrollo de la pesca artesanal, de manera que se incorpore un conjunto de iniciativas relacionadas con ella en forma sistémica. 


Por lo tanto, vamos a aprobar el proyecto porque beneficia a los pescadores artesanales que pudieran ser perjudicados si se aplica el artículo 50 A de la ley general de Pesca y Acuicultura.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, la bancada de Renovación Nacional -en particular el diputado Pablo Galilea y el que habla- apoyará el proyecto porque viene a solucionar un problema que fundamentalmente afecta a los pescadores artesanales.


Siempre existirá la posibilidad de que se incorporen empresarios pesqueros a través de interpósitas personas.


El subsecretario de Pesca, señor Carlos Hernández, señaló que van a dividir el proyecto de ley larga de pesca, detenido en estos momentos en el Senado, a fin de agilizar su despacho, a lo menos, respecto de algunas materias, entre las cuales se encuentra una relacionada con este tema. Se comprometió a su despacho en el curso del presente año. 


En una indicación firmada por todos los diputados miembros de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, proponemos reducir el plazo hasta el 2007, que inicialmente era hasta el 2008, porque, como dijo el diputado Patricio Melero, si se dan dos años, se toman los dos años. Al establecer uno solo es mucho más fácil conseguir que el Ejecutivo despache el proyecto dentro de ese plazo.


Por otra parte, la iniciativa también soluciona el problema de los buzos, porque atendida la naturaleza de la labor que realizan, sus posibilidades de trabajo son escasas. 


Por lo tanto, vamos a apoyar el proyecto. Es más, felicito a la diputada señora Clemira Pacheco porque, a pesar de llevar poco tiempo en la Cámara de Diputados, ha presentado un proyecto de gran importancia para los pescadores artesanales de nuestro país.


He dicho.


El señor BURGOS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza. 


El señor MEZA.- Señor Presidente, el artículo 50 A de la ley general de Pesca y Acuicultura permite el reemplazo de la inscripción pesquera artesanal en pesquerías con acceso cerrado. En esta oportunidad se busca suspender su vigencia hasta el 30 abril de 2007, medida que se justifica plenamente en regiones como la Octava, donde hay trescientos cincuenta permisos o embarcaciones, o la Décima. Sin embargo, en la Novena Región es una agresión más a la actividad de la pesca artesanal, puesto que hay más de seiscientos pescadores artesanales, pero sólo se han otorgado veintitrés permisos para faenar.


En la Novena Región se sigue discriminando con 2 millones 500 mil toneladas de anchovetas y sardinas que se pueden extraer dentro de las cinco millas donde se les permite a los pescadores artesanales, con el consiguiente perjuicio para toda La Araucanía.


Los pescadores artesanales tienen naves de cinco o siete metros y la Subsecretaría de Pesca sólo les permite pescar merluza común, congrio dorado, mantarraya, en circunstancias de que su extracción no se puede realizar con esas embarcaciones, porque dichas especies se encuentran más allá de las cinco millas. En resumen, se les atan las manos a los pescadores artesanales de la Novena Región, ya que no podrán reemplazar los barcos pequeños por unos más grandes para que puedan ir mar afuera a buscar las cuotas que se les dan.


Para que ello suceda, quiero presentar una indicación con el objeto de que se excluya a la Novena Región de esta determinación y los pescadores que ya han conseguido algunos recursos que hemos gestionado los parlamentarios de la zona, puedan reemplazar rápidamente sus embarcaciones y realizar su actividad.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Galilea.


El señor GALILEA.- Señor Presidente, en realidad, voy a apoyar este proyecto con bastante menos entusiasmo que el diputado señor Ulloa, porque creo que la Subsecretaría de Pesca ha sido ineficiente y está endosando la solución del problema al Congreso, en circunstancias de que esta materia debiera haberse resuelto hace bastante tiempo por la vía de la fiscalización o de hacer bien su trabajo.


Las sucesivas prórrogas que ha tenido esta materia dieron origen a la moción de la diputada señora Pacheco, que impulsó la solución a un problema de responsabilidad de la Subsecretaría, razón por la cual no me gusta esta fórmula. Sin embargo, creo que es necesaria y no queda otra alternativa que apoyarla.


Aquí, estamos entrando en un círculo vicioso que tuvo su origen en que pescadores artesanales sin tener embarcaciones tenían cuota y, a su vez, pescadores o armadores dueños de embarcaciones que no tenían cuota pudieran juntarse para que, en definitiva, se concentraran en la extracción de los recursos. No se está fiscalizando el reemplazo o la sustitución, figuras creadas en la segunda ley corta de pesca, y al no hacerse se está aumentando el esfuerzo de pesca. Al aumentarse este esfuerzo se está disminuyendo el tiempo. Las cuotas que debieran durar el año sólo duran tres meses. Por lo tanto, al terminarse la cuota vuelve el problema y se vuelve a solicitar un aumento de la cuota. Se entró en un círculo vicioso por la no fiscalización por parte de la Subsecretaría, la cual, por no querer asumir un costo político en épocas electorales, simplemente, dejó el problema sin solución.


En consecuencia, creo que el que se propone debe ser el plazo definitivo, porque en las prórrogas anteriores las subsecretarías de los gobiernos de la Concertación nos han asegurado que era el último plazo y que se iba a regular el sistema. Lamentablemente, no se ha hecho nada. Por lo tanto, pongámonos de acuerdo en que éste es el plazo perentorio y de aquí a un año, tal como lo ha declarado el nuevo subsecretario de la cartera, don Carlos Hernández, a quien le atribuyo real interés en buscar una solución al problema, se pondrá fin a una situación absolutamente anómala.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Sergio Aguiló.


El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, sólo para anunciar el voto favorable de la bancada del Partido Socialista a este importante proyecto. Como han manifestado diputados de todas las bancadas, el artículo 50 A de la ley general de Pesca y Acuicultura necesita de un conjunto de normas reglamentarias para su correcta aplicación. Dado que el Ejecutivo todavía no ha formalizado esa reglamentación, es necesario postergar su puesta en práctica, particularmente el reemplazo de inscripciones en el registro pesquero artesanal que se crea en virtud de dicho artículo. La ausencia de esas normas ha permitido que se cometan algunas irregularidades y que dicho registro se haya extendido más allá de lo prudente, por cuanto quedó abierta la posibilidad de que ingresen personas ajenas al sector.


Por ello, un grupo de parlamentarios de todas las corrientes políticas, encabezado por la diputada señora Clemira Pacheco, ha presentado esta moción, muy pertinente, que suspende la aplicación del artículo 50 A por un año más, hasta que el Ejecutivo dicte los reglamentos adecuados.


Reitero, los diputados socialistas vamos a votar a favor de esta importante moción.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley que renueva la vigencia de la ley N° 20.049, que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado; por la afirmativa, 108 votos. No hubo votos por la negativa, ni abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi 
Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; 
Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.


El señor LEAL (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a una indicación presentada a la Mesa.


El señor LOYOLA (Secretario).- Indicación de los diputados señores Fernando Meza, Jaime Quintana, Eduardo Díaz y Mario Venegas, para agregar, al final del artículo único, la siguiente frase: “excepto en la Novena Región de La Araucanía.”

El señor LEAL (Presidente).- En votación el artículo con la indicación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 13 votos; por la negativa, 80 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Burgos Varela Jorge; Díaz Del Río Eduardo; Escobar 
Rufatt Alvaro; Espinosa Monardes Marcos; Jarpa Wevar Carlos Abel; Meza Moncada Fernando; Núñez Lozano Marco Antonio; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Venegas Cárdenas Mario.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Alvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla 
Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Bustos Ramírez Juan; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Espinoza Sandoval Fidel; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Rossi Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Silber Romo Gabriel; Súnico Galdames Raúl; Tohá Morales Carolina; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe.

El señor LEAL (Presidente).- En votación el artículo original.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 109 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.


El señor LEAL (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo 
Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rossi 
Ciocca Fulvio; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Muhlenbrock 



Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.


-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor LEAL (Presidente).- Despachado el proyecto.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO


El señor PÉREZ, don José (Vicepresidente).- En cumplimiento del acuerdo adoptado por los Comités, corresponde a la Sala tomar conocimiento de los proyectos de acuerdo N°s 26, 40 y 41.

PARTICIPACIÓN DE TAIWÁN COMO MIEMBRO OBSERVADOR DE LA ASAMBLEA MUNDIAL DE LA SALUD.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al primer proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 26, de los señores Forni, Masferrer, Palma, Galilea, Hales, Ascencio, Rossi, Aguiló, Walker y Accorsi.


“Considerando:


Que uno de los objetivos centrales de la Organización Mundial de la Salud (OMS) es ‘alcanzar para todos los pueblos el grado más alto posible de salud’. Este noble objetivo le ha permitido contar con el respeto, la confianza y el apoyo de toda la comunidad internacional.


Que, para ello, es fundamental que la OMS esté informada sobre la situación sanitaria en e! mundo, lo que exige promover la cooperación en el intercambio de información, de tecnologías y de otros recursos que posibiliten prevenir y controlar todas las enfermedades epidémicas y endémicas imaginables.



Que el hecho de la globalización y el consiguiente incremento en el flujo de bienes, de servicios y de personas facilitan la propagación de enfermedades contagiosas alrededor del mundo. Las fronteras ya no representan barreras insuperables para las enfermedades, el narcotráfico y otros males de nuestro mundo conectado.


Que, en su sesión 107ª, en enero de 2001, la propia Junta Directiva de la OMS manifestó que ‘la globalización de enfermedades infecciosas es tal, que el brote en un país representa una potencial amenaza para el mundo entero. Mayores movimientos de población, incremento del comercio internacional y de los productos biológicos, cambios en cuanto al procesamiento de alimentos, así como transformaciones sociales y medioambientales hacen que la necesidad de una cooperación internacional para la prevención de epidemias sea hoy más urgente que nunca’.


Que Taiwán es un país situado en el cruce de importantes rutas marítimas entre el nordeste y el sudeste de Asia. Éste, junto a un conjunto de otros factores, lo sitúan en la encrucijada de cualquier brote de enfermedad en la región.


Que Taiwán es un país conocido en el nivel mundial, básicamente, por su ‘milagro económico’, que le ha significado erigirse como potencia económica. No es casualidad que este país, de alrededor de veintitrés millones de habitantes, tenga un ingreso per cápita de catorce mil dólares y se ubique dentro de las catorce naciones que más exportan en el mundo.


Que esta pequeña isla asiática se destaca, además, por contar con un sólido modelo democrático, un pueblo emprendedor y altamente educado, una economía de libre mercado que le ha brindado una prosperidad sin precedentes en todos los niveles sociales.


Que el empuje y el empeño de este pueblo, la liberalización económica, la pluralización social, la educación universal y los estándares tecnológicos le han facilitado, en poco tiempo, integrarse no sólo al exclusivo círculo de las naciones desarrolladas, sino, también, progresivamente, a numerosos foros internacionales. Cabe destacar que, en enero de 2002, Taiwán ingresó como miembro a la Organización Mundial de Comercio (OMC), pasando a ser socio oficial del sistema de comercio mundial.


Que, en la actualidad, es un modelo en diversos ámbitos para los cientos de países en vías de desarrollo y, además, un apoyo importante en proyectos humanitarios de cooperación económica e intercambio cultural. Es un país que manifiesta, a través de hechos concretos, su disposición a aplicar recursos en beneficio de la comunidad internacional y a contribuir a la paz, prosperidad y estabilidad de la región de Asia-Pacífico y del mundo en general.


Que, pese a todo lo anterior, lamentablemente, por consideraciones políticas, Taiwán aún no puede participar en la Organización Mundial de la Salud (OMS), organismo internacional que pretende únicamente elevar el nivel de salud de la población mediante la cooperación técnica entre sus miembros y la aplicación de programas para erradicar enfermedades y mejorar la calidad de vida.


Que, en consecuencia, no existen razones para que no sea considerado dentro de esa organización mundial y se le niegue, de esta manera, la posibilidad de cooperar y de recibir cooperación en temas sanitarios con los demás Estados miembros.


Que, probablemente, Taiwán tiene más que aportar que recibir en esta materia. Sus indicadores de salud, en el nivel mundial, son sobresalientes, cuenta con una gran infraestructura hospitalaria y su sistema de salud es percibido satisfactoriamente por su población.


Que la existencia de pandemias, como el síndrome agudo respiratorio (SAR) y el último brote de influenza aviar que, entre otras naciones asiáticas, afectaron a Taiwán, reflejan la necesidad de cooperación, de intercambio de información y de asistencia técnica entre todos los países del mundo, independientemente de otro tipo de consideración.


Que, por las razones indicadas, es fundamental que Chile, como miembro de la Organización Mundial de la Salud (OMS) y firme partidario de los principios democráticos -tanto en el ámbito interno como en el campo internacional-, promueva y apoye con entusiasmo la incorporación de Taiwán como miembro de esta organización.


Que mantenerlo excluido de la OMS no sólo atenta contra los objetivos de la organización, sino que perjudica la asistencia médica de los veintitrés millones de habitantes de Taiwán y limita las posibilidades de este pujante país de compartir su experiencia, su tecnología y sus recursos con otros países miembros.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, en su calidad de encargada de la conducción de las relaciones internacionales de Chile, que, ante los organismos internacionales, promueva y apoye la participación de Taiwán como observador en la Asamblea Mundial de la Salud de la Organización Mundial de la Salud (OMS) como entidad de salud’.”

El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Pablo Galilea.


El señor GALILEA.- Señor Presidente, quiero pedir el voto favorable de la Sala para el proyecto de acuerdo, que pide terminar con la discriminación de incorporar a Taiwán como miembro observador de la Asamblea Mundial de la Salud. No permitir su participación en la OMS es contradictorio con uno de los objetivos centrales de esta organización: alcanzar para todos los pueblos el nivel más alto de salud, para lo cual es necesario tener en cuenta algunos de los siguientes aspectos:


La globalización y el consiguiente incremento en el flujo de bienes, servicios y personas facilita la propagación de enfermedades contagiosas alrededor del mundo.


El hecho de que Taiwán esté situado en el cruce de importantes rutas marítimas, que lo ubica en la encrucijada de cualquier brote de enfermedad en la región. 


La existencia de pandemias, como el síndrome agudo respiratorio, Sars, y el último brote de influenza aviar, que entre otras naciones asiáticas afectó a Taiwán, refleja la necesidad de cooperación e intercambio de información y asistencia técnica entre todos los países del mundo.


Por lo demás, Taiwán tiene más que aportar que recibir en esta materia, porque sus indicadores de salud a nivel mundial son sobresalientes. Además, cuenta con una gran infraestructura hospitalaria y su sistema de salud es percibido satisfactoriamente por su población. 


Por estas razones, reitero mi petición de apoyar este proyecto de acuerdo.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo -tratado en años anteriores- se fundamenta en que la Junta Directiva de la Organización Mundial de la Salud manifestó, en su sesión 107ª, celebrada en enero de 2001, que la globalización de enfermedades infecciosas es tal que el brote en un país representa una potencial amenaza para el mundo entero, como se ha constatado con el Sars y la gripe aviar, y que mayores movimientos de población, el incremento del comercio internacional y de productos biológicos, los cambios en el procesamiento de alimentos y las transformaciones sociales y medioambientales hacen que la necesidad de cooperación internacional para la prevención de epidemias sea hoy más urgente que nunca.


Por eso, apoyaremos firmemente el proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 61 votos; por la negativa, 9 votos. Hubo 1 abstención.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez Zenteno Rodrigo; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Egaña Respaldiza Andrés; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Isasi Barbieri Marta; Jiménez Fuentes Tucapel; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Mon-



cada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Ortiz Novoa José Miguel; Palma Flores Osvaldo; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Sule Fernández Alejandro; Tohá Morales Carolina; Uriarte Herrera Gonzalo; Valcarce Becerra Ximena; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Burgos Varela Jorge; Duarte Leiva Gonzalo; Fuentealba Vildósola Renán; González Torres Rodrigo; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Nogueira Fernández Claudia; Olivares Zepeda Carlos; Sabag Villalobos Jorge; Venegas Cárdenas Mario.

-Se abstuvo el diputado señor Dittborn Cordua Julio.
APOYO A SOLUCIÓN PACÍFICA DE CONFLICTO ÁRABE-ISRAELÍ.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 40, de la diputada señora Carolina Tohá y los diputados señores Valenzuela, Forni, Palma, Insunza, Díaz, don Eduardo; Jarpa, Bertolino, Jaramillo y Salaberry.


“Considerando:


El atentado terrorista perpetrado en Tel-Aviv por la Yihad Islámica contra civiles.



La Cámara de Diputados acuerda:

1.
Expresar su repudio al reciente atentado terrorista perpetrado por la Yihad Islámica en Tel-Aviv, que dejó nueve muertos y más de sesenta heridos. Estos son civiles, víctimas indefensas que sufrieron el terror en un local de comidas.

2.
Condenar y rechazar enérgicamente el terrorismo y reprobar la justificación del vocero de Hamas, quien señaló que ‘este acto es parte del legítimo derecho de los palestinos a defenderse’, reflejando que en el seno de la dirigencia palestina hay sectores que avalan la violencia terrorista.
3.
Hacer un llamado a Hamas a que responda a la solicitud de las Naciones Unidas y de la Unión Europea, en el sentido de detener las acciones terroristas y reconocer al Estado de Israel, abriendo paso así a negociaciones directas como única posibilidad para encontrar solución al conflicto.

4.
Apelar a una solución pacífica del conflicto árabe-israelí y al imperio de la paz en la zona, ya que la violencia nunca resuelve ningún conflicto.”

El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, punto de Reglamento.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra su señoría.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, solicito que recabe el asentimiento de la Sala para aprobar por unanimidad el proyecto de acuerdo.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Hales.


El señor HALES.- Señor Presidente, quiero invitar a la honorable Sala a constatar que junto a este proyecto de acuerdo se encuentra el proyecto de acuerdo Nº 41, que llama, de manera amplia, como siempre lo ha hecho la Cámara de Diputados, a la paz, a la condena del terrorismo y a la convivencia pacífica entre Israel y Palestina. 


Llamo a votar en contra, a fin de votar a favor el proyecto de acuerdo Nº 41, porque el 40, que se va a votar ahora, dedica un tercio de su contenido -no de sus considerandos-, en sus párrafos principales, a conflictos de partidos políticos. Si fuese así, deberíamos opinar respecto de los partidos políticos que, en el seno de los israelíes, mantienen posturas de agresión a Palestina. Pero ése no es nuestro interés, porque estamos a favor de la convivencia entre israelíes y palestinos, reconociendo la existencia de Israel y rechazando el terrorismo. 


Este proyecto de acuerdo hace una referencia a Hamas y expresa que, en el seno de la dirigencia palestina, existen distintos sectores que avalan la violencia terrorista. Al respecto, podríamos citar a una sesión especial y discutir el tema. 


Podríamos discutir, además, acerca de quiénes avalan, en el seno de Israel, las políticas agresivas hacia los palestinos, anexionistas e instaladoras de colonias en territorios autorizados para Palestina. Sin embargo, ése no es el caso. Queremos condenar el terrorismo en el ámbito de la paz. 


Propongo votar favorablemente el proyecto de acuerdo que viene a continuación. Incluso se pide oficiar a las embajadas de Israel y de la Autoridad Nacional Palestina, con la finalidad de hacerles presentes nuestro apoyo, llevar la paz al Medio Oriente y rechazar toda forma de terrorismo.


Por lo tanto, invito a votar en contra de este proyecto y favorablemente el que viene a continuación. En el peor de los casos, si no existiese acuerdo, invito a los autores de esta iniciativa a reunirse con los autores del proyecto que veremos luego, a fin de fusionar ambos y no intervenir en política contingente. Si no, tendríamos que hacer juicios sobre políticos israelíes.


El diputado señor Dittborn sostuvo que deberíamos rescatar el contexto de ambas partes. Estoy de acuerdo. Si vamos a emitir un juicio político sobre políticos palestinos, deberíamos hacer lo mismo respecto de políticos israelíes, lo cual no parece bueno. Si quieren, los invito a hacerlo en otra ocasión. En este momento, debemos llamar a la paz y a la condena del terrorismo, que es lo que interesa al pueblo chileno y a sus representantes. 


En consecuencia, solicito votar en contra de este proyecto y fusionar su contenido con el otro.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo, hasta por 1 minuto y 30 segundos.


El señor VALENZUELA.- Perdón, señor Presidente. Tuve la palabra para hablar a favor, pero cedí el derecho porque entendí que se pediría la aprobación unánime.


El proyecto de acuerdo Nº 40 es distinto al 41.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Señor diputado, no le he ofrecido la palabra.


De los 5 minutos que corresponden, resta 1 minuto y 50 segundos.


Tiene la palabra el diputado señor Francisco Chahuán.


El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, como el diputado señor Hales, llamo a votar favorablemente el proyecto de acuerdo 
Nº 41. Propongo fusionar los proyectos de acuerdo Nºs. 40 y 41 y condenar el cruel atentado a la ciudad de Tel Aviv.



También, abogo por la solución pacífica de las controversias, a la luz del derecho internacional público.


La Cámara de Diputados va a dar una potente señal si aprueba por unanimidad un proyecto de acuerdo que condena el terrorismo sin relativismos.


He dicho.


El señor ULLOA.- ¡Punto de Reglamento, señor Presidente!


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, invoco el Reglamento, porque se presentó una dificultad procedimental: su señoría dio la palabra, pero debió hacerlo, en primer lugar, a quienes aprueban la iniciativa y, después, a quienes la rechazan. El señor diputado que ocupó la palabra para pedir la aprobación del proyecto hizo exactamente lo contrario. 


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Señor diputado, ofrecí la palabra en dos oportunidades para hablar a favor del proyecto de acuerdo y nadie hizo uso de ella. En consecuencia, ofrecí la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 49 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 11 abstenciones.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Alvarado Andrade Claudio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Ascencio Mansilla Gabriel; 



Becker Alvear Germán; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Escobar Rufatt Álvaro; Espinoza Sandoval Fidel; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Hernández Hernández Javier; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Masferrer Pellizzari Juan; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Díaz Nicolás; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Palma Flores Osvaldo; Pascal Allende Denise; Quintana Leal Jaime; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Silber Romo Gabriel; Tohá Morales Carolina; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Valenzuela Van Treek Esteban; Venegas Cárdenas Mario; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Alinco Bustos René; Chahuán Chahuán Francisco; Hales Dib Patricio; Isasi Barbieri Marta; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Tuma Zedan Eugenio.


-Se abstuvieron los diputados señores:


Arenas Hödar Gonzalo; Burgos Varela Jorge; Egaña Respaldiza Andrés; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Sule Fernández Alejandro.
CONDENA POR ATENTADO TERRORISTA EN LA CIUDAD DE TEL-AVIV.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 41, de los diputados señores Tuma, Ojeda, García, Paredes, Moreira, Araya, Insunza, Jiménez, Enríquez-Ominami y de la diputada señora Karla Rubilar.


“Considerando:


Que en el día de ayer se produjo un cruel atentado terrorista en la ciudad israelí de Tel-Aviv, que costó la vida a más de una decena de personas y dejó heridas, al menos, a otras cincuenta, lo que, sin duda, es un acto que merece reproche y condena.


Que, pese a los esfuerzos efectuados en los últimos decenios para conseguir la paz en Oriente Próximo, es una realidad que, mientras continúe la ocupación ilegal del territorio palestino por parte de Israel, se mantendrán las condiciones para que grupos radicales traten de alterar la convivencia entre dos naciones que necesitan vivir en paz, seguridad y armonía, única garantía del progreso y bienestar para sus pueblos.


Que es menester declarar que el terrorismo no es un instrumento de lucha legítima de los pueblos que buscan restablecer la legalidad internacional violentada. En consecuencia, junto al rechazo claro y categórico, sin confinamientos ni relativizaciones, cabe expresar la solidaridad con las víctimas, sus familias y con el pueblo israelí.


La Cámara de Diputados acuerda:

1.
Declarar su consternación y condena por el cruel atentado terrorista ocurrido en el día de ayer en la ciudad de Tel-Aviv, que costó la vida de más de una decena de civiles inocentes.

2.
Solicitar al ministro de Relaciones Exteriores que haga presente a las Embajadas de Israel y de la Autoridad Nacional Palestina que esta Corporación apoya todos los esfuerzos desplegados para traer la paz al Oriente Próximo, a partir del restablecimiento de la legalidad internacional vulnerada y de la supresión de todas las formas de terrorismo de los actores en conflicto, haciendo votos por una convivencia pacífica y segura entre los pueblos de Israel y Palestina.”

El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Iván Moreira.


El señor MOREIRA.- Señor Presidente, entiendo la referencia del diputado Patricio Hales respecto del proyecto que se votó anteriormente. Soy vicepresidente del Comité Chileno Palestino y quiero señalar que tenemos que actuar de la misma manera en casos similares. Ayer en esta Sala repudiamos fuertemente -con palabras quizás tan duras como las usadas en el proyecto de acuerdo anterior- el acto terrorista cometido por el ejército israelí al ingresar con tanques a una cárcel para sacar personas que estaban cumpliendo condenas.


Hay situaciones que no están bien en ningún lado. No podemos tener dos caras frente al terrorismo. Éste es un acto terrorista, igual que el ejecutado hace algún tiempo por Israel.


Tenemos que aprovechar esta instancia y oportunidad para manifestarnos por las resoluciones por la paz de Naciones Unidas. En Medio Oriente tiene que producirse un cambio de verdad. La paz la quieren los palestinos y también Mahmud Abbas, presidente de Palestina.


Sabemos que quienes gobiernan Palestina, el grupo Hamas, debe cambiar. Ese cambio tiene que ser ahora, porque no se puede justificar ningún acto terrorista. 


Por lo tanto, por la paz en Palestina e Israel, llamo a votar a favor de este proyecto de acuerdo, mucho más prudente, más abierto y solidario. En el anterior proyecto, que se refería al mismo tema, me abstuve porque las palabras fueron mal usadas. 


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Francisco Chahuán.


El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, coincido absolutamente con el diputado que me antecedió en el uso de la palabra, y quiero señalar que debemos condenar claramente cualquier acto de terrorismo y, en particular, el cometido ayer en Tel-Aviv, que dejó más de una docena de muertos y más de 50 heridos.


El terrorismo debe ser condenado no importando quien lo practique. Así como condenamos al estado de Israel por un acto de terrorismo en Gaza, con la misma fuerza pedimos que se condene este atentado en Tel Aviv y, además, se promueva la solución pacífica de la controversia a la luz del derecho internacional público. 


Coincidimos con la declaración de principios del Estado chileno, con coexistencia pacífica de dos estados, el palestino y el israelí, con fronteras delimitadas y en paz duradera sobre la base del derecho internacional.


Por lo tanto, llamamos a votar favorablemente el proyecto de acuerdo. 


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Díaz.


El señor DÍAZ (don Eduardo).- Señor Presidente, coincido con lo expresado por el diputado Ulloa, en cuanto a que hubo un problema reglamentario. En el proyecto de acuerdo anterior, un diputado hizo uso de la palabra para hablar en contra del proyecto N° 40, pero ocupó el tiempo para hablar a favor del proyecto N° 41. Ahí se provocó una situación incorrecta.


Por cierto, todos compartimos el espíritu de ambos proyectos: abogar por la paz en el Medio Oriente. Pero como Presidente del Comité Parlamentario Chileno-Israelí, tengo el deber de señalar que un considerando del proyecto de acuerdo N° 41 no es aceptable, por cuanto tácitamente justifica el uso de la violencia. Dice: “…mientras continúe la ocupación ilegal del territorio palestino por parte de Israel se mantendrán las condiciones para que grupos radicales traten de alterar la convivencia...” Eso no lo compartimos. 


Por eso, llamo a votar en contra del proyecto acuerdo.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Julio Dittborn.


El señor DITTBORN.- Señor Presidente, estoy sorprendido. En el proyecto de acuerdo N° 41 no se condena el asesinato de una docena de personas ayer en Jerusalén.


En el punto 1° se declara la consternación y condena, tenuemente, y en el 2° se plantea oficiar a las embajadas. En cambio, hace dos semanas cuando el ejército israelí ingresó a una cárcel -acto terrorista al que se refirió el diputado Moreira- hubo una condena clara y tajante de la Corporación, con mi voto en contra.


Hoy, correspondería condenar de igual forma, tajantemente y no sutilmente como lo manifiesta el proyecto.


Varios señores DIPUTADOS.- Claramente.


El señor DITTBORN.- Esta condena es sutil y la de hace una semana fue tajante y definitiva.


Me parece que se está actuando con patrones distintos. Todo esto nace de un error madre: que la Cámara se involucre y juzgue hechos que ocurren en conflictos armados lejanos a nosotros. Involucrarnos en eso para condenar en general es lo que provoca problemas con las palabras. A mi juicio, una condena tajante hace una semana y una condena tenue en este proyecto de acuerdo.


Por eso, votaré en contra del proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 38 votos; por la negativa, 3 votos. Hubo 11 abstenciones.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Alinco Bustos René; Alvarado Andrade Claudio; Becker Alvear Germán; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Chahuán Chahuán Francisco; Delmastro Naso Roberto; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Álvaro; Espinoza Sandoval Fidel; Galilea Carrillo Pablo; Girardi Briere Guido; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Paredes Fierro Iván; Pascal Allende Denise; Recondo Lavanderos Carlos; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Tuma Zedan Eugenio; Uriarte Herrera Gonzalo; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Patricio.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Díaz Del Río Eduardo; Dittborn Cordua Julio; Silber Romo Gabriel.


-Se abstuvieron los diputados señores:


Álvarez Zenteno Rodrigo; Arenas Hödar Gonzalo; Burgos Varela Jorge; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Goic Boroevic Carolina; Salaberry Soto Felipe; Ulloa Aguillón Jorge.
VII. INCIDENTES

PRECISIÓN SOBRE LOS ALCANCES DEL DECRETO SUPREMO N° 211, de 1991, DE TRANSPORTES, SOBRE COMERCIALIZACIÓN DE VEHÍCULOS EN ZONAS FRANCAS. Oficio.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra la diputada señora Marta Isasi.


La señora ISASI (doña Marta).- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Sergio Espejo Yaksic, a fin de que aclare los alcances del decreto supremo N° 211, de 1991, que fue modificado por el decreto supremo N° 95, publicado el 31 de agosto de 2005 en el Diario Oficial, que incide en la comercialización de vehículos de zona franca. 


Se trata de una normativa que ha generado un clima de incertidumbre en Iquique, puesto que diferentes actores que se verán afectados por su aplicación -comenzará a regir a contar del 31 de mayo de este año para los vehículos medianos, y desde el 1° de septiembre para los pesados- argumentan total desconocimiento del tema, por cuanto nunca se les habría hecho llegar la normativa. Ésta, si bien fue publicada en el Diario Oficial, ha sido calificada de difícil acceso, ya que no han logrado obtenerla para su análisis. Según expresan, tampoco habrían tenido respuesta de las autoridades para debatir y aunar criterios que permitan adelantarse a los hechos.


Debido a la premura del tiempo, si la solución es simple y pasa por homologar o acreditar los vehículos, como argumenta el señor Manuel Mesa Herrera, seremi de Transportes de la Primera Región, solicito cuanto antes la presencia en Iquique del director del Centro de Control y Certificación Vehicular, Alfonso Cádiz, a fin de regularizar las acreditaciones respectivas y evitar paralizaciones -en Iquique, se ha llamado a una para el día 25 de abril- que entorpezcan el diálogo.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

INFORMACIÓN SOBRE LOS PUERTOS INTEGRADOS PARA EL FORTALECIMIENTO DEL CONO SUR Y LA FECHA DE APERTURA DEL HITO 52. Oficio.


La señora ISASI (doña Marta).- En segundo lugar, pido que se oficie al ministro de Relaciones Exteriores, señor Alejandro Foxley, a fin de solicitar que se aclare la idea de potenciar los puertos integrados, premisa que desde hace mucho tiempo respalda mi colectividad, el Partido -o ex partido en vías de reorganización- de Acción Regionalista, por el cual fui elegida diputada, quebrando el sistema binominal.


Dicho secretario de Estado sostuvo que la iniciativa de los puertos que fortalecerán el Cono Sur se materializará con la unión de los comprendidos entre Santos, en Brasil, y Antofagasta, en el norte de Chile. Al respecto, deseo saber si se incluirá a los terminales de Arica e Iquique.


No concibo una política de relaciones bilaterales sin la incorporación de dichas ciudades, tan importantes en el concierto de la macrozona norte, sobre todo en el caso de Iquique, que cuenta con un puerto de gran calado. Además, están las posibilidades que ofrecen Patillos y Patache.


Por otra parte, solicito que el señor ministro informe sobre la fecha de apertura del hito 52, corredor central de la provincia de Iquique.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

COMPETITIVIDAD DE LA ECONOMÍA.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Alberto Cardemil.


El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, en la sesión N° 48, de octubre de 2005, la Cámara abordó la competitividad de la economía chilena, en consideración a la caída del precio del dólar de Estados Unidos de América.


En esa sesión, de suyo interesante, en que participaron todas las bancadas, la Cámara, por unanimidad, aprobó el proyecto de acuerdo N° 698, que habla por sí solo. Así, por ejemplo, en su parte resolutiva, establecía lo siguiente:


“1. Convocar a las autoridades económicas para que incorporen la consideración de la competitividad de la economía en la determinación de la política monetaria, especialmente en lo relativo a la caída del precio del dólar estadounidense.


2. Reconocer la importancia de un adecuado nivel de competitividad de la economía, tanto para la viabilidad y el progreso de las empresas -especialmente, las pequeñas y las medianas- como para la sostenibilidad en el mediano y largo plazo de los logros en materia de estabilidad de precios.


3. Impulsar la adopción de medidas para impedir que la bonanza en las actuales condiciones externas de la economía, eventualmente transitoria, se refleje en un deterioro de la competitividad adicional al ya ocurrido, que dejaría daños permanentes en las empresas.


4. Hacer un llamado a las autoridades para que informen mejor y en forma más oportuna sobre la evolución y las perspectivas del tipo de cambio.


5. Solicitar a la autoridad un mejoramiento cualitativo de los indicadores de competitividad para los sectores exportadores y sustituidores de importaciones del país, teniendo presente que el actual índice de tipo de cambio real calculado por el Banco Central corresponde a una medida abstracta de la competitividad del país, insuficiente para las necesidades de información de las empresas.


6. Demandar a las autoridades competentes transformar los indicadores de tipo de cambio real y competitividad y el análisis de los mismos en guías más precisas acerca de lo que el sector empresarial puede esperar en materia de tipo de cambio, especificando las políticas por adoptar ante diferentes eventos.


7. Hacer notar a las autoridades la necesidad de identificar medidas concretas que pongan límite al deterioro que está experimentando la competitividad de la economía nacional.


8. Requerir de la autoridad una definición respecto de la caída máxima del tipo de cambio que considera tolerable, con el fin de desincentivar la actividad especulativa que produce la apreciación del tipo de cambio.


9. Dar a conocer las medidas monetarias, cambiarias, fiscales o del ámbito en que resulten necesarias para impedir la profundización del actual desequilibrio del tipo de cambio respecto de los niveles sostenibles en el mediano y largo plazo.”.


Si se hubiera considerado este acuerdo y el ministro de Hacienda y el presidente del Banco Central, cada uno en la órbita de sus atribuciones, hubieran respondido a la preocupación de esta Cámara e informado algunas medidas, posiblemente, el deterioro considerable de la divisa norteamericana, que hoy preocupa al país, podría haber tenido otro desenlace.


Lo grave es que este acuerdo unánime de la Cámara de Diputados, que acordó oficiar al ministro de Hacienda y al presidente del Banco Central, ni siquiera ha sido respondido. Tengo la certificación correspondiente de la Secretaría en tal sentido, lo que revela que este acuerdo no fue tomado en cuenta ni siquiera para acusar recibo.


Ante el debate y la situación existentes, pido que se oficie al actual ministro de Hacienda, al presidente del Banco Central -es el mismo que había al momento de aprobar el proyecto de acuerdo- y a la Presidenta de la República, a fin de que se informen que las recomendaciones y peticiones incluidas en ese acuerdo de la Cámara de Diputados respecto de un tema tan sensible para nuestros productores, especialmente para los más pequeños, fueron adoptadas por unanimidad.


He dicho. 

El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que así lo indican.


PRONUNCIAMIENTO SOBRE APLICACIÓN DE DECRETO 95, DE 2005, MODIFICATORIO DEL N° 211, DE 1991, DEL MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES. Oficio.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Galilea.


El señor GALILEA.- Señor Presidente, adhiero a la inquietud planteada por la diputada Marta Isasi en relación con el decreto 95, de 2005, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que a partir de julio del presente año prohibirá el ingreso de vehículos con sello rojo, petroleros, en su gran mayoría japoneses.


A lo mejor, esta medida se inspira en el legítimo interés por disminuir la contaminación en la Región Metropolitana, pero resulta absolutamente innecesaria en aquellas regiones en que estamos haciendo uso de la franquicia de zona franca: Primera Región, Región de Magallanes y a la extensión de zona franca de Magallanes, en la Región de Aisén y provincia de Palena. 


En la Región de Aisén han ingresado 1.200 vehículos, que representan el 90 por ciento de las mercaderías ingresadas como consecuencia del beneficio de zona franca. Sin embargo, la aplicación de la norma del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estaría dejando en letra muerta el espíritu del legislador, que pretendía otorgar garantías a los ciudadanos de regiones extremas para mejorar su calidad de vida a través de la adquisición de vehículos a bajo costo.


La aplicación de esta norma va a significar sólo el ingreso de vehículos homologados, americanos y bencineros a un costo muy superior a los que hoy tienen los vehículos japoneses petroleros, lo que, sin duda, va a dejar fuera del mercado a muchas personas que, como consecuencia del costo de los mismos, tenían la facilidad de acceder a esa franquicia.


Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro de Transportes y Telecomunicaciones a fin de que se pronuncie sobre el decreto 
N° 95 de 2005 y para que estudie la posibilidad de derogarlo o cambiarlo, porque, de lo contrario, la ley de zona franca, que beneficiaba a las regiones extremas, se va a transformar en letra muerta.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Marta Isasi.

ANTECEDENTES DE CIRCULAR SOBRE POLÍTICAS Y REMUNERACIONES DE EJECUTIVOS DE EMPRESAS PÚBLICAS. Oficio.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, con fecha 18 de marzo de 2003, quien a la sazón era el presidente del Sistema de Empresas Públicas, SEP, don Carlos Mladinic, remitió a todos los presidentes y directorios de dicho Sistema un oficio circular en el que se indicaban políticas para selección, designación, evaluación, remuneraciones e indemnizaciones a ejecutivos de empresas públicas.


Por lo tanto, pido que se oficie al presidente del Sistema de Empresas Públicas, señor Patricio Rojas, a fin de que nos informe sobre la vigencia de la circular del 18 de marzo de 2003, en términos generales, y, en particular, a su apartado relativo a las remuneraciones en que señala como límite el sueldo del presidente del Banco Central. 


Voy a entregar a la Mesa, efectus vivendi, copia del oficio cuya certificación y vigencia solicito. 


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

MEJORAMIENTO DE ATENCIÓN MÉDICA EN INTERCONSULTAS DE BENEFICIARIOS DE PLAN AUGE. Oficio.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Vallespín.


El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, quiero señalar una situación que se puede repetir en otros lugares y que afecta a beneficiarios del Plan Auge o Garantías Explícitas de Salud, que tiene que ver con la inasistencia, muchas veces sin justificación previa, de los médicos cuando se produce la interconsulta; es decir, cuando los pacientes del consultorio son derivados al hospital y tienen que validar el diagnóstico del consultorio.


Esta situación me preocupa, porque de alguna manera se puede estar vulnerando el espíritu de la garantía explícita en salud, ya que los pacientes que esperaban atención médica esa mañana reciben una nueva hora para tres o cuatro meses después, con lo cual quienes sufren, por ejemplo, artrosis de cadera y tienen garantizados ocho meses después del diagnóstico o de la intervención, en los hechos se transforman en once o doce meses.


Por lo tanto, solicito que se envíe un oficio a la ministra de Salud, a fin de que defina los mecanismos para que esa situación no se repita y, obviamente, se busque la atención de aquellas personas al día siguiente o, a más tardar, a la semana siguiente, porque de lo contrario se está dañando la garantía que deben ejercer, lo que va en desmedro de su salud y protección. 


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los señores diputados que así lo indican a la Mesa.

IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICA DE SALUD PREFERENCIAL PARA ADULTO MAYOR. Oficio.


El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, solicito que se envíe un oficio a la ministra de Salud, con el objeto de implementar una política de salud preferencial para el adulto mayor, ya que hoy no existe -sólo hay medidas no articuladas unas con otras-, en la cual consideren al menos, los siguientes puntos:

1)
Atención preferencial para adultos mayores en lo que respecta a la entrega de medicamentos y que hoy no se hace.

2)
Una asignación preferencial de horas en hospitales, que hoy tampoco existe; es decir, un tratamiento preferencial para el adulto mayor que consiste en: 


-Adecuar los boxes en los hospitales cuando corresponda.


-Impulsar una red de apoyo para el cuidado de los adultos mayores, ya que, muchas veces, no tienen quien los cuide.


-Crear centros comunitarios y de cuidados diario del adulto mayor.


-Desarrollar capacidades hospitalarias en los hospitales más importantes de cada región para la rehabilitación afectiva, cognitiva y osteomuscular de los adultos mayores, pues hoy no existen esos espacios en los hospitales.


-Generar mecanismos o incentivos que promuevan el cuidado domiciliario de adultos mayores postrados y con dependencia leve o moderada, ya que, obviamente, no tienen la posibilidad de desplazarse a muchos lugares. En otras palabras, generar una política pública de incentivo que permita que ellos puedan ser cuidados y protegidos en sus respectivos domicilios.


Espero que la señora ministra responda en forma afirmativa esta solicitud.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

ANTECEDENTES SOBRE DISTRIBUCIÓN DE FONDOS EN PROYECTO DE PAVIMENTACIÓN VIAL DE REGIÓN METROPOLITANA. Oficios.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Duarte.


El señor DUARTE.- Señor Presidente, el jueves 13 de abril pasado, en un medio de comunicación se informó que la Intendencia de la Región Metropolitana estaría licitando, a través del programa Chilecompra, una asesoría para la realización de un nuevo catastro sobre los hoyos, baches o eventos que existirían en las calles de Santiago. Esta asesoría, según se consigna en la información de prensa, tendría un costo muy significativo de recursos para el gobierno metropolitano.


Estamos conscientes de que la mantención de pavimentos de las calles de Santiago es un tema complejo que implicará esfuerzos durante varios años y un volumen muy significativo de recursos. Según estudios realizados por el Servicio de Vivienda y Urbanismo, serían alrededor de 66 mil los baches existentes en las calles, y los recursos destinados a la mantención de aquellos superarían los 150 mil millones de pesos.


En agosto recién pasado, fuimos testigos del trabajo que impulsó la Intendencia de Santiago, en conjunto con los 52 alcaldes de la Región Metropolitana, para hacer un catastro de las situaciones más urgentes que presentaba la pavimentación urbana. En dicho catastro se determinó la existencia de varios miles de hoyos, baches o eventos. En esa época, el gobierno destinó 5 mil 500 millones de pesos para resolver el problema.


Por tanto, solicito oficiar al Intendente de la Región Metropolitana, a fin de que informe a esta Cámara cómo fueron distribuidos esos dineros, a qué comunas fueron asignados y qué superficie de pavimentación no logró cubrir.


De igual forma, que informe acerca de este nuevo catastro, cuál es el costo presupuestado para financiar dicho estudio, cuáles son los recursos disponibles en el presente año para la mantención vial en la Región Metropolitana y cuál es la distribución comunal que dicho gobierno regional, si así lo ha hecho, tiene destinado efectuar.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo indican.

CORRECCIONES ADMINISTRATIVAS Y PROGRAMÁTICAS EN TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE. Oficios.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el diputado señor Enríquez-Ominami.


El señor ENRÍQUEZ-OMINAMI.- Señor Presidente, entendido los últimos acontecimientos relativos a la estructuración del directorio de TVN y las sanciones que se le han aplicado por el incumplimiento de la normativa que lo regula, y considerando que el 85 por ciento de la población de Chile mantiene sus televisores encendidos durante todas las noches la mitad del año; que, en promedio, las mujeres chilenas ven cuatro horas diarias de televisión y los hombres, tres; que Chile registra uno de los índices más altos de consumo de televisión per cápita en Latinoamérica; que hemos decidido que TVN sea una de las pocas empresas públicas del país, con las consecuencias que ello conlleva; que su directorio no representa a las minorías ni da cuenta de la diversidad cultural de la nación, como tampoco lo hace el sistema electoral que nos rige, y que hoy se discute quién será el director ejecutivo de TVN, pido que se oficie al presidente del Consejo Nacional de Televisión, al presidente de Televisión Nacional de Chile, al director ejecutivo de TVN y al Presidente del Senado, a fin de solicitarles lo siguiente:

1.
Que se abra un debate público, plural e inclusivo sobre la necesidad de mantener una televisión pública con mayor pluralismo que el que TVN ofrece actualmente.

2.
Que se revise la normativa que regula a TVN, con el propósito de que su directorio rinda una cuenta semestral pública al Senado. Si lo hace el Banco Central de Chile, uno de los más autónomos del mundo, ¿por qué no también TVN?

3.
Que se complementen los criterios que determinan la composición de su directorio, de modo que éste represente la pluralidad y diversidad de la nación y que no se limite sólo a reproducir la representatividad del Senado, cuyos miembros son elegidos mediante el sistema electoral binominal, que claramente no representa a las minorías del país.

4.
Que se modifique el artículo 4°, letra b), de la ley de Televisión Nacional de Chile, en el sentido de que su directorio sea propuesto por el Senado, con acuerdo del Presidente de la República, y no por el Presidente de la República con acuerdo del Senado.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indiquen a la Mesa.

MEJORAMIENTO DE CONDICIONES LABORALES DE BUZOS DE LA DÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el honorable diputado Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, quiero mostrar a los colegas una imagen del diario El Llanquihue, de Puerto Montt, del miércoles 12 de abril, uno de cuyos titulares señala: “Nueva muerte de buzos eleva a 16 las víctimas en un año y medio”, para dar cuenta de la grave situación que afecta a la Décima Región producto de las constantes muertes de personas que se dedican al buceo en las diferentes salmoneras de nuestra región.


En ese sentido, quiero pedir que se oficie a la Presidenta de la República, a la subsecretaria de Marina y al subsecretario de Pesca, a fin de que se interioricen de esta grave situación, que se traduce en una cifra muy elocuente: un buzo mariscador muerto mensualmente, circunstancia que, sin duda, nos alarma, nos preocupa y nos obliga éticamente a plantear aquí las causas, desde nuestro punto de vista, de estos lamentables hechos.


En las diferentes comunas de la Décima Región hay aproximadamente tres mil buzos mariscadores. Con el importante desarrollo que ha experimentado la salmonicultura, se requiere el trabajo permanente de buzos. Es así como se habla de 800 faenas de buceo diarias, que comprenden limpieza e instalación de redes, retiro de mortalidad y fondeo de las balsas jaulas.


Por eso, lo que exigimos -lo digo con mucha fuerza y firmeza- es que la Subsecretaría de Marina, organismo encargado de la fiscalización de un área tan importante y sensible del quehacer laboral de la Décima Región, cumpla con la función que la ley le encomienda: velar por que cada empresa salmonera que contrata buzos para el desarrollo de sus actividades cuente con la indumentaria y el equipamiento necesarios para que esos trabajadores no estén expuestos al riesgo de morir. 


Hemos escuchado con asombro al gerente general de SalmonChile, señor Rodrigo Infante, señalar que hoy las empresas están buscando mayores niveles de seguridad. ¿De qué seguridad habla, cuando en nuestra región tenemos un buzo muerto al mes? El mismo señor Infante dice que están conscientes de los peligros que conllevan las faenas de buceo y que los riesgos son inherentes a esta actividad. Por lo tanto, no existe riesgo cero.


El señor Mauricio López, director del Área de Seguridad Social de la Federación de Sindicatos de Salmoneros de Quellón, manifestó que lo más probable es que a la próxima le toque a él, a un compañero o a un familiar, refiriéndose a la gravedad del hecho que estamos denunciando. Incluso, algunos parlamentarios han planteado que éste es un problema de salud pública, y hacen un llamado a los sectores público y privado, a fin de que aúnen esfuerzos y doten a la región de mejores estructuras sanitarias, haciendo mención a las cámaras hiperbáricas.


Pero, tal como lo ha planteado la directora del Trabajo, creo que aquí existe responsabilidad de las empresas, que deberían invertir en mejores equipamientos: máscaras faciales, botellas de respeto, cordones umbilicales, consolas; en fin, tantos utensilios necesarios para dar seguridad a los buzos.


El secretario de la Asociación de Buzos, señor Héctor Vera, ha planteado un tema vital y que no está alejado de lo que requeriría cualquier ciudadano: que se respeten las leyes, y así evitar que haya más muertos en este tipo de actividad.


Por eso, es bueno sacar a relucir lo que sucede en otros países. Por ejemplo, en toda Europa muere un buzo al año. En nuestra región muere uno al mes, lo que es muy grave. En Europa jamás ocurriría esto. Si sucediera en Holanda, significaría el cierre de una empresa. Nosotros no queremos eso, sino que a las empresas salmoneras les vaya bien; pero junto con esto, paguen buenos salarios a sus trabajadores y que respeten el medio ambiente y la vida humana.


Agradeciendo los minutos que nos concedió el Comité Demócrata Cristiano, quiero decirles algunas cosas a los señores Rodrigo Infante y Carlos Vial, presidente de SalmonChile.


Primero, que han sido muy inhumanos en algunos de sus planteamientos. Si bien ninguna actividad laboral tiene riesgo cero, no muere necesariamente un trabajador al mes.


Segundo, es necesario que inviertan en equipos y en capacitación adecuada. No queremos que nuestros salmoneros sean acusados de dumping, porque no invierten en equipos para economizar, ganar más dinero y llenarse los bolsillos.


Tercero, estos señores deben ser más humanos, pues detrás de cada buzo hay una familia e hijos. Por eso, los llamo a no buscar lo más barato para economizar, sino buenos precios, pero por equipos adecuados y de calidad, como los que he mencionado.


Cuarto, que sepan que en estas condiciones no podrían operar en países de la Unión Europea. Jamás podrían llevar a cabo las actividades que desarrollan en nuestra región, si rompen los estándares del medio ambiente y no ofrecen seguridad a los buzos, porque en esos países les aplicarían todo el rigor de la ley y, seguramente, sus empresas no podrían seguir funcionando.


Por último, en nombre de las familias de los buzos de la Décima Región, solicitamos más cooperación. Por ejemplo, que no se permita que algunas empresas contraten a sus trabajadores para realizar una dualidad de funciones; es decir, para que trabajen como buzos y como operarios, a la vez, de manera que después de bucear durante tres o cuatro horas, un buzo tenga que cumplir labores de operario en tierra. Eso es inhumano y en ningún país del mundo es aceptable laboralmente. Y lo digo con responsabilidad, porque tengo en mis manos un contrato de la empresa salmonera Trusal, que comprueba que existen actos que están al margen de la normativa, de la ética y de la buena conducta que todos los empresarios deben tener con sus trabajadores.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia integra de su intervención, con la adhesión de los diputados que así lo señalen a la Mesa y de quien habla.

SITUACIÓN DE PESCADORES ARTESANALES DE LA NOVENA REGIÓN. Oficios.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el honorable diputado Fernando Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, el próximo 30 de abril debería entrar en vigencia el artículo 50 A, de la ley General de Pesca, el cual permitiría a los pescadores artesanales el reemplazo de las embarcaciones pequeñas, en desuso o en mal estado por otras que les permitan realizar mejor su actividad.


Al respecto, presenté una indicación al proyecto que debatimos hoy, para excluir a la Novena Región de La Araucanía del compromiso adoptado por la Sala de prorrogar nuevamente la prohibición de reemplazar las embarcaciones.


¿Por qué pedí esto? Porque la Novena Región ha sido castigada y discriminada, antes y ahora, por la subsecretaría de Pesca. No se le permite pescar la sardina y la anchoveta, que están dentro de las 5 millas destinadas a la pesca artesanal. No hay cuotas, ni siquiera para investigación; pero ahí están pululando los dos millones y medio de toneladas de sardina y anchoveta. Si se autorizara la pesca sólo del 5 por ciento de esos recursos, por lo menos para investigación, ello permitiría el despegue económico de la región, la más pobre de Chile. Sin embargo, se les prohíbe la pesca de esos recursos.


Como si esto fuera poco, desde el 2003, la ley les prohíbe aumentar el tamaño de sus naves. Con embarcaciones más grandes podrían capturar otras especies, tales como la merluza común, el congrio dorado, la reineta y la manta raya, que se encuentran poco más adentro de las 5 millas. Pero con sus barquitos actuales, que tienen cinco o siete metros de eslora, no pueden adentrarse en el mar inhóspito más allá de dos o tres millas de la costa. Entonces, por un lado, se les prohíbe pescar lo que está a orillas de la costa y, por otro, también les prohibimos que puedan reemplazar sus naves.


Quiero felicitar y rendir un homenaje a los valientes diputados que me acompañaron en mi petición: Enrique Accorsi, Álvaro Escobar, Alberto Robles, Mario Venegas, Jorge Burgos, Marcos Espinosa, Marco Núñez, señora Laura Soto, Eduardo Díaz, Carlos Abel Jarpa, Jaime Quintana y Alejandro Sule. Los demás diputados o ignoran lo que está pasando, o les falta espíritu solidario con los modestos pescadores artesanales, o tienen compromisos con los industriales de la pesquería, que bien sabemos quiénes son. Quiero pensar que ignoran el problema y que, por eso, han discriminado, una vez más, a una región que tiene 600 pescadores artesanales y 23 permisos de pesca, pero que en estos momentos no tienen posibilidad alguna de pescar.


La Décima y Octava regiones tienen suficientes recursos. Por ejemplo, en la Octava Región hay 350 naves de pesca y pueden salir a pescar sin problemas. Sin embargo, en la Novena Región seguimos condenando a morir de hambre a los modestos pescadores artesanales.


Por lo tanto, pido que se oficie, con copia de mi intervención, al intendente de la Región de La Araucanía y a los concejos de las empobrecidas comunas de Toltén y Puerto Saavedra, con el fin de que sepan bien dónde están los que acompañan a los modestos, a los humildes, y dónde están los diputados que sólo acompañan a los poderosos.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.


En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.

REINSTALACIÓN DE BANCA DE EMPRESAS EN PROVINCIA DE CAUQUENES. Oficio.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el honorable diputado Guillermo Ceroni.


El señor CERONI.- Señor Presidente, en una de las provincias que represento, concretamente Cauquenes, existe un problema que afecta a muchos pequeños empresarios.


En esa ciudad, el Banco del Estado mantenía, hasta hace muy poco tiempo, la denominada banca de empresa para toda la provincia de Cauquenes, y en ella se atendía a los pequeños y medianos empresarios, los que, si tenían acceso a créditos, podían embarcarse en alguna acción empresarial, hacer crecer las ya emprendidas y, finalmente, generar algo que es tan importante: empleos, trabajo. 


En las regiones en general, la pequeña y mediana empresa, precisamente puede generar mucho trabajo. Por eso, encuentro muy acertado lo que plantea el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, en el sentido de apoyar al máximo a la pequeña y mediana empresa.


Pero el Banco del Estado, en vez de facilitar y hacer más rápido el acceso de los pequeños y medianos empresarios a la banca, trasladó la agencia de Cauquenes a Parral, con lo cual ahora toda la gente de la provincia que quiere iniciar actividades debe concurrir al Banco del Estado en Parral para realizar cualquier gestión. Eso, por supuesto, entorpece la acción de quien quiera ser un pequeño o mediano empresario; va contra la política del Gobierno de descentralizar y, además, se contradice con las propias palabras del Presidente del Banco del Estado, el que, cuando el 10 de abril se dirigió a los trabajadores de esa institución, proclamó: “El acceso a la modernidad y a la inclusión social dando servicios financieros básicos a todos los segmentos sociales en forma cercana, masiva y a bajo costo, apoyando decididamente el emprendimiento de miles de empresarios”. Ésa era su propuesta. Pero, con las medidas a que he hecho mención se contradice totalmente.


Por lo tanto, solicito oficiar al presidente del Banco del Estado, señor José Luis Mardones Santander, con el objeto de que adopte las medidas para que nuevamente en Cauquenes podamos tener una banca de empresas. 


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, al que se adjuntará el texto íntegro de su intervención, con la adhesión de quien preside.
ENDEUDAMIENTO DE PEQUEÑOS Y MEDIANOS AGRICULTORES. Oficio.


El señor CERONI.- Señor Presidente, por otra parte, hace mucho tiempo que estoy planteando la necesidad urgente de solucionar el problema de miles de pequeños y medianos agricultores que tienen deudas con Indap, porque se involucraron en proyectos 



que fracasaron. A raíz de eso, ahora no pueden pagar y se están empobreciendo cada día más.


El Estado no puede recuperar los dineros. Como ellos no tienen acceso a otros créditos ni pueden postular a nuevos proyectos, se están simplemente empobreciendo. Así, pierden los pequeños agricultores y el Estado. 


Por lo tanto, es necesario buscar una solución al problema de endeudamiento de los agricultores con Indap. La Presidenta Bachelet planteó que eso se iba a ver en su gobierno. 


Por lo expuesto, solicito oficiar al ministro de Agricultura para que el director nacional de Indap, lo más pronto posible, les dé una respuesta respecto del endeudamiento a miles de pequeños agricultores.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, al que se adjuntará el texto íntegro de su intervención, con la adhesión de quien preside.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-La sesión se levantó a las 15.34 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. la Presidenta de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior. (boletín N° 3224-04).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 17.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; PAULINA 
VELOSO VALENZUELA, Ministra Secretaria General de la Presidencia”.

2.
Oficio de S.E. la Presidenta de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que renueva la vigencia de la ley N° 20.049, que suspende el reemplazo de inscripciones en el registro pesquero artesanal. (boletín N° 4147-21).

Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; PAULINA 
VELOSO VALENZUELA, Ministra Secretaria General de la Presidencia”.

3.
Informe Complementario de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, recaído en el proyecto de ley que crea la XV Región de Arica y Parinacota y la provincia del Tamarugal, en la Región de Tarapacá. (boletín Nº 4048-06-1ª)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, en cumplimiento del Acuerdo adoptado por la Sala en sesión del 7 de marzo, pasa a emitir un informe complementario respecto del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, de origen en un Mensaje, en primer trámite constitucional y reglamentario, con urgencia calificada de “simple”, la cual fue hecha presente por el Ejecutivo el día 4 de abril. 


Cabe recordar que con fecha 19 de enero del presente año la Secretaría de la Comisión expidió el primer informe sobre el proyecto individualizado, el cual fue rendido en la sesión de Sala del día 7 de marzo último por la ex diputada doña Rosa González. Sin embargo, en dicha sesión se resolvió, por una parte, no votar la iniciativa y, por la otra, devolver los antecedentes a la Comisión Técnica, para que este órgano emitiera un nuevo informe, sin especificar cuál ha de ser el contenido del mismo. La Comisión estimó que tal informe debía consignar el punto de vista de las autoridades del Ejecutivo que asumieron el 11 de marzo de este año.


Durante el estudio del proyecto en este trámite, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del ministro del Interior, don Andrés Zaldívar; de la subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano; del jefe de la División Legislativa de este último organismo, señor Rodrigo Cabello; y del funcionamiento de esa repartición, señor Luis Angulo.

-o-

En razón del cometido que se encargó a la Comisión, ésta solicitó a las autoridades de gobierno arriba individualizadas la entrega de más información que avale la iniciativa de crear la Región de Arica y Parinacota, con el propósito de incluirla en este informe, de carácter complementario de aquél emitido en diciembre de 2005.


Con respecto a lo anteriormente señalado, se consignan a continuación los antecedentes que dio a conocer el Ejecutivo en el seno de la Comisión.


En primer lugar, señaló que la determinación del gobierno de acelerar -vía urgencia “simple”- el despacho del proyecto de creación de la región en referencia obedece tanto al interés en ese sentido manifestado por varios parlamentarios, como al hecho de que el tema fue priorizado por el ex Presidente Lagos y, en fecha más reciente, por la actual Primera Mandataria. 


Agregó que en la provincia de Arica existen un conjunto de instituciones y servicios públicos que superan en número y relevancia a los que hay en las demás provincias del país. Ello, evidentemente, aminora el costo de establecimiento de la región si se le compara con el que demandaría la aplicación de la misma iniciativa en una cabecera regional tipo.


Por otra parte, la condición internacional bifronteriza de las provincias de Arica y Parinacota, sumada a sus peculiaridades étnico-culturales, demanda la definición de estrategias de desarrollo propias, con capacidad de gobierno y administración in situ, distante de los centros de decisión regional y nacional (Iquique y Santiago, respectivamente). A la fecha, la singularidad de estos territorios ha tenido un impacto negativo en la integración intrarregional.


En cuanto a la creación de la provincia del Tamarugal, capital Pozo Almonte, en la actual región de Tarapacá, su fundamento estriba no sólo en el mandato de la Carta Magna (artículo 110) en orden a que cada región debe estar conformada por, a lo menos, dos provincias, sino, además, en el hecho de que la provincia de Iquique exhibe dos realidades territoriales y demográficas muy diversas: una, la del litoral, con una alta concentración de habitantes y de actividades tales como la pesca, los servicios portuarios, etc.; y la del altiplano, con un vasto territorio escasamente poblado y una amplia área limítrofe con Bolivia, cuyas actividades económicas son esencialmente de carácter agropecuario extensivo, además de la minería. Acerca de esto último, se señaló que en la nueva provincia propuesta se encuentran localizados tres megaproyectos de la gran minería del cobre, a saber: como Colorado y Quebrada Blanca, en la comuna de Pozo Almonte, y doña Inés de Collahuasi, en la comuna de Pica.


Precisó, finalmente, que el proyecto no consulta en lo inmediato un incremento del número de senadores. En efecto, sólo a partir de los comicios parlamentarios de 2009 se creará una nueva circunscripción en la nueva Región de Arica y Parinacota.

-o-

Se designó diputado informante al señor Paredes, don Iván. 

Tratado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de los días 4 y 11 de abril de 2006, con asistencia de los señores De Urresti, don Alfonso (Presidente); Ascencio, don Gabriel; Bauer, don Eugenio; Becker, don Germán; Delmastro, don Roberto; Duarte, don Gonzalo; Egaña, don Andrés; Estay, don Enrique; Farías, don Ramón; Hernández, don Javier; señora Isasi, doña Marta; Jaramillo, don Enrique; Ojeda, don Sergio; Paredes, don Iván; señora Pascal, doña Denise; señora Tohá, doña Carolina; señora Valcarce, doña Ximena; y Von Mühlenbrock, don Gastón. 


Sala de la Comisión, a 12 de abril de 2006.


(Fdo.): SERGIO MALAGAMBA STIGLICH, Abogado Secretario de la Comisión”.
4.
Informe Complementario de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, recaído en el proyecto de ley que crea la XIV Región de Los Ríos y la provincia de Ranco en su territorio. (boletín Nº 4049-06-1ª)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, en cumplimiento del Acuerdo adoptado por la Sala en sesión del 7 de marzo, pasa a emitir un informe complementario respecto del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, de origen en un Mensaje, en primer trámite constitucional y reglamentario, con urgencia calificada de “simple”, la cual fue hecha presente por el Ejecutivo el día 4 de abril. 


Cabe recordar que con fecha 19 de enero del presente año la Secretaría de la Comisión expidió el primer informe sobre el proyecto individualizado, el cual fue rendido en la sesión de Sala del día 7 de marzo último por el ex diputado don Exequiel Silva. Sin embargo, en dicha sesión se resolvió, por una parte, no votar la iniciativa y, por la otra, devolver los antecedentes a la Comisión Técnica, para que este órgano emitiera un nuevo informe, sin especificar cuál ha de ser el contenido del mismo. La Comisión estimó que tal informe debía consignar el punto de vista de las autoridades del Ejecutivo que asumieron el 11 de marzo de este año.


Durante el estudio del proyecto en este trámite, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del ministro del Interior, don Andrés Zaldívar; de la subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano, del jefe de la División Legislativa de este último organismo, señor Rodrigo Cabello; y del funcionario de esa repartición, señor Luis Angulo.

-o-

En razón del cometido que se encargó a la Comisión, ésta solicitó a las autoridades de gobierno arriba individualizadas la entrega de más información que respalde la iniciativa de crear la Región de los Ríos, con el propósito de incluirla en este informe, de carácter complementario de aquél emitido en diciembre de 2005.


Con respecto a lo anteriormente señalado, se consignan a continuación los antecedentes que dio a conocer el Ejecutivo en el seno de la Comisión.


En primer lugar, señaló que la determinación del gobierno de acelerar -vía urgencia “simple”- el despacho del proyecto de creación de la región en referencia obedece tanto al interés en ese sentido manifestado por varios parlamentarios, como al hecho de que el tema fue priorizado por el ex Presidente Lagos y, en fecha más reciente, por la actual Primera Mandataria.


La iniciativa de crear esta Región se basa en antecedentes de carácter técnico sustentados en diversos estudios, análisis y propuestas para atenuar o revertir los efectos de la inadecuada configuración actual de la X región. Entre los antecedentes se consulta la realización de múltiples reuniones, encuentros y seminarios en los que participaron las principales autoridades y representantes de actividades de los distintos territorios involucrados en la modificación política administrativa en informe.


Abona también la creación de la Región de los Ríos la circunstancia de existir en la actual provincia de Valdivia un conjunto de instituciones, esencialmente servicios públicos, notoriamente mejor implementados al de la mayoría de las otras provincias del país. Lo anterior, como es natural, significa que el costo de instalación de la nueva región es inferior al que demandaría establecer una cabecera regional en otra provincia.


La creación de esta región se basa en aspectos territoriales, históricos y geográficos que han dificultado su efectiva integración dentro de la actual región de Los Lagos. Al respecto, cabe recordar que existe una gran distancia entre el extremo norte de la X región, representado por la provincia de Valdivia, y el territorio más austral de aquélla, a saber, la provincia de Palena. Ello, sin perjuicio de las dificultades de acceso a los territorios de Chiloé insular y continental.


Por otro lado, la decisión de dar vida a la nueva provincia de Ranco, con capital en La Unión, radica en que esa zona aglutina a varias comunas con una vocación productiva común, centrada en la explotación agrícola-ganadera y turística, lo que contribuirá a la definición de estrategias y políticas de desarrollo específico en tales actividades.


Precisó, por último, que el proyecto no consulta un incremento del número de senadores, toda vez que los actuales parlamentarios elegidos por la X circunscripción norte pasarán a representar a la Región de los Ríos. 
-o-

Se designó diputado informante al señor Delmastro, don Roberto.


Tratado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de los días 4 y 11 de abril de 2006, con asistencia de los señores De Urresti, don Alfonso (Presidente); Ascencio, don Gabriel; Bauer, don Eugenio; Becker, don Germán; Delmastro, don Roberto; Duarte, don Gonzalo; Egaña, don Andrés; Estay, don Enrique; Farías, don Ramón; Hernández, don Javier; señora Isasi, doña Marta; Jaramillo, don Enrique; Ojeda, don Sergio; Paredes, don Iván; señora Pascal, doña Denise; señora Tohá, doña Carolina; señora Valcarce, doña Ximena; y Von Mühlenbrock, don Gastón. 

Sala de la Comisión, a 12 de abril de 2006.


(Fdo.): SERGIO MALAGAMBA STIGLICH, Abogado Secretario de la Comisión”.
5.
Informe de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, recaído en el proyecto de ley que suspende el reemplazo de inscripciones en el registro pesquero artesanal. (boletín Nº 4147-21)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos pasa a informar el proyecto de ley en primer trámite constitucional y reglamentario, referido en el epígrafe, de origen en una moción de las Diputadas señora Clemira Pacheco y Carolina Goic y de los Diputados señores Gabriel Ascencio; Alfonso De Urresti; Iván Norambuena; Carlos Recondo; Jorge Ulloa, y Patricio Vallespín.


Durante el estudio de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del señor Carlos Hernández, Subsecretario de Pesca, la señorita Jessica Fuentes, Jefa del Departamento Jurídico y de la abogado de esa Subsecretaría, señora Georgina Lembeye.

I.- ANTECEDENTES Legales.
1.
Decreto Supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, de 1989 y sus modificaciones, ley General de Pesca y Acuicultura.

2.
Ley N° 19.849, que prorroga la vigencia de la ley N° 19.713, establece un nuevo nivel de patente pesquera industrial e introduce modificaciones en la ley General de Pesca, incorporando el mecanismo de reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal.

3.
Ley N° 19.922, que suspende la aplicación del mecanismo de reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero artesanal por el período que indica.

4.
Ley N° 20.037, sobre inscripciones en Registro Pesquero Artesanal.

5.
Ley N° 20.049, que suspende el reemplazo de inscripciones en Registro Pesquero artesanal.

Generales.

La ley N° 19.849, publicada en el Diario Oficial el 26 de diciembre de 2002, incorporó 
-en lo pertinente- en la ley General de Pesca y Acuicultura (decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción) un artículo 50 A, que permite el reemplazo de la inscripción pesquera artesanal en pesquerías con acceso cerrado. Este reemplazo consiste en la posibilidad de transferir las citadas inscripciones.


Cuando se tramitó la llamada “ley corta de pesca”, que creó esta institución, no se adoptaron los resguardos necesarios para garantizar que la transferencia se verificara entre pescadores artesanales. Por lo cual, quedó abierta la posibilidad que ingresaran a la actividad pesquera artesanal personas ajenas a dicho sector, incluyendo a quienes provenían del sector pesquero industrial, a través de terceras personas.


En virtud de lo expuesto, se tramitó un proyecto de ley -ley Nº 19.922- que suspendió por 18 meses la entrada en vigencia del mecanismo del reemplazo, en espera de que se regularan o establecieran restricciones para que éste operase en las condiciones en que fue concebido. 


Tales restricciones apuntan, en consecuencia, a que la transferencia pueda efectuarse entre pescadores artesanales. Exige, entonces, que quienes quieran optar a una de estas inscripciones hayan tenido “habitualidad” por un período determinado de tiempo.


Esta regulación también alcanza a los buzos. De acuerdo a la ley actual sólo se puede transmitir tal calidad, pero no se puede transferir. Vale decir, sólo en caso de fallecimiento del buzo podrá traspasarse la inscripción a sus herederos.


Además se debe considerar que el buzo difícilmente puede ejercer su actividad más allá de los 45 años, ya que la autoridad marítima después de dicha edad no le otorga la matrícula al ser rechazado en los exámenes físicos. Por ello, cuando ya no tienen las condiciones para bucear incurren en una causal de caducidad al no ejercer el oficio.

LA MOCIÓN


Precisa que el mecanismo de reemplazo, además de ser beneficioso para los pescadores artesanales, requiere el previo cumplimiento de determinadas exigencias para garantizar que los reemplazantes sean efectivamente pescadores artesanales, materia que se espera tendrá una más específica regulación en el proyecto de ley sobre modificaciones a la ley General de Pesca y Acuicultura (la llamada “ley Larga”, en actual tramitación, en primer trámite constitucional, en el Senado, boletín 3222-03).


Agrega que la institución del reemplazo permite dar un valor económico a la inscripción, sea ésta de armador, de buzo o de pescador. La persona podrá transferir la inscripción al título que estime conveniente, sea éste oneroso o gratuito.


Refiere que la ley N° 19.922, publicada el 23 de diciembre de 2003, suspendió el mecanismo de reemplazo por el plazo de dieciocho meses, en espera a que se dictaran las disposiciones que garantizaran la continuidad de la actividad artesanal por personas de ese mismo oficio. Dicho plazo venció el día 23 de junio del año 2005. Por su parte, la ley N° 20.037, publicada el 06 de julio de de 2005, suspendió el mecanismo por el plazo de 30 días corridos, que venció el 6 de agosto del año pasado.


Señala que la ley N° 20.049, publicada el 06 de septiembre de 2005, suspendió el citado mecanismo hasta el 30 de abril del año en curso, inclusive, y suspende, también, la tramitación de las solicitudes de reemplazo presentadas entre la fecha de publicación de la ley 
N° 19.849 y la de la citada ley. Suspende, asimismo, por igual plazo, la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales de una eslora igual o superior a doce metros inscritas en pesquerías pelágicas pequeñas, con excepción de las que sufran un siniestro con resultado de perdida total.


Concluye que, aunque importante y necesario, el tiempo de vigencia concedido por la ley N° 20.049 aparece como insuficiente para establecer un adecuado procedimiento que permita la sustitución de embarcaciones artesanales, así como también de un mecanismo de reemplazo en los casos que se produzcan vacantes en el número de pescadores inscritos, durante el período de suspensión de inscripciones en el registro artesanal.


Agrega que se hace del todo necesario prorrogar, una vez más, el plazo para que entre en vigencia el artículo 50 A de la ley General de Pesca y Acuicultura -por un plazo de dos años-, hasta el 30 de abril de 2008, de manera que tanto el debate parlamentario como la acción reglamentaria de la autoridad competente, en este caso la Subsecretaría de Pesca, se realice sin la presión del cumplimiento de aquel plazo y permita la revisión y adecuación de los aspectos administrativos que exija esta norma. Del mismo modo, la extensión de este plazo debería permitir la revisión o inclusión de otros contenidos a la legislación del sector y que surjan en el curso de la discusión. 

II. IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL DEL PROYECTO.


-Suspender hasta el 30 de abril del año 2008 la entrada en vigencia del artículo 50 A de la ley General de Pesca y Acuicultura, que establece el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal.


-Suspender la tramitación de las solicitudes de reemplazo presentadas entre la fecha de publicación de la ley N° 19.849 y la de esta ley.

III. NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

La moción no contempla normas con ese carácter 

IV. REQUIERE TRÁMITE DE HACIENDA.


No.

V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN.

A)
En General.


-La Comisión aprobó por unanimidad la idea de legislar sobre la materia, con la concurrencia de las Diputadas señoras Goic, doña Carolina; Pacheco, doña Clemira y de los Diputados señores Vallespín, don Patricio (Presidente); De Urresti, don Alfonso; Errázuriz, don Maximiano; Galilea, don Pablo; Melero, don Patricio; Norambuena, don Iván; Recondo, don Carlos y Ulloa, don Jorge.

B)
En Particular.


-El artículo único del proyecto fue objeto de una indicación presentada por las Diputadas señoras Goic, doña Carolina; Pacheco, doña Clemira y los Diputados señores Vallespín, don Patricio (Presidente); Melero, don Patricio; Norambuena, don Iván; De Urresti, don Alfonso; Errázuriz, don Maximiano; Ulloa, don Jorge; Bobadilla, don Sergio y Recondo, don Carlos, para reemplazar la palabra “prorrógase”, por la palabra “suspéndese” y el guarismo “2008” por “2007”.


El artículo único con la indicación fue aprobado por unanimidad.

VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

No hay.

VII. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.


No hay.

-o-

Como consecuencia de lo señalado, y por las consideraciones que dará a conocer la señora Diputada informante, la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo único. Suspéndese la vigencia del artículo  50 A de la ley General de Pesca y Acuicultura, que establece el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, hasta el 30 de abril del año 2007 inclusive. Suspéndese, asimismo, la tramitación de las solicitudes de reemplazo presentadas entre la fecha de publicación de la ley N° 19.849 y la de esta ley.”.

-o-

Se designó diputada informante a la señora Clemira Pacheco Rivas. 


Sala de la Comisión, a 12 de abril de 2006.


Acordado en sesión de fecha 12 de abril de 2006, con la asistencia de las Diputadas señoras Goic, doña Carolina; Pacheco, doña Clemira y de los Diputados señores Vallespín, don Patricio (Presidente); De Urresti, don Alfonso; Errázuriz, don Maximiano; Galilea, don Pablo; Melero, don Patricio; Norambuena, don Iván; Recondo, don Carlos y Ulloa, don Jorge.


(Fdo.): ROBERTO FUENTES INNOCENTI, Abogado Secretario de la Comisión”.

6.
Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, recaído en el proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior. (boletín Nº 3224-04)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, pasa a informar, en tercer trámite constitucional, el proyecto de ley de origen en un Mensaje, con urgencia calificada de Suma, que trata sobre la materia individualizada en el epígrafe.


La decisión de remitir el proyecto en informe a esta Comisión, fue adoptada por la Corporación en su sesión 71ª, de 24 de enero del año en curso, para los efectos previstos en el artículo 119 del Reglamento.


Durante la realización de este trámite la Comisión contó con la colaboración de el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Educación, señor Rodrigo González López; el Jefe de la División de Educación Superior, señor  Julio Castro Sepúlveda, y el abogado de la misma, señor Cristian Inzulza Brajovic.

TRABAJO DE LA COMISIÓN


De conformidad con lo establecido en el citado artículo 119, corresponde a esta Comisión pronunciarse sobre los alcances de las modificaciones introducidas por el Senado y, si lo estima conveniente, recomendará aprobar o desechar las propuestas.


Cabe señalar que para una mejor comprensión del tratamiento de las modificaciones introducidas al proyecto en informe, se ha tomado como referencia la numeración dada por la Cámara durante el primer trámite constitucional.
RECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN


La Comisión convino expresamente limitar el contenido de su informe a aquellas disposiciones modificadas por el Senado con las que sus integrantes no estuvieron de acuerdo, declarando aprobadas todas las demás.


A continuación, se efectúa una relación de las enmiendas que introdujo el Senado al texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional, así como de las modificaciones que la Comisión recomienda rechazar, en virtud de los acuerdos adoptados.

1.
Artículos 3°, 4° y 5°: La que propone su eliminación.


Estos tres artículos propuestos por la Cámara conforman el Título II, del Capítulo I, denominado Del Comité de Coordinación, regulando su integración, atribuciones y funcionamiento.


El Senado propone su eliminación por considerarlo innecesario dado que, con las actuales normas legales, el Comité no tendría una función clara que cumplir, pues el Consejo Superior de Educación estará encargado del licenciamiento de instituciones nuevas (función que le compete por mandato de la LOCE), y la Comisión Nacional de Acreditación de los procesos de acreditación que el proyecto regula. 


Los representantes del Ejecutivo señalaron que el proyecto de ley establece un “sistema nacional”; el concepto implica coordinar funciones y procesos ya existentes que la actual legislación entrega a órganos como el Consejo Superior de Educación o al propio Ministerio, con funciones y procesos nuevos que se crean a partir de la nueva Comisión Nacional de Acreditación. En este contexto, precisaron que parece lógica y necesaria la existencia de una instancia de coordinación entre los distintos entes participantes del sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior.


La Comisión recomienda rechazar la eliminación propuesta, por la mayoría de sus integrantes.

2.
Artículo 7°: La que propone la supresión de la letra g).


Este artículo trata la integración de la Comisión Nacional de Acreditación.


La Cámara considera dentro de sus integrantes, al Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, como representante del Ejecutivo.


El Senado suprime su integración por considerar que en la estructura planteada para la Comisión prima el perfil académico, representativo de todos los estamentos educacionales científicos del país, de modo que no cabe incluir un funcionario ministerial, por alta que sea su investidura. 


La Comisión consideró necesaria la permanencia del representante del Ejecutivo, por cuanto éste permitiría coordinar las políticas públicas y aportar con su experiencia en las resoluciones de la entidad acreditadora.


Se recomienda rechazar la eliminación propuesta, por mayoría.

3.
Artículo 8° : Se refiere a las funciones de la Comisión Nacional de Acreditación.

a)
La modificación introducida en la letra a).


La Cámara le otorga entre otras funciones, la de pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos.


El Senado, mantiene la función, pero, para poder ejercerla le exige haber participado en el proceso de verificación de la institución de que se trate.


La Comisión estimó que la frase agregada genera confusión debido a que, desde un punto de vista técnico, la Comisión Nacional de Acreditación nunca participa en la verificación de una institución de educación superior y lo que le corresponde es pronunciarse sobre los procesos en base al informe que realizan los pares evaluadores encargados de la evaluación externa, trámite denominado verificación.


La Comisión recomienda rechazar la agregación propuesta, por mayoría.

b)
La sustitución de la referencia hecha en la letra c). 

La Cámara aprobó, en esta letra c), otorgar a la Comisión Nacional de Acreditación la facultad de pronunciarse sobre la acreditación de los programas de postgrado de las universidades autónomas, en caso de que no existan agencias de acreditación o si la institución así lo prefiere.


El Senado amplió esta posibilidad, permitiendo que tales programas sean acreditados directamente por la Comisión Nacional, aun cuando haya agencias autorizadas para ello, mediante la sustitución del artículo 43, que ha pasado a ser 40. 


La Comisión estimó que la norma propuesta llama a confusión, puesto que la letra d) siguiente se refiere también a la acreditación de los programas de postgrado, pero limitada sólo al área de la salud, estableciendo una regla similar.


La Comisión recomienda rechazar la eliminación propuesta, por unanimidad.

c)
El reemplazo de la letra d).


La Cámara, mediante esta letra, otorgó a la Comisión Nacional de Acreditación la misma competencia dada anteriormente, pero referida a los programas de pregrado.


El Senado sustituyó su texto y eliminó la posibilidad de que la Comisión Nacional de Acreditación realice directamente la acreditación de planes y programas de pregrado en caso de que no exista la agencia evaluadora debidamente autorizada para hacerlo.


La Comisión estimó erróneo el cambio efectuado. Fundamenta su disconformidad porque en caso de no existir agencias autorizadas para acreditar programas de pregrado, tal carrera no podría acreditarse aun cuando la institución que la imparta quiera someterla a ese procedimiento.


La Comisión recomienda rechazar la eliminación propuesta, por unanimidad.

4.
Artículo 10: Las letras b), c) y d) del artículo que lo sustituye.


La letra b) se refiere a los comités ejecutivos cuya creación se disponía en el artículo 12 aprobado por la Cámara de Diputados, que ha pasado a ser 9, y que en el texto del Senado se denominan comités consultivos.


La letra c) asigna al Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación la función de cumplir los acuerdos que ésta adopte. 


La Comisión estimó que dicha función debe consistir en hacer cumplir tales acuerdos.


La letra d) permite al Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación contratar personal en los términos que ella indica.


La Comisión estimó que dicha atribución debiera estar mejor acotada.


Se recomienda rechazar las modificaciones en comento, por unanimidad.

5.
Artículo 10, nuevo: Sus letras c), d), e) y f).


El Senado inserta este artículo dentro del párrafo 3°, nuevo, referido al patrimonio de la Comisión Nacional de Acreditación. En sus letras c) d), e) y f) trata de los aportes, transferencias, subvenciones que reciba de personas naturales y jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras; los bienes que adquiera a cualquier título y las rentas y frutos provenientes de éstos; los ingresos que perciba por prestación de servicios, y las donaciones que se le hagan, las que estarán exentas del trámite de insinuación y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. 


El Senado fundamenta su inclusión en que las cosas enumeradas son las que ordinariamente componen el patrimonio de una persona jurídica.


La Comisión estimó que la posibilidad de recibir aportes o donaciones puede prestarse para presiones indebidas, mientras que la de percibir ingresos por prestación de servicios no se justifica, toda vez que esta función no está dentro de las atribuciones de la entidad acreditadora.


Se propone rechazar las señaladas letras de la nueva disposición, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión.

6.
Artículo 17: La que propone su reemplazo.


El Senado ha establecido en la norma sustitutiva propuesta, en forma taxativa, un conjunto de pautas de evaluación que deberán utilizarse en los procesos de acreditación institucional.


La Comisión estimó inadecuada la técnica legislativa de dejar establecido en la ley de manera rigurosa cuáles son los únicos criterios que se utilizarán en los procesos de acreditación, por considerar que la Educación evoluciona constantemente y debe existir siempre la posibilidad de aplicar nuevos criterios que el desarrollo de la ciencia educativa vaya exigiendo. Y aun cuando correspondería a la Comisión Nacional de Acreditación fijar y revisar periódicamente las pautas de evaluación, ello no le permitiría exigir requisitos adicionales a los establecidos en la norma.


Se recomienda el rechazo de la enmienda propuesta, por mayoría.

7.
Artículo 18: La que propone su sustitución.


En el texto aprobado por la Cámara de Origen, los pares evaluadores que deben participar en la etapa de evaluación externa de los procesos de acreditación institucional son designados por la Comisión Nacional de Acreditación, existiendo la posibilidad de veto -hasta por tres veces- por parte de la institución de educación superior.


La Cámara Revisora, reemplazó, entre otros, los incisos primero, quinto y sexto propuestos, estableciendo que los pares evaluadores serán designados directamente por cada institución de educación superior, entre los que figuren en el registro correspondiente. El fundamento radica en que parece razonable, si ha habido un trabajo previo de selección de los pares evaluadores, que sea la institución por acreditarse la que pueda escoger a las personas o entidades que intervendrán en el proceso. 


En el debate sostenido en este trámite, el Ejecutivo manifestó que esa forma de elección puede desvirtuar la objetividad de la acreditación, toda vez que la institución interesada tendrá la posibilidad de elegir los pares evaluadores que considere adecuados de acuerdo a sus propias expectativas, cuestión que se agrava si se considera que la institución de educación superior financia su proceso de acreditación, con lo cual se ve seriamente cuestionada la independencia de la entidad evaluadora.


La Comisión estimó que la norma aprobada en primer trámite constitucional establece garantías suficientes para las instituciones de educación superior y que la entidad acreditadora debe velar por los intereses de la sociedad, lo que se conseguiría a través de un sistema objetivo y transparente de acreditación como el aprobado originalmente.


Se recomienda rechazar la sustitución propuesta, por simple mayoría.

8.
Artículo 19: Las sustitución de los incisos primero y segundo.


El inciso primero de la norma aprobada por la Cámara de Diputados autoriza la acreditación institucional por un plazo de 7 años de aquellas instituciones de educación superior que cumplan íntegramente con los criterios de evaluación fijados por la Comisión Nacional de Acreditación. 


A su vez, el inciso segundo contempla la posibilidad de acreditar por un periodo inferior a las instituciones que presenten un nivel de cumplimiento sólo aceptable de tales criterios.


El Senado redujo, en el primer caso, la exigencia al cumplimiento sustancial de los criterios de evaluación, establecidos ahora taxativamente en el artículo 17, que pasó a ser 15, al mismo tiempo que modificó el requisito de cumplimiento aceptable de dichos criterios por el de bueno o muy bueno.


La Comisión recomienda rechazar ambos incisos, por estar relacionados además con el artículo 15 del texto aprobado por el Senado, que igualmente ha sugerido rechazar.

9.
Artículo 20: La modificación introducida.


La enmienda propuesta obedece a una disconformidad con el texto definitivo del proyecto, pues alude a las agencias de acreditación institucional que el Senado se propuso autorizar en el transcurso de su debate, idea que en definitiva no prosperó. 


La Comisión recomienda el rechazo de la sustitución propuesta, por mayoría.

10. Artículo 23: La que propone su supresión.


El texto de la Cámara obliga a la Comisión Nacional de Acreditación a informar al Ministerio de Educación cuando, como resultado del proceso de acreditación, concluye que la institución de educación superior evaluada no ha cumplido con sus objetivos estatutarios o sus fines; o realiza actividades contrarias a la moral, al orden público o a las buenas costumbres, o si ha dejado de otorgar los títulos que le corresponden de acuerdo al nivel de enseñanza que imparte.


El Senado eliminó este artículo por considerar que la obligación de denuncia que se impone a la Comisión Nacional de Acreditación va más allá de su fines específicos y no está entre ellos actuar como órgano fiscalizador, siendo tarea del Ministerio de Educación informarse debidamente y proceder cuando corresponda.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que la norma original es fundamental porque entrega al Ministerio de Educación las herramientas para hacer efectiva la facultad de aplicar a las instituciones de educación superior, las sanciones que correspondan cuando así lo amerite.


La Comisión recomienda rechazar la supresión de este artículo, por mayoría.

11. Título III. El reemplazo de su epígrafe.


El nombre dado por la Cámara de Origen al Título III es “De la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado”.


El Senado lo sustituyó por “De la acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado”; con la idea de establecer un sistema único de acreditación de las carreras y programas señalados, lo que sin embargo no se refleja en las restantes enmiendas introducidas en éste y el Título siguiente.


En consideración a lo anterior, y como resultado del rechazo de la sustitución de este epígrafe, la Comisión recomienda también, por mayoría, rechazar las siguientes disposiciones:


Las modificaciones introducidas en el artículo 25, incisos primero y tercero; la incorporación del artículo 24, nuevo; la supresión de los artículos 27 y 29; la incorporación del artículo 26, nuevo; la sustitución del artículo 31, y las enmiendas introducidas en los artículos 32, inciso segundo; 33, inciso primero, 34 y 36, letra b), todos ellos por estar referidos a la misma materia.
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12. Artículo 39: La modificación de su inciso segundo.


Este artículo se contiene en el párrafo relativo a las obligaciones que deben cumplir las agencias acreditadoras una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión Nacional de Acreditación, y a las sanciones que ésta puede aplicarles.


Su inciso segundo permite a la institución afectada por un acto sancionatorio de la Comisión antedicha apelar ante el Consejo Superior de Educación, quedándole siempre a salvo las acciones judiciales que en derecho corresponden.


El Senado modificó, en este punto, la disposición en comento, estableciendo que la parte afectada podrá siempre recurrir de protección ante los tribunales ordinarios de justicia.


La Comisión, sin estar en desacuerdo con el fondo de la norma estimó, sin embargo, que deben concordarse los plazos establecidos para la apelación contra las resoluciones del Consejo Superior con los vigentes para la interposición del recurso de protección, a fin de que la disposición resulte eficaz.


Por ello, se recomienda rechazar la sustitución propuesta, por unanimidad.

13. Artículo 43: Las enmiendas introducidas en él.


El artículo aprobado por la Cámara de Origen establece que, por regla general, la acreditación de programas de postgrado corresponde a las agencias acreditadoras, pudiendo la institución interesada, si no existen tales agencias o si lo prefiere, recurrir para esos efectos a la Comisión Nacional de Acreditación.


La Cámara Revisora amplía la facultad otorgada a las instituciones, dejándolas en entera libertad para optar.


Por otra parte, la norma originalmente aprobada permite acreditar programas que no cumplan íntegramente con los criterios de evaluación respectivos, pero que presenten un nivel de cumplimiento aceptable, bajo la condición que la misma disposición señala. 


El Senado exige, al igual que en el caso de la acreditación institucional, que el nivel de cumplimiento sea “bueno”.


En concordancia con lo acordado respecto del artículo 8°, letra c), y del articulo 19, la Comisión recomienda rechazar las modificaciones introducidas en el artículo en comento, por unanimidad.

14. Artículo 53: La sustitución propuesta.


Este artículo introduce diversas modificaciones en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.


El Senado lo sustituyó por otro, con el objeto, por una parte, de reordenar la ubicación de los distintos numerales conservando su contenido y, por otra, agregar un N° 9, nuevo, que incorpora un nuevo inciso en el artículo 53 de la citada ley orgánica, el cual fue aprobado por la Comisión.


Sin embargo, al sustituir íntegramente la disposición en comento, el Senado no consideró las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados a través de los numerales 7, 24, 25 y 26.


Respecto de los numerales 24 al 26, los representantes del Ejecutivo explicaron que, actualmente, la Loce señala en sus artículos 53, 63 y 70 que, en caso de que una institución incurra en graves infracciones, el Ministerio de Educación puede revocar su reconocimiento oficial. Los numerales eliminados abrían la posibilidad para que, en caso de que la infracción se configurara sólo respecto de una sede o carrera determinada, la revocación o cierre pudiese afectar solamente a la carrera o sede infractora, y no a la institución completa.


Por lo anterior, la Comisión recomienda rechazar la sustitución de este artículo, por mayoría, en cuanto no considera los numerales antes señalados.

15. Artículo 1° transitorio: La modificación introducida. 


Se trata únicamente de una adecuación formal.


La Cámara de Origen, a propósito de señalar la forma como se efectuará la primera designación de algunos de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación, hace mención al artículo 7° de esta ley, que es donde se señalan.


El Senado, al proponer la eliminación de los artículos 3°, 4° y 5°, propone reemplazar el guarismo “7”, referido al artículo 7°, por “4°”, debido a que pasaría a ser artículo 4°; sin embargo, como consecuencia del rechazo de la supresión de los artículos . 3°, 4° y 5, la Comisión propone, por unanimidad, rechazar el reemplazo propuesto al artículo en comento, con el objeto de que la instancia legislativa que corresponde mantenga el texto de la Cámara de Origen.

16. Artículo 4° transitorio: La sustitución propuesta.


Este artículo, según el texto de la Cámara de Diputados, exigía que la acreditación institucional hecha por la Comisión de Evaluación a que se refiere, fuera certificada por la Comisión Nacional de Acreditación, a fin de adquirir validez conforme a la ley en proyecto.


La norma sustitutiva aprobada por el Senado, en cambio, valida de pleno derecho los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos por la referida Comisión de Evaluación.


Por tal razón, la Comisión recomienda el rechazo de la enmienda propuesta, por unanimidad.

17. Artículo 5° transitorio: El reemplazo propuesto.


Este artículo valida, para efectos de la acreditación de carreras y programas, los criterios de evaluación definidos por la Comisión, mencionados en él.


La modificación del Senado, si bien apunta en el mismo sentido, contiene una referencia al artículo 43, que la Comisión ha recomendado rechazar.


Por razones de concordancia, se recomienda también rechazar el reemplazo de esta norma, por unanimidad.

18. Artículo 6° transitorio: La propuesta de eliminarlo.


Esta norma encomienda a la Comisión Nacional de Acreditación el estudio y presentación, en el plazo de dos años, de una propuesta destinada a establecer un Sistema Nacional de Certificación y Habilitación Profesional.


El Senado la ha suprimido.


La Comisión estimó importante avanzar hacia la creación del sistema en cuestión, pues la idoneidad de los profesionales formados por las instituciones de educación superior está íntimamente ligada a la calidad de la enseñanza que éstas imparten y por la cual se pretende velar a través del proyecto en informe.


En consideración a lo anterior, se recomienda el rechazo de la supresión de este artículo, por mayoría.

-o-

De acuerdo a lo anterior, la Comisión recomienda aprobar las modificaciones introducidas por el Senado, salvo las siguientes, que debe rechazar:

1.
Artículos 3°, 4° y 5°: Su eliminación.

2.
Artículo 7° (que ha pasado a ser 4°): La supresión de la letra g).

3.
Artículo 8° (que ha pasado a ser 5): 

-La modificación introducida en la letra a).


-La sustitución de la referencia hecha en la letra c). 

-El reemplazo de la letra d).

4.
Artículo 10 (que ha pasado a ser 7): Las modificaciones introducidas en él.

5.
Artículo 10, nuevo: Las letras c), d), e) y f).

6.
Artículo 17 (que ha pasado a ser 15): La que propone su reemplazo. 

7.
Artículo 18 (que ha pasado a ser 16): La sustitución de los incisos quinto y sexto.

8.
Artículo 19 (que ha pasado a ser 17): Las enmiendas introducidas en sus incisos primero y segundo.

9.
Artículo 20 (que ha pasado a ser 18): La modificación introducida.

10. Artículo 23: Su supresión.

11. Título III: Las modificaciones introducidas en su epígrafe.

12. Artículo 25 (que ha pasado a ser 22): Las enmiendas introducidas en los incisos primero y tercero.

13. Artículo 24, nuevo.

14. Artículo 27: Su rechazo.

15. Artículo 29: Su supresión.

16. Artículo 26, nuevo. 

17. Artículo 31 (que ha pasado a ser 28): Su sustitución.

18. Artículo 32 (que ha pasado a ser 29): La modificación introducida en el inciso segundo.

19. Artículo 33 (que ha pasado a ser 30): Las enmiendas hechas en el inciso primero.

20. Artículo 34 (que ha pasado a ser 31): La incorporación efectuada en él.

21. Artículo 36 (que ha pasado a ser 33): La modificación introducida en la letra b).

22. Artículo 39 (que ha pasado a ser 36): Las enmiendas introducidas en él.

23. Artículo 43 (que ha pasado a ser 40): Las modificaciones introducidas en él.

24. Artículo 53 (que ha pasado a ser 49): Su reemplazo.

25. Artículo 1° transitorio. La modificación introducida (como consecuencia del rechazo de la supresión de los artículos 3°, 4° y 5°).

26. Artículo 4° transitorio (que ha pasado a ser 3° trans.): Su reemplazo.

27. Artículo 5° transitorio (que ha pasado a ser 4° trans.): Su sustitución.

28. Artículo 6° transitorio: Su supresión.

NORMAS DE RANGO DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL


Finalmente, debe consignarse, para los fines pertinentes, que el Senado votó en el carácter de normas orgánicas constitucionales los siguientes artículos permanentes del proyecto, criterio que fue compartido por esta Comisión: 1º; 2º, inciso primero; 6º (que pasó a ser 3º); 7º (que pasó a ser 4º); 8º (que pasó a ser 5º); 9º (que pasó a ser 6º); 22 (que pasó a ser 20); 28 (que pasó a ser 25); 39, inciso segundo (que pasó a ser 36), y 53 ( que pasó a ser 49).

-o-

Sala de la Comisión, a 11 de abril de 2006. 


Se designó diputado informante al señor Maximiano Errázuriz Eguiguren.


Acordado en sesión de igual fecha, con la asistencia de la Diputadas y Diputados que se señalan: señora Tohá, doña Carolina (Presidenta); señor Bobadilla, don Sergio; señora Cubillos doña Marcela; señor Enríquez-Ominami, don Marco; señor Errázuriz, don Maximiano; señor González, don Rodrigo; señor Kast, don José Antonio; señor Olivares, don Carlos; señor Paredes, don Iván; señor Rojas, don Manuel; señor Silber, don Gabriel; señor Verdugo, don Germán, y señora Vidal, doña Ximena. En la segunda parte de la sesión, el señor Montes, don Carlos, reemplazó al señor Paredes, don Iván. 


(Fdo.): María Eugenia silva ferrer, Abogado-Secretaria de la Comisión”.
7.
Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a don Horst Paulmann Kemna. (boletín N° 4.093-17-01)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un mensaje de S. E. el Presidente de la República.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1)
La idea matriz o fundamental del proyecto es la de conceder por especial gracia la nacionalidad chilena a don Horst Paulmann Kemna.

2)
Normas de carácter orgánico constitucional.


No existen artículos que revistan ese carácter.

3)
Normas de quórum calificado.


No existen normas en tal sentido.

4)
Requiere trámite de Hacienda.


No hay normas que requieran de este trámite.

-o-

A las sesiones que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistieron el señor Subsecretario del Interior, don Felipe Harboe y el asesor jurídico de dicha Secretaría de Estado, don Felipe Simonsohn.

I. ANTECEDENTES.

1.
Fundamentos del mensaje.


El mensaje propone conferir la nacionalidad chilena por gracia al ciudadano alemán don Horst Paulmann Kemna, en virtud de su destacada trayectoria empresarial y de su aporte, en esa perspectiva al desarrollo del país.


Agrega el mensaje una relación pormenorizada de la vida y obra del señor Paulmann, que a continuación se reproduce:

Horst Paulman Kemna, tiene 70 años de edad. Nació en Kassel, Alemania, una ciudad cercana a Frankfurt. 


Su familia, compuesta por siete hermanos y sus padres, salió de Alemania rumbo a Argentina en el año 1948. 


Dos años más tarde, se produce la llegada de la familia Paulman a Chile. 


La familia de origen alemán se instaló en la ciudad de Osorno, donde estudió en el Colegio Alemán, pero sólo hasta segundo medio, pues debió comenzar a ayudar a su padre. 


Luego, en 1952, la familia emigró desde la Unión a Temuco, ciudad donde se radicó. Por esa época, la familia adquirió la Quinta de Recreo Las Brisas. A la muerte de su padre, los hermanos Horst y Jurgen Paulmann convirtieron el local en supermercado. 


La sociedad de los hermanos Paulmann llegó a tener cinco locales, incluso uno en Santiago. Además, crearon una distribuidora de alimentos, que hacía repartos desde Valparaíso a Puerto Montt. 


La separación de los hermanos se produce a mediados de la década de los 70, cuando Horst Paulmann llegó a Santiago. 


En el año 1976, cuando Chile recién se abría nuevamente al comercio internacional, inauguró el mayor supermercado del país, ubicado en avenida Kennedy; el Hipermercado Jumbo, con exquisitos productos importados desconocidos hasta entonces en el mercado local. 


Tras el éxito obtenido, buscó internacionalizar el modelo de Hipermercado instalando en 1982 su primer Jumbo en Argentina.


En 1986 inició en Chile una nueva área de negocios, la de los centros comerciales, inaugurando el mall “Alto las Condes”, donde ha obtenido excelentes resultados.


A partir del año 2003 contribuye al crecimiento económico nacional, al iniciar nuevas áreas de negocios dirigidas a nuevos segmentos de la población. Así, adquiere los supermercados Santa Isabel, y crea la tarjeta “Jumbo Más”. A su vez construye grandes centros comerciales en Santiago, inaugurando Florida Center y Portal La Dehesa.


En el año 2004, comienza su integración en la bolsa de comercio donde recauda más de US$ 330 millones; negocia la adquisición de supermercados Las Brisas y Montecarlo en Chile y Disco en Argentina.


Con esto duplica su tamaño, pasando de ventas por US$ 1.225 millones en el 2002 a 
US$ 2.475 millones el año 2004.


En la actualidad, la compañía que lidera este destacado empresario opera 25 hipermercados Jumbo, 75 supermercados Santa Isabel, 17 supermercados Las Brisas, 15 supermercados Montecarlo, 235 supermercados Disco, 41 Homecenters Easy, 18 centros comerciales, 21 tiendas Almacenes Paris y 7 Aventura Center, con casi un millón y medio de metros cuadrados de áreas de ventas y arriendo y más de 50.000 empleados. 


La trayectoria empresarial del señor Paulmann ha contribuido enormemente al desarrollo económico del país, beneficiando uniformemente a los distintos sectores de la población.


Asimismo, su destacada participación en el mercado nacional le ha merecido importantes reconocimientos, como por ejemplo, los entregados por Adimark e Icare. A través del primero, se reconoce su empresa como la primera en atención y servicio al cliente, mientras que en el segundo se destaca toda su trayectoria empresarial.

2.
Criterios para el otorgamiento de la nacionalidad por gracia.


Por su parte, vuestra Comisión, durante la discusión de proyectos de ley sobre concesión de nacionalidad chilena por gracia, ha considerado los siguientes criterios como fundantes de su otorgamiento:

a)
Haber prestado servicios o haber entregado beneficios notables al país.

b)
Que estos servicios notables se hayan brindado por un tiempo prolongado.

c)
Que se considere la edad, ya que en general es un reconocimiento a una persona que ha hecho toda una vida en Chile, que se siente chileno y que no opta a la nacionalidad chilena porque tiene que renunciar a su nacionalidad de origen.

d)
Que sea un líder en su comunidad y que ésta lo reconozca como tal.

e)
Que se acompañen antecedentes escritos y documentos fundantes a la concesión de nacionalidad. Asimismo al ingresar un proyecto de esta naturaleza a la Comisión, la Secretaría de la Comisión debe oficiar al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior para recabar todos los antecedentes referidos a la individualización de la persona beneficiada y su permanencia en nuestro país.

f)
Que se trate de personas que no utilicen ese beneficio con un fin ajeno al que se le concedió, que no se preste, por ejemplo para una situación comercial transitoria. 

g)
Que no se comercialice esta concesión.

II. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.


En conformidad con el N°1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 69 y 73 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del proyecto consiste en conceder por especial gracia la nacionalidad chilena a don Horst Paulmann Kemna.


Tal idea matriz se encuentra desarrollada en un artículo único.

III. NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


No existen normas que revistan el carácter de orgánicas constitucionales ni de quórum calificado.
IV. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.


Vuestra Comisión recibió sobre la materia objeto del presente informe un oficio del Registro Civil e Identificación en virtud del cual remite antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros, del señor Horst Paulmann Kemna.


Asimismo, vuestra Comisión recibió al señor Subsecretario del Interior, don Felipe Harboe.

V. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


De conformidad a lo establecido en el Nº 4 artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia que no hay normas que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

VI. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

Discusión general y particular


El proyecto de ley en informe fue aprobado en general y en particular por vuestra Comisión, en su sesión 4ª de fecha 12 de abril del año en curso, con los votos favorables de la señora Rubilar, doña Karla y los señores Accorsi, don Enrique; Aguiló, don Sergio; Ascencio, don Gabriel; Chahuán, don Francisco; Ojeda, don Sergio; Salaberry, don Felipe y Von Mühlenbrock, don Gastón y la abstención del señor Burgos, don Jorge.


El voto de mayoría consideró que las obras realizadas por el señor Paulmann son antecedentes suficientes para hacerlo merecedor al otorgamiento de la nacionalización por especial gracia que nuestra Carta Fundamental permite conferir por ley a quienes han prestado los valiosos servicios a que se refiere el número 4º del artículo 10 de la Constitución Política de la República, circunstancia sobre la que esta Comisión informante no tuvo ningún cuestionamiento.

VIII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

No hay indicaciones ni artículos en tal sentido. 
-o-

Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena por especial gracia al empresario alemán don Horst Paulmann Kemna.”.

-o-

Se designó diputado informante al señor Ojeda, don Sergio.


Tratado y acordado en sesiones de los días 5 y 12 de abril del presente con la asistencia de la señora Rubilar, doña Karla y los señores Accorsi, don Enrique; Águiló, don Sergio; Ascencio, don Gabriel; Burgos, don Jorge; Chahuán, don Francisco; Ojeda, don Sergio; Paredes, don Iván; Salaberry, don Felipe y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Sala de la Comisión, a 12 de abril de 2006.


(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión”.
8.
Informe de la Comisión de Salud sobre el proyecto de ley que modifica la causal de término de funciones de trabajadores de atención primaria de salud. (boletín 
N° 2840-11)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Salud pasa a informaros sobre el proyecto iniciado en un Mensaje, en primer trámite constitucional, cuya finalidad es modificar la causal de término de funciones de trabajadores de atención primaria de salud.


Cabe dejar constancia de que el proyecto fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de 10 señores diputados.


No contiene normas de rango orgánico constitucional ni de quórum calificado.

I. ANTECEDENTES LEGALES.

1.
Ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, en especial el párrafo 3°, “De las calificaciones”.

2.
Ley N° 19.378, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, párrafo 3°, “Del término de la relación laboral”.

II. ANTECEDENTES.


La ley Nº 19.378 establece en el artículo 48, letra f), que los funcionarios  de una dotación municipal de salud, dejarán de pertenecer a ella cuando sean calificados en lista de eliminación o, en su caso, en lista condicional, por dos períodos consecutivos o tres acumulados. Tal situación es distinta a la de los demás funcionarios del sector municipal, quienes cesan en sus funciones por haber sido calificados en lista 4 o por dos años consecutivos en lista 3, según lo contempla el artículo 48 de la ley Nº 18.883.


El Ejecutivo, acogiendo una petición reiterada de los representantes de la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada, propone modificar el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipalizada, con el objeto de asimilar la situación de los trabajadores de este sector con los demás funcionarios que laboran en una Municipalidad.

III. OBJETO DE LA INICIATIVA.

El objeto de la iniciativa dice relación con la necesidad de reconocer el espíritu de superación del trabajador, de modo que una baja ocasional en su rendimiento, muchos años después, no signifique el alejamiento de sus funciones y, reparar el distinto tratamiento que ellos tienen con el resto de los funcionarios municipales.

IV. IDEAS MATRICES.


La idea matriz  de la iniciativa es homologar las causales de término de funciones de los trabajadores de la atención primaria de salud municipal con las del resto de los funcionarios municipales.


De esta manera se propone modificar el artículo 48, letra f) de la ley N° 19.378, en el sentido de que la causal de cese de funciones por haber sido calificado en 3 oportunidades en lista 3, opere cuando ella se produzca dentro de un período de cinco años.

V. DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR.

Durante la discusión participaron los señores Eduardo Díaz, asesor jurídico del Ministerio de Salud y doctor Esteban Maturana, Presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios de Salud Municipalizada (Confusam), quien en síntesis compartió la necesidad de igualar la situación de los funcionarios de la atención primaria de salud municipalizada con el resto de los funcionarios municipales, regidos por su respectivo estatuto administrativo.


Explicó que anualmente se produce un proceso de calificación del personal, en virtud del cual, y de acuerdo al puntaje obtenido en él, se clasifica a los funcionarios dentro de 4 listas, correspondiendo la lista 1 a la calificación de excelencia, la lista 2 a un rendimiento normal, la lista 3 a una calificación regular o condicional, y la lista 4 a la eliminación. De este modo, un funcionario calificado en lista 4 debe ser inmediatamente separado del servicio, una vez terminado el proceso de calificación, en circunstancias que la calificación en lista 3 implica un desempeño defectuoso, sujeto a revisión posterior. Se mostró de acuerdo con que la calificación permanente en lista 3 de un funcionario debe ser causal de exoneración.


Indicó que el estatuto administrativo municipal determina que la calificación de un funcionario por tres años en lista 3, dentro de un período de cinco años, es causal de exoneración, lo que no le parece lógico en el entendido que dicha situación no es la misma que la de los funcionarios de la salud municipalizada, que pueden ser exonerados al ser calificados en tres ocasiones en lista 3, sin importar el tiempo que medie entre dichas calificaciones.


En suma se trata de equiparar, la situación de trabajadores de similar naturaleza, y que por ende deberían gozar de los mismos derechos, aspecto que fue plenamente compartido.


Sobre el particular, se señaló que los funcionarios de la salud municipalizada deberían gozar de los mismos derechos con que cuentan los funcionarios de los servicios públicos de salud, ya que tienen la misma naturaleza, por lo que quién es calificado en lista 4 o por dos veces consecutivas en lista 3 debiera  ser separado de sus funciones, como sucede en los hospitales públicos, sin atender a si esto sucede dentro de un período de cinco años.


Siguiendo este raciocinio, el Diputado señor Robles presentó una indicación del siguiente tenor:


“Para sustituir el artículo único del proyecto por el siguiente:


Artículo único.- Elimínase, en la letra f) del artículo 48 de la ley N° 19.378, la expresión “o tres acumulados”.”


A su vez, el señor Eduardo Díaz, abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud, manifestó estar de acuerdo con la indicación señalada, puesto que el estatuto administrativo municipal, en su artículo 48, establece la misma causal que el artículo 45 del estatuto administrativo de los trabajadores del sector público, que rige la situación de los trabajadores de los servicios de salud. De este modo, parecía más adecuado asimilar la tercera situación, esto es, la de los funcionarios de la salud municipalizada, a las dos anteriores, ya que así se regularía un tema similar en la misma forma.


Puesta en votación la indicación sustitutiva del Diputado señor Robles, fue aprobada por la unanimidad de los 10 miembros presentes de la Comisión.

VI. TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


Al tenor de lo ya expresado, la Comisión prestó su aprobación al siguiente texto:

“Proyecto de Ley:


Artículo único.-Elimínase en la letra f) del artículo 48, de la ley N° 19.378, la expresión “o tres acumulados”.

VII. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


De conformidad con el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, corresponde consignar los siguientes aspectos:

1.
El proyecto no contiene normas de rango orgánico constitucional ni de quórum calificado.

2.
Tampoco contiene normas que deban ser analizadas por la Comisión de Hacienda.

IX. DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó diputada informante a la señora Karla Rubilar.


Tratado y acordado en 11 de abril de 2006 con la asistencia de los Diputados señores Monsalve Benavides, don Manuel (Presidente de la Comisión); Chahuán Chahuán, don Francisco; Girardi Briere, don Guido; Lobos Krause, don Juan; Masferrer Pellizzari, don Juan; Núñez Lozano, don Marco; Olivares Zepeda, don Carlos; Robles Pantoja, don Alberto; Rossi Ciocca, don Fulvio; Rubilar Barahona, doña Karla; Sepúlveda Hermosilla, don Roberto; Silber Romo, don Gabriel, y Urrutia Bonilla, don Ignacio.


Sala de la Comisión, en 13 de abril de 2006.


(Fdo.): JACQUELINE PEILLARD GARCÍA, Secretaria de la Comisión”.

9.
Moción de los diputados señores Arenas, Alvarado, Bauer, Bobadilla, Estay, Forni, Lobos, Norambuena, Rojas, y de la diputada señora Nogueira, doña Claudia.

Modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores. (boletín N° 4154-03)


“Considerando:

1.
Mayor protección a los consumidores frente a las alzas de precios en el valor de los pasajes de buses interurbanos.


Desgraciadamente, se ha vuelto una tradición en las empresas de transporte interurbano de pasajeros, el aumentar, de forma imprevista e irracionalmente, el valor de sus tarifas en días festivos o en período de vacaciones.


Son muchos los ciudadanos y especialmente de sectores más modestos, que en fechas como Semana Santa, Fiestas Patrias, Navidad o Año Nuevo, concurren a comprar sus pasajes y se encuentran con que el valor de éstos ha aumentado al doble o más de su precio normal, circunstancia que les impide viajar o simplemente los obliga a desembolsar sumas de dinero que superan lo presupuestado.


Pero más grave aun es el hecho de que en estas situaciones y para combatir los abusos, la autoridad no cuenta con atribuciones que le permitan tomar medidas. En efecto, no existen normas que faculten al Ministerio de Transportes para fiscalizar éstas alzas. Lo mismo ocurre con el Sernac, quien careciendo también de potestades en este ámbito, sólo puede intervenir cuando se cobran precios superiores a los publicados por la compañía.


En este sentido, cabe tener presente el artículo 2° de la ley del Consumidor, por el cual se otorga a los pasajeros el derecho a tener información veraz y oportuna de los precios de los distintos servicios que les son ofrecidos. Fundándose en esta norma es que resulta necesario introducir una modificación a dicha ley, con el objeto de evitar que esta obligación que ella impone sea incumplida por las empresas de buses interurbanos.

2.
Propuesta.

Para solucionar los problemas anteriores, se propone la siguiente modificación a la legislación:

a)
Establecer a las empresas de transporte de pasajeros interurbanos un plazo mínimo para dar a conocer las alzas de los precios de los pasajes en días festivos y períodos de vacaciones: Con ello los consumidores contarán con la información necesaria para tomar las decisiones y provisiones que estimen convenientes para viajar en dichos períodos.


Para estos efectos las empresas deberán dar a conocer las alzas en sus tarifas con a lo menos 30 días de anticipación a su entrada en vigencia, a través de medios de difusión adecuados y masivos.


Por las razones antes mencionadas es que vengo en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo único.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los

consumidores:

1.
Agréguese en el artículo 30 un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“No obstante lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, tratándose de servicios de transporte interurbano de pasajeros, las alzas de tarifas programadas para días festivos y períodos de vacaciones deberán ser anunciadas con a lo menos un mes de anticipación a su entrada en vigencia, a través de medios de difusión adecuados y masivos.”
10. Moción de los diputados señores Alvarado, Arenas, Dittborn, Forni, Hernández, Lobos, Rojas, Uriarte, Von Mühlenbrock y Ward.

Establece que los sostenedores de educación especial diferencial estarán obligados a rendir cuenta a la secretaría ministerial respecto de la utilización de los recursos que reciban. (boletín N° 4155-04)
1.
Es un deber del Estado, y así lo consagra la Constitución Política de la República, asegurar a las personas la igualdad de oportunidades. Así, es su obligación entonces, entregar especial protección al ejercicio del derecho a la educación a todos los ciudadanos del país. En cumplimiento de este mandato, debe procurarse, con especial interés, el acceso a la educación de las personas con discapacidades, y el progreso en su aprendizaje en el marco del sistema escolar.

2.
En concordancia con lo anterior, en el año 1994, el Estado de Chile, adoptó la Normas Uniformes sobre igualdad de oportunidades para las personas con discapacidades que las Naciones Unidas elaborara con la finalidad de garantizar que niñas y niños, mujeres y hombres, con discapacidad, puedan tener los mismos derechos y obligaciones que los demás miembros de la sociedad.

3.
La ley número 19.284, de 1994, de Integración Social de las personas con discapacidad, establece la forma y condiciones que permiten obtener la plena integración de las personas con discapacidad y vela por el pleno ejercicio de los derechos que la constitución y las leyes reconocen a todas las personas.

4.
En consecuencia, corresponde al Ministerio de Educación, generar las medidas tendientes a cautelar dichos derechos. Así, la ley de subvenciones establece la “subvención de educación básica especial diferenciada” con la finalidad de otorgar los recursos necesarios para que las personas con discapacidades tengan los medios para acceder de buena manera a la educación y puedan, ejercer de manera eficaz, los derechos que la Constitución establece.

5.
Así, las niñas y niños con discapacidad, al enfrentarse a las exigencias propias de la etapa escolar, pueden presentar diversas necesidades educativas especiales, requiriendo ayudas y recursos adicionales, ya sea humano, material o pedagógico. Solo a través de estos se podrá optimizar su proceso de desarrollo y aprendizaje, logrando los fines propios de la educación.

6.
Por esta razón, el Decreto con Fuerza de Ley N° 2, de 1998 del Ministerio de Educación, establece un incremento de la subvención de educación especial diferenciada, con la finalidad de atender de buena manera las necesidad educativas especiales.

7.
Esta subvención tiene como finalidad entregarle a los establecimientos educacionales, que cuenten entre sus alumnos con personas que presenten necesidades educativas especiales, los recursos necesarios para que se les de una educación de calidad, que les permita adquirir los conocimientos suficientes, para poder desenvolverse el la vida social con igualdad de oportunidades y en las mismas condiciones que el resto de las personas.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Por medio de este proyecto de ley, se pretende resguardar el buen uso de los recursos adicionales que el estado entrega a los distintos sostenedores de establecimientos educacionales por concepto de subvención diferenciada.


El hecho de que los establecimientos que tienen entre sus alumnos personas con discapacidades, reciban una mayor subvención, precisamente se basa en la necesidad de destinar recursos adicionales para poder prestar una educación de calidad, cumpliendo con los requerimientos humanos, materiales, técnicos o pedagógicos que se requieren para la enseñanza de los niños o niñas que presenten distintos tipos de discapacidades.


Es esa la finalidad de dicha subvención y en consecuencia ese es, y no otro, el uso que los administradores y sostenedores de los establecimientos educacionales deben darle a dichos recurso.


Por lo anterior, a través de este proyecto de ley se pretende establecer la necesidad de rendir cuenta, por parte de los sostenedores, de los destinos de dichos recursos, con la finalidad de poder fiscalizar el correcto uso de los mismos.


Proyecto de Ley: Agregase un inciso final nuevo al artículo 9 del D.F.L N° 2 de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.


Artículo único: “Los sostenedores de establecimientos educacionales subvencionados que reciban, bajo cualquier concepto, subvención especial diferencial tendrán la obligación de rendir, semestralmente. a la Secretaría Ministerial correspondiente, un informe que de cuenta sobre la forma en que se utilizaron los recursos proveniente de dicha subvención especial y el avance el proyecto educativo respecto de estos alumnos”.

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.
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